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PRESENTACIÓN

La responsabilidad civil es uno de los temas -quizá el que más- de mayor trascendencia teórica y práctica y de más frecuente litigiosidad. Por ello, esta colección de CÓDIGOS MAGÍSTER ha publicado una serie de tomos sobre ella: cuestiones generales y su efecto reparador; la responsabilidad de las profesiones jurídicas; la médico-sanitaria, la de transportes y la procedente de leyes especiales; la responsabilidad civil ex delicto. Ahora sale a la luz otro volumen de especial interés, pese a que ha sido poco tratado el tema a que se refiere, que es la responsabilidad por actos ajenos, la responsabilidad por la posesión o el disfrute de animales y por la titularidad de cotos de caza y la responsabilidad por la propiedad o disfrute de edificios, fincas e instalaciones. 

El sistema es análogo al de las demás publicaciones de esta colección. Con una sistemática muy pensada, se ordenan las sentencias de la Sala Primera de lo Civil, del Tribunal Supremo, que van precedidas de un breve encabezamiento y se transcriben en la totalidad de sus fundamentos de derecho, salvo aquellos que sean ajenos al tema de la responsabilidad. Lo más interesante es que quedan relacionadas las sentencias modernas sobre cada apartado, por lo que el jurista puede comprobar directamente el contenido de la jurisprudencia recaída en cada punto. 

El autor es Magistrado de la Sala Primera del Tribunal Supremo, desde hace muchos años, buen conocedor de la propia jurisprudencia y, en especial, de la relativa a la responsabilidad civil y a los temas concretos que son tratados en esta obra. 

La primera parte es la más extensa y va dedicada a la responsabilidad por actos ajenos, en su ámbito, fundamento, caracteres, sujetos y, en particular, los distintos supuestos. Tras ella, se trata de la responsabilidad por la propiedad o el uso o disfrute en general, de animales y cotos de caza y de edificios, fincas e instalaciones.

XAVIER O CALLAGHAN 

Magistrado del Tribunal Supremo. Catedrático de Derecho civil 





Responsabilidad por actos ajenos 



1.  Ámbito en relación con el art. 1902, con los arts. 1905 a 1910 y con la responsabilidad por delito

A diferencia de la responsabilidad extracontractual regulada en el art. 1902 del CC, referida al agente o sujeto que cometa la acción o incurra en la omisión causante del daño, los artículos siguientes, 1903 a 1910, contemplan la responsabilidad de sujetos que no son propia o directamente los autores del daño sino que o bien responden por otros que de algún modo dependen de ellos (art. 1903) y han incurrido en conductas encuadrables en el art. 1902, contra los que podrán repetir (art. 1904); o bien responden por ser propietarios o tener el control sobre animales y cosas (arts. 1905, 1906, 1907, 1908 y 1910), reconociéndose al tercero perjudicado, en determinados casos de defectos de construcción, la posibilidad de repetir contra los técnicos (art. 1909).

La relación entre todos estos artículos, incluido el 1902, ha sido afirmada por la jurisprudencia, considerándolos régimen común de la responsabilidad civil extracontractual en el Código Civil. También se ha reconocido por la jurisprudencia la posible concurrencia de más de una de estas normas en un mismo caso, como la de los arts. 1903 y 1908. Pero al mismo tiempo ha sido preciso delimitar el ámbito entre la responsabilidad por acto propio y la responsabilidad por acto ajeno y entre la responsabilidad por ilícito civil y la responsabilidad por ilícito penal.

S. 16 de marzo de 2007.

Recurso 717/2000.

Ponente: Excmo. Sr. Ferrándiz Gabriel.

El art. 1902 del CC tiene la consideración de norma general y por ello la jurisprudencia lo ha aplicado en casos de inmisiones pese a la mayor especialidad del art. 1908. Sin embargo, en el caso el demandante fundó su acción en el art. 1903, invocando la relación de subordinación o jerarquía entre los propietarios de los fundos vecinos y la sociedad que llevó a cabo la fumigación dañina. Por esta razón el actor-apelante no podía pretender, ya en la segunda instancia, que se condenara a sus vecinos por inmisiones.


CUARTO. El art. 1908.2 del CC contempla supuestos de las llamadas inmisiones. Con él, en conjunción con el art. 590 del mismo Código y en contemplación de algún antiguo precedente (que proclamaba la licitud de utilizar lo propio, pero sin «introducir nada en lo ajeno» -Digesto 8.5.8.5: «in suo enim alii hactenus facere licet, quatenus nihil in alienum immittat»- ni causar daño a los otros -Partidas 3.32.13: «dixeron los sabios antiguos, maguer el ome aya poder de fazer en lo suyo lo que quisiere. Pero deue lo fazer de manera que non faga daño, nin tuero a otro»-), se trata de construir el régimen en el Código Civil relativo a aquellas injerencias intolerables en la finca ajena producidas con la penetración de sustancias molestas a consecuencia del ejercicio de 

la propiedad o el disfrute de otra. El referido precepto, que ha de interpretarse teniendo en cuenta la significación social y jurídica del medio ambiente (art. 45 del la CE) y los cambios operados en la realidad industrial y tecnológica, regula supuestos de responsabilidad por daños causados por las cosas, que se caracterizan por un «facere in suo» que se proyecta en un «immittere in alieno», ya que la lesión directa de la propiedad de los demás («facere in alienum») no necesita de norma especial para ser sancionada. No obstante, la condición de norma general que se atribuye al art. 1902 del CC y la consideración de que el daño causado por la cosa resulta, al fin, de haber omitido aquel que la tiene encomendada las medidas necesarias para evitarlo, explica que la jurisprudencia, en numerosas ocasiones, haya aplicado dicho artículo a supuestos en que se había denunciado la existencia de inmisiones (sentencias de 16 de febrero de 1961 -daños en edificios por labores mineras próximas-, 17 de marzo de 1980 -daños en una explotación agrícola y ganadera a consecuencia de voladuras emprendidas para la explanación de terrenos-, 3 de septiembre de 1992 -ruidos y molestias provocados en la casa vecina por una industria de confitería-), a veces en conjunción con el propio art. 1908 (sentencia de 18 de marzo de 1992 -molestias causadas al propietario vecino por unos establos-). Incluso la sentencia de 25 de marzo de 1995 declaró correcta la aplicación del art. 1902 en un caso de daños producidos en un criadero de langostinos por una fumigación mediante avioneta. Sin embargo, la norma que el recurrente afirma debió haber sustituido la Audiencia Provincial por la del art. 1908.2.º, en aplicación del brocárdico «iura novit curia», no era la del 1902, sino la del 1903.4, que fue la que el Juzgado de Primera Instancia, congruentemente, aplicó al litigio para desestimar la acción de condena de los titulares de los predios vecinos. En efecto, la sentencia recurrida se pronunció, negativamente, sobre lo que en el proceso se había planteado. Esto es, sobre si entre los demandados como titulares de los predios vecinos y la sociedad que llevó a efecto la fumigación existía la subordinación o jerarquía que hubiera permitido a los primeros dar órdenes o instrucciones. Mientras que lo que pretendió el actor, como apelante, fue que se condenara a sus vecinos por inmisiones, esto es, por haber provocado ellos mismos una injerencia perjudicial en su fundo mediante sustancias procedentes de los por ellos poseídos. Y si la consecuencia indemnizatoria es la misma en los dos casos, la causa de reclamarla resulta distinta en uno y otro. Razón por la que la Audiencia Provincial consideró correctamente limitada su potestad de elegir la norma aplicable, ante la necesidad de dictar una sentencia congruente.

El recurso de casación no puede ser estimado por este motivo.

S. 1 de febrero de 2007.

Recurso 1463/2000.

Ponente: Excmo. Sr. Seijas Quintana.

En los casos de accidente laboral en la construcción cabe incorporar al círculo de responsables al comitente si ha incurrido en culpa en la elección del contratista, pero la más moderna jurisprudencia tiende a encuadrar su responsabilidad más en el art. 1902 que en el 1903. En el mismo sentido STS 7 de diciembre de 2006 (rec. 272/2000).


TERCERO. En el motivo segundo, y al amparo del los arts. 1902 y 1903, en relación con el 1908.1 del CC, se viene a cuestionar que existan acciones u omisiones concurrentes, que determinen la condena solidaria que establece la sentencia. El motivo, que cita un artículo -1908.1 CC- que nada tiene que ver con el caso, viene a hacer supuesto de la cuestión puesto que lo que niega es lo que la sentencia sostiene como hecho probado respecto de su actuación en la obra, toda vez que no se limitó a recabar los permisos y licencias necesarias para obtener la licencia municipal, sino que se reservó la dirección técnica de las obras, lo que le llevaba a realizar periódicas visitas de inspección y control de las mismas, al margen de los deberes de seguridad que incumbían a la empresa constructora. Y esta actuación tiene perfecto encaje en el art. 1903 del CC a partir de la interpretación reiterada que este Tribunal ha hecho en el sentido de que en los casos en los que la realización de la obra se encarga a un contratista, la responsabilidad corresponde exclusivamente a éste, como contratista independiente, siempre que dicho contrato no sea determinante de una relación de subordinación o dependencia entre la empresa promotora y la contratista, asumiendo de manera exclusiva sus propios riesgos (SSTS de 4 de enero de 1982; 8 de mayo de 1999), dependencia que se produce cuando el contratista no actúa formalmente como autónomo si, de hecho, está sujeto al control de la propiedad o promotora de la obra o se encuentra incardinado en su organización correspondiéndole el control, vigilancia y dirección de las labores encargadas, de tal forma que será posible responsabilizarle del daño en aquellos supuestos en que no solo encarga la obra a personal especializado y cualificado profesionalmente con suficientes conocimientos para un ejercicio normalmente correcto de la «lex artis», sino que designa al un director facultativo de la obra a quien compete exigir el cumplimiento de las especificaciones del proyecto, las normas de buena ejecución y las de Seguridad e Higiene en el Trabajo, pues ello es determinante de la responsabilidad por hecho de otro, según la interpretación jurisprudencial del art. 1903, y ésta no puede ser enervada por la existencia de un pacto en contrario entre los responsables, que no puede producir efectos en perjuicio de terceros ajenos al ámbito contractual en virtud del principio de relatividad del contrato.

Es asimismo jurisprudencia de esta Sala la que señala que puede también incorporarse al vínculo de responsabilidad extracontractual a la empresa comitente en aquellos supuestos en los cuales se demuestre la existencia de culpa en la elección, cuya concurrencia depende de que las características de la empresa contratada para la realización de la obra no sean las adecuadas para las debidas garantías de seguridad, caso en el que podrá apreciarse la existencia de responsabilidad, que la más moderna doctrina y jurisprudencia no consideran como una responsabilidad por hecho de otro amparada en el art. 1903 CC, sino como una responsabilidad derivada del art. 1902 CC por incumplimiento del deber de diligencia en la selección del contratista (SSTS de 18 de julio de 2005; 3 de abril y 7 diciembre de 2006; 25 de enero 2007).

S. 29 de noviembre de 2006.

Recurso 543/2000.

Ponente: Excmo. Sr. Ferrándiz Gabriel.

Ejercitada la acción contra el titular de un bar por la caída de un cliente al pisar una bola de plástico de las usualmente utilizadas en las máquinas tragaperras como envoltorio de premios, la norma aplicable no sería el art. 1903 sino el 1902, pues se imputa responsabilidad por un acto propio del titular del establecimiento.


PRIMERO. D. M. pretendió en su demanda la condena del titular de un bar, y solidariamente la de la aseguradora de su responsabilidad civil, a indemnizarle por las lesiones que sufrió al caer en dicho establecimiento, como consecuencia de haber pisado una bola de plástico, de las que usualmente se utilizan en las máquinas tragaperras como envoltorio de premios, que se encontraba en el suelo.

Tanto el Juzgado de Primera Instancia como la Audiencia Provincial desestimaron la demanda. En particular, el Tribunal de apelación basó su decisión en la falta de prueba de la conexión causal entre alguna acción u omisión del empresario demandado y el resultado finalmente producido. En concreto, declaró que no se había demostrado «que la bola se hubiera extraído de una máquina existente en el establecimiento» (esto es, la razón de que se encontrara allí) ni «el lugar en que estaba el objeto, si dentro o a la salida del establecimiento» [...]. CUARTO. En el motivo segundo se afirma la infracción de los arts. 1903.4 y 1105 del CC, con una argumentación de apoyo similar a la ya rechazada en el fundamento anterior.

El recurso tampoco merece ser estimado por este motivo.

El art. 1903 del CC regula supuestos de responsabilidad por acto ajeno, que ninguna relación tienen con los hechos alegados en la demanda, en la que se narra un supuesto de responsabilidad por acto propio del titular del establecimiento. La referencia que el motivo contiene a que éste ha de responder por las acciones u omisiones de sus (desconocidos) dependientes constituye una cuestión nueva, que, por serlo, resulta inadmisible en casación (sentencias de 24 de enero, 9, 20 y 23 de febrero de 2006, entre otras muchas).

De otro lado, el art. 1105 del CC no ha sido infringido por el Tribunal de apelación, pues no lo aplicó ni tenía que haberlo hecho, ya que la razón de la desestimación del recurso del demandante no fue la naturaleza imprevisible o inevitable de su caída, sino la insuficiente prueba sobre datos de hecho necesarios para fundar una imputación objetiva de aquélla al comportamiento, activo u omisivo, del titular del establecimiento. Ha de tenerse en cuenta que la causalidad no solo puede faltar por imperio de la lógica, o por la intervención de caso fortuito o fuerza mayor, sino también por la interferencia del comportamiento de un tercero o de la propia víctima. Cuestiones, como se ha dicho, relativas a la imputación objetiva, que la sentencia recurrida no resuelve ni cabe hacerlo a partir de los datos de hecho que la misma declara probados.

S. 13 de noviembre de 2000.

Recurso 1023/1995.

Ponente: Excmo. Sr. Almagro Nosete.

No hay una contraposición absoluta entre la responsabilidad contractual y la extracontractual ni es incompatible la aplicación conjunta de los arts. 1902 y 1903.


SEGUNDO. El segundo motivo de casación denuncia (art. 1692.4.º de la LEC) la infracción del art. 1902 del CC y jurisprudencia aplicable, pretendiendo, con su argumentación una contraposición absoluta entre la responsabilidad «ex contractu» y la responsabilidad aquiliana, así como una nítida separación, y, en consecuencia, incompatibilidad entre la aplicación conjunta de los arts. 1902 y 1903 del CC. Pero ni una ni otra posición son de recibo. Así resulta de la sentencia del Tribunal Supremo de 31 de diciembre de 1999, que claramente compatibiliza la aplicación ambos preceptos (entre otras muchas) y de la sentencia del Tribunal Supremo de 8 de febrero de 2000 que recoge las relaciones y diferencias entre la responsabilidad contractual y la extracontractual «cuando un hecho dañoso -como ocurre- en el caso de autos suponga la violación de una obligación contractual, y al mismo tiempo, del deber general de no dañar. Por tanto perece el motivo».

S. 25 de octubre de 2000.

Recurso 2649/1995.

Ponente: Excmo. Sr. Romero Lorenzo.

Cuando la propia empresa es responsable de un accidente laboral por razón del riesgo, se le aplica el art. 1902, excluyéndose así la culpa «in eligendo» o «in vigilando», la posibilidad de ampararse en el art. 1903 o la facultad de repetición del art. 1904.


OCTAVO. El motivo cuarto, también al amparo del art. 1692.4.º LEC, considera infringido el Real Decreto Legislativo 1301/1988, ya anteriormente invocado y una larga relación de Sentencias de esta Sala.

Se alega, en suma, la existencia de culpa exclusiva de la víctima, con base en la suposición de que el Sr. V..., animado por la repentina intención de sacar algún resto de basura que se hubiera quedado enganchado, no advirtió de su movimiento en tal sentido al conductor del camión-volquete, al que se acercó o del que no se apartó a tiempo, actuando en cualquier caso con manifiesta imprudencia.

Se añade que estaba establecido que la labor de descarga se realizase por un solo operario, siendo iniciativa de la propia víctima la prestación de ayuda al conductor. También se alude a que la doctrina de la Sala rechaza la aplicación de la responsabilidad objetiva, derivada del riesgo y del beneficio y la de responsabilidad por el mero resultado, salvo que se trate de actividades de suyo peligrosas y verdaderamente creadoras de riesgo, lo cual no es el caso.

Evidentemente incumbía a la sociedad recurrente no la enumeración de los que considera posibles modos de ocurrencia del siniestro sino la cumplida demostración de que la causa eficiente del mismo radicó en una actuación improcedente y negligente del fallecido. Y le correspondía, como ya se ha dicho, en aplicación de la inversión de la carga de la prueba, de necesaria aplicación en supuestos como el presente, la que por la empresa se crea o se mantiene, pero en cualquier caso no se modifica o no se soluciona, una grave situación de permanente peligrosidad para la vida de sus operarios, derivada directamente de la falta de iluminación y, por ello, de visibilidad en que se veían obligados a desarrollar su trabajo.

A falta de la demostración rigurosa de la pretendida culpa exclusiva de la víctima, el motivo debe ser rechazado, en su primer aspecto.

En un segundo submotivo se señala que no puede ser imputada a la entidad recurrente culpa «in vigilando» o «in eligendo», en aplicación del art. 1903 del CC pues la propia sentencia de la Audiencia Provincial declara la existencia de culpa o negligencia en el trabajador.

Hay que decir que no alude la Audiencia al artículo citado, sino que en su Fundamento de Derecho tercero afirma que se trata de un supuesto al que le es aplicable la normativa que para la culpa extracontractual regulan el art. 1902 y ss. del CC. Más adelante, según ya se resaltó, se refiere expresamente a las condiciones de evitable peligrosidad en que se desarrollaba el trabajo de los operarios de la citada entidad.

En resumen, el Tribunal de apelación está aplicando la responsabilidad civil directa ex art. 1902 a L., entidad a la que ha de reprocharse la situación de peligrosidad existente. Evidentemente no existe obstáculo alguno para que una persona jurídica incurra en responsabilidad por riesgo, cuando es ella misma y no uno de sus operarios quien origina dicho riesgo (véanse sentencias de esta Sala de 23 de abril de 1998 y de 13 de julio de 1999, entre otras), y, en tal caso, la subsunción del supuesto en el art. 1902 del CC, elimina tanto la referencia a culpa «in vigilando» o «in eligendo» como la posibilidad de ampararse en el último párrafo del art. 1903 o de ejercitar el derecho de repetición del art. 1904.

Procede, por todo ello, desestimar asimismo este submotivo.

S. 9 de octubre de 2000.

Recurso 2802/1995.

Ponente: Excmo. Sr. O Callaghan Muñoz.

En un caso de accidente laboral por atropello con una máquina, al conductor de ésta nunca le sería aplicable el art. 1903 por no ser empresario sino trabajador por cuenta ajena, y a su empresa sí le es aplicable el art. 1903.


SEGUNDO. Procede examinar, en primer lugar, el tercero de los motivos de casación, que aparece en el escrito de recurso como motivo único de la segunda parte y se pretende la extensión de la condena a D. J..., conductor de la máquina, que había sido absuelto en primera instancia, extremo confirmado en la segunda. El motivo, fundado en el núm. 4.º del art. 1692 de la LEC, alega infracción por inaplicación del art. 1903.4, del CC, motivo que se desestima por tres razones:


	
- en primer lugar, porque no cabe estimar infringido el art. 1903 del CC respecto a la persona que causó materialmente el atropello y la muerte, sin ser empresario, sino trabajador por cuenta ajena, de la empresa propietaria de la máquina; a él tan solo le podría ser aplicable el art. 1902 del CC y a la empresa, también codemandada, sí se le puede aplicar dicho art. 1903; 

	
- en segundo lugar, la declaración de hechos probados relativos a la actuación de este codemandado, que hace la sentencia de la Audiencia Provincial impide totalmente cualquier clase de reproche culpabilístico al mismo, con lo que se le excluye toda responsabilidad; 

	
- en tercer lugar, relacionado con el punto anterior, en el desarrollo de este motivo se hace una relación de hechos que no corresponde al recurso de casación, sino que es propio de una tercera instancia, ajena a dicho recurso. 



S. 4 de julio de 2000.

Recurso 2650/1995.

Ponente: Excmo. Sr. García Varela.

Los arts. 1092 y 1093 del CC se refieren a dos tipos diferentes de obligaciones. Si la demanda se ha formulado con base en el art. 1092, no cabe alterar luego la acción para fundarla en el 1903, que a su vez guarda relación con el 1093. La culpa «in eligendo» o «in vigilando» es subsumible en el art. 1903 por la vía del art. 1093, pero no en el art. 1092.


TERCERO. [...] Esta Sala tiene declarado (aparte de otras, en SSTS de 19 de noviembre de 1988 y 18 de junio de 1992), que si la demanda se ha formulado en base al art. 1092 del CC, no es admisible alterar la acción para apoyarla después en el art. 1902, como derivada de un acto ilícito meramente civil, ni cabe la aplicación del principio «iura novit curia», el cual exige que, interrelacionados los hechos que sirven de fundamento al escrito inicial con los pedimentos del suplico del mismo, la norma jurídica cuya aplicación es permisible aflore con carácter indubitado y no cuando la elección de otra regla legal, aparte de no haber sido alegada, implica una alteración de la acción originariamente postulada, con consecuencias claramente dispares, ya que las disposiciones a que se remite el art. 1092 contienen una configuración distinta de la aplicable cuando la acción tiene sustento en los arts. 1093 y 1902 del CC.

Es cierto que la doctrina referida en el párrafo precedente no se viene aplicando últimamente por esta Sala cuando, con asiento en la unidad de la culpa civil, fue alegada en la demanda la acción por culpa extracontractual, pues entonces pudo aplicarse la consecuencia jurídica correspondiente como si se hubiere ejercitado la acción por culpa contractual y viceversa, pero esta circunstancia no se produce en la coyuntura del debate, toda vez de los expresados términos del suplico del escrito inicial.

Pues bien, al comparar las peticiones contenidas en el suplico de la demanda con el fundamento de derecho tercero de la sentencia de instancia, donde se analizan las circunstancias de la efectividad del accidente sufrido por el demandante, y, en concreto, las referencias hechas en dicho fundamento respecto a «K.», se llega a la conclusión de que la resolución sostiene su fallo en una posible culpa «in vigilando», subsumible en la acción que otorga el art. 1903 del CC por la vía del art. 1093, pero nunca en el art. 1092 del mismo texto legal.

S. 6 de noviembre de 1999.

Recurso 699/1995.

Ponente: Excmo. Sr. Villagómez Rodil.

Aunque hubiera mediado un proceso penal anterior con sentencia condenatoria, la acción civil subsiguiente puede fundarse en el art. 1093 del CC en relación con su art. 1903.


CUARTO. [...] SEGUNDO: La acción ejercitada en el pleito es la del art. 1903 del CC, en relación al 1093 (culpa extracontractual por hecho ajeno) que se imputa al Banco de T... por la actuación desleal de su empleado, causante concurrente del perjuicio y daño material cuantificado en diecisiete millones de pesetas y no precisamente la derivada del art. 1092, pues conforme enseña la jurisprudencia de esta Sala (Ss. de 9-10-1971 y 18-6-1992) procede siempre que no se hubiera sustanciado la acción civil en el proceso penal, con lo cual la responsabilidad directa por hecho ajeno resulta procedente aunque su origen lo sea un delito, o más bien los hechos que integran la figura penal que la sentencia de este orden enjuició y condenó.

El motivo segundo decae, pues la recurrente, al amparo de infracción de los arts. 1961 y 1968.2.º del CC, hace crítica de la sentencia de apelación por no haber estimado la prescripción de un año respecto a la acción ejercitada por F...

Al haber precedido causa penal, el plazo prescriptivo cuenta, como sucede en este caso, desde el día siguiente en que se notifica la sentencia firme recaída, actuación que lleva fecha 31 de julio de 1992, habiéndose presentado la demanda que creó el pleito el 26 de julio de 1993 (Ss. de 27-4-1992 y 28-10-1994). La acción civil reservada en el proceso criminal no puede ejercitarse mientras la acción penal está pendiente (art. 112 de la LECrim.).

S. 5 de noviembre de 1998.

Recurso 1704/1994.

Ponente: Excmo. Sr. O Callaghan Muñoz.

Si una empresa contrata los servicios de una retroexcavadora pero indica el lugar para excavar sin advertir un hito que señala la existencia de una línea telefónica, su responsabilidad por dañarla se funda en el art. 1902, no en el 1903.


PRIMERO. La sentencia de la Audiencia Provincial de Alicante, Sección 4.ª, que revoca parcialmente la dictada por el Juzgado de 1.ª Instancia núm. 5 de Denia, narra como hechos que D. F..., manejando una máquina retroexcavadora propiedad de su padre, D. J..., para realizar unos trabajos por cuenta de «S.L.», rompió, a una profundidad de unos 90 cms el cable coaxial de «T.». que por allí discurría y estaba señalizado por un hito situado a pocos metros, produciendo daños; añade, como hechos probados, que «S.L.», contrató los servicios de la retroexcavadora, señalando el lugar donde tenía que profundizar para colocar el poste, sin cerciorarse, ni advertir que, a la vista del mojón que señalaba la conducción telefónica, ésta pasaba por el lugar elegido, y lo mismo cabe aplicar a quienes, padre e hijo, tenían que realizar la obra, puesto que ambos estuvieron en el lugar de los hechos y pudieron observar la señal indicadora del cable que discurría por el subsuelo.

Dicha sentencia condena a los tres demandados mencionados, conductor, propietario y empresa comitente, a satisfacer solidariamente a la demandante «T.» la indemnización por los daños y por el lucro cesante. [...] TERCERO. Los dos primeros motivos del recurso de casación formulado por la representación procesal de «S.L.», ambos al amparo del núm. 4.º del art. 1692 de la LEC decaen igualmente, como los motivos del recurso anterior, por hacer supuesto de la cuestión. En el primero se alega infracción del art. 1903 del CC; en el segundo, del art. 1902 del mismo cuerpo legal.

La responsabilidad extracontractual de esta entidad recurrente se deriva de su actuación directa, como ha declarado la sentencia de instancia: la rotura del cable se produjo en el lugar donde aquél estaba situado, por la máquina retroexcavadora, con esta entidad recurrente «señalando el lugar donde tenía que profundizar para colocar el poste, sin cerciorarse, ni advertir que, a la vista del mojón que señalaba la conducción telefónica, ésta pasaba por el lugar elegido». La sentencia de instancia atribuye la responsabilidad tanto por el art. 1902 como por el art. 1903; la primera es correcta, partiendo de los aludidos hechos acreditados; la segunda no es aplicable, pues el art. 1903 se aplica cuando el acto se ejecuta por dependientes, es subordinación directa, de la empresa (así, entre otras, sentencias de 26 de noviembre de 1990, 16 de abril de 1991, 30 de octubre de 1991, 30 diciembre 1992, 28 octubre 1994), que no es el caso presente. Pero la consecuencia jurídica es la misma: la responsabilidad de la empresa recurrente.

S. 11 de junio de 1998.

Recurso 991/1994.

Ponente: Excmo. Sr. Gullón Ballesteros.

Si la constructora encarga la instalación de una grúa a una empresa especializada, el art. 1903 no la hace responsable de los daños por derrumbe de la grúa, al faltar la relación de subordinación o dependencia. En el sistema del CC la responsabilidad por defectos de construcción se impone a los técnicos y al contratista, no al propietario.


SEGUNDO. Los motivos segundo y tercero, al amparo del art. 1692.4.º LEC, acusan infracción de los arts. 1902, 1903, y 1.1.05, todos del CC. Se apoyan en la falta de culpa «in vigilando» o «in eligendo» de la recurrente, que se limitó a contratar los servicios de la grúa con entidad autorizada legalmente; que fue ésta la que realizó el montaje y la instalación para su funcionamiento del artefacto y que su derribo se debió a la acción incontrolable e inevitable del viento huracanado.

El juicio casacional sobre ambos motivos ha de partir de una realidad evidente, no negada por nadie: la recurrente, en su actividad de profesional de la construcción, contrató con instalador autorizado el montaje y colocación de una grúa elevadora, a fin de servirse de ella para el desempeño de su labor, como utensilio adecuado para ello. Creó así un riesgo muy cualificado para las propiedades cercanas y para las personas que transitaban por las calles adyacentes al solar en que la recurrente construía la edificación. Si bien esta creación de riesgo en su provecho no es legalmente causa para que se le imponga una responsabilidad objetiva por el daño que puede producir la caída de la grúa, pues no existe norma en particular que así lo disponga, no es menos cierto que da lugar a que tenga que suministrar una prueba cumplida y agotadora de su diligencia para evitar daños. Así lo ha intentado hacer, alegando el carácter huracanado del viento el día y hora de la caída de la grúa, atribuyendo por tanto el hecho dañoso a este accidente meteorológico, y, además, alegando y probando que ella se limitó a contratar con industrial autorizado el montaje y funcionamiento de la grúa, por lo que a sus técnicos corresponden esas funciones.

En cuanto a las características del viento nada hay probado en autos, pues por conducta de la hoy recurrente no se pudo llevar a cabo la prueba pericial sobre las mismas (folio 40 del rollo de la Audiencia).

En lo que respecta a la segunda alegación, basta para admitirla la lectura de los folios 80 y 81 de autos, pues en ellos consta, y no se ha demostrado (ni intentado siquiera) lo contrario, que la recurrente, como contratista de la obra, concertó con empresa legalmente autorizada la instalación y puesta en funcionamiento de la grúa elevadora, estando sujetas tales empresas a una severa reglamentación administrativa para su establecimiento, funcionamiento y montaje de aparatos elevadores, los cuales deben realizar con sus propios técnicos titulados lo mismo que la puesta en marcha, y suscribir seguro de responsabilidad civil por cincuenta millones de pesetas (Real Decreto 2135/1980, de 26 de septiembre; OO.MM. de 9 de mayo de 1983 y 15 de febrero de 1985). Es claro que a la recurrente no se le debe exigir mayor diligencia que la de contratar con la empresa autorizada, y que es erróneo asentar también su presunta responsabilidad, además de en el art. 1902, en el art. 1903 CC como hace la Audiencia. La empresa instaladora no se hallaba subordinada ni era dependiente de la contratista, cualidades que son las que condicionan la responsabilidad de la empresa por los daños que puedan ocasionarse en el desenvolvimiento de la actividad de la otra con quien contrata (sentencias de 7 de noviembre de 1985 y 20 de diciembre de 1996, entre otras).

El criterio que se mantiene de no exigencia de responsabilidad a la empresa contratista está avalado por el propio Código civil, que en materia de responsabilidad extracontractual no responsabiliza por los daños ocasionados a tercero al propietario de los objetos que los causan, sino al arquitecto o contratista siempre y cuando exista defecto de construcción (arts. 1907, 1908 y 1909).

S. 13 de diciembre de 1996.

Recurso 696/1993.

Ponente: Excmo. Sr. Burgos Pérez de Andrade.

Aunque la acción civil subsiguiente a una condena penal se funde en el art. 1902, el Tribunal puede aplicar de oficio el art. 1092 en relación con las normas del Código Penal sobre responsabilidad civil derivada del delito y, así, declararla como subsidiaria en vez de solidaria.


TERCERO. La responsabilidad civil «ex delicto» nace directamente del delito, y queda concretamente definida y consumada su existencia por el solo hecho de la condena penal, sin necesidad de ninguna otra justificación o prueba, y este nacimiento se produce aunque después conozca de la misma el Juez Civil, por no haberse sustanciado en el proceso penal; o dicho de otro modo, es una consecuencia obligada nacida directamente del delito. Por el contrario la acción pauliana, nace de un ilícito civil, y por tanto se hace preciso alegar y probar en el proceso los elementos que definen este ilícito, y a los que antes nos hemos referido. La sentencia de esta Sala de fecha 18-6-1992, que se cita en el recurso, se refiere precisamente al supuesto contrario del que aquí nos ocupa, y sirve de confirmación de este último: la parte demandante apoyaba allí su pretensión en el art. 1092 del C. Civil sin haber existido condena en vía penal, y la Sala entiende que no es aplicable «iura novit curia» el art. 1902 pues para la viabilidad de esta acción se hace preciso la existencia probada de unos elementos, que son totalmente innecesarios para la acción que se ejercitaba.

Este no es el supuesto que aquí se contempla, sino precisamente el contrario: existe una condena penal, y por el simple hecho de su existencia, sin más requisitos, ha nacido la responsabilidad civil «ex delicto», que vincula al juez civil cuando su ejercicio ante esta vía responde a una reserva expresamente formulada; el traer a la litis los preceptos que se corresponden con esta situación de hecho indubitada, no supone variación alguna de la causa de pedir, ni vicio de incongruencia la sentencia, como a continuación veremos.

La Jurisprudencia de esta Sala es reiterada en este sentido, pudiendo citarse entre otras las sentencias de fecha 26-5-1988; 10-6-1988; 19-9-1988; 31-10-1994, etc., pero sobre todas ellas es esclarecedora para el supuesto que estudiamos la de 9 de febrero de 1990, en la que se dice: que la incongruencia se da cuando hay divergencia («extrapetita» o «ultrapetita») entre el suplico de la demanda y la parte dispositiva de la sentencia... Por otra parte, no se da en términos generales la incongruencia, cuando el Juzgado o la Sala acuden al principio «iura novit curia», en virtud del cual pueden aplicar derecho distinto del invocado a la causa de pedir del proceso. La causa de pedir no es la fundamentación jurídica de la demandada, sino los acontecimientos de la vida en que se apoya: es el fundamento histórico de la acción. El proceso, pues, versa sobre supuestos de hecho a los que se aplican normas de carácter sustantivo, pero estas normas se aplican aunque las partes las ignoren, siempre que sean para facilitar al Juez los hechos, y se supliquen concretas peticiones. Ciertamente que hay excepciones al uso del «iura novit curia», como son los supuestos en los que la aplicación de una norma jurídica no invocada provoca la indefensión de quien no puede pensar en los argumentos que signifiquen su inaplicación; o cuando para el desarrollo de uno y otro precepto cambien las circunstancias produciendo consecuencias dispares.

De los hechos admitidos aflora con carácter indubitado la aplicación del art. 1092 del C. Civil; los pedimentos de la demanda se reducen a solicitar la condena de ambos demandados, al pago de ciertas responsabilidades civiles derivadas de un hecho delictivo, hecho declarado en sentencia penal firme; y la única posible diferencia es que en el escrito de demanda se pide una condena solidaria de los demandados, y con la permisiva aplicación de la norma jurídica nueva, la condena de la entidad recurrente es subsidiaria, con lo cual evidentemente que no se produce una divergencia extrapetita ni ultra petita en perjuicio del recurrente. Tampoco es admisible que la condena del sancionado en vía penal D. J., haya tenido su base o apoyo en el art. 1902 del C. Civil, cuando este precepto es precisamente el que la Audiencia sustituye por el art. 1092 y concordantes del C. Penal, con todas las consecuencias jurídicas que de ello se deriven.

Las razones que unitariamente se acaban de exponer, dan respuesta al conjunto de alegaciones contenidas en los cuatro motivos del recurso; debiendo ser desestimados cada uno de ellos, y el recurso en su integridad, con la preceptiva condena en costas del recurrente (art. 1715 de la LEC).

S. 30 de diciembre de 1992.

Recurso 1212/1992.

Ponente: Excmo. Sr. Almagro Nosete.

Fundamento común de la responsabilidad civil por actos ajenos en el Código Civil y en el Código Penal. Directa en uno y subsidiaria en el otro. Posible acumulación de ambas acciones.


QUINTO. Al ponderar las razones que esgrime la recurrente no debe desdeñarse que si, en principio, la fundamentación jurídica de la responsabilidad civil declarada en el art. 22 del Código penal es en esencia la misma del art. 1903 del CC, entre ambas existen diferencias no solo originadas por la jurisprudencia de las Salas que culminan la organización judicial de los respectivos órdenes jurisdiccionales (no obstante sea escaso el número de acciones civiles «ex delicto» que llegan a la Sala 1.ª) y que en cuanto tales distintos criterios no serían relevantes para resolver el problema propuesto, puesto que cada Sala (con independencia de la conveniencia de una doctrina unificada) se siente vinculada exclusivamente por su propia jurisprudencia, sin perjuicio del valor ilustrativo que atribuye a las demás, sino también por singularidades normativas que no cabe desconocer, y que tienen trascendencia y significación en el momento del posible reconocimiento de la responsabilidad derivada de hecho ajeno, pues, efectivamente, cuando proviene de delito debe establecerse con carácter subsidiario, mientras que, si su origen radica en un mero ilícito civil, puede exigirse por vía de acción directa y, además, cabe con los requisitos que determina la jurisprudencia civil, que la condena tenga carácter solidario con la del propio culpable. Aunque las diferencias entre los regímenes del Código penal y del CC se minimizan, sobre todo por el sector doctrinal que mantiene la unidad de pretensiones, apoyándose en la tesis del concurso de normas fundamentadoras de una única pretensión y acuda para explicar la dualidad de sistemas a circunstancias históricas referentes a la fecha anterior de la codificación penal, que por preceder a la civil, hubo de incluir una regulación provisional de la responsabilidad civil, u otras meramente procesales, es lo cierto que, sin perjuicio de posibles construcciones «de lege ferende», en el punto concreto de la subsidiariedad, por aludir solo a este problema, difícilmente, en casos como el contemplado, cabría establecer una equiparación con la norma estrictamente civil, que no contiene esta limitación expresa, exigiendo una previa condena del culpable y una primera afección de los bienes del mismo al pago de la indemnización de daños y perjuicios en caso de responsabilidad, ni se podría asimilar la permitida «acción directa», fundada en el art. 1903, que por propia definición tiene naturaleza de pretensión autónoma al margen del derecho de repetición, en su caso. Rectamente, en este sentido, la sentencia de 17 de diciembre de 1985, delimita la responsabilidad «ex delicto»: «los hechos constitutivos de delito o falta y merecedores por ello de reproche penal pueden ser también la fuente de obligaciones civiles a que se refieren los arts. 1089 y 1092 del CC, categoría de obligaciones que se gobierna por el peculiar régimen a que el ultimamente citado artículo se refiere y que, principalmente, se halla en el Código penal (arts. 19 y ss. y 101 y ss. del Código penal, en relación con el art. 1092 del CC; obligaciones las “ex delicto” que propiamente no nacen del delito, sino de los hechos que lo constituyen, en cuanto originadores de la restitución de la cosa o de la reparación del daño y la indemnización de los perjuicios causados por el hecho punible (arts. 100 de la LECrim. y 101 del CC). El criterio expuesto lo ratifica, desde otra perspectiva, la sentencia de 4 de noviembre de 1986, al exigir, para que se opere la remisión normativa que contiene el art. 1092 la necesidad de una previa declaración de condena del Tribunal de lo penal, no cuando el asunto se sobresee, en cuyo caso se impone lo preceptuado por el art. 1093, es decir, es entonces cuando entran en liza las disposiciones del Capítulo II del Título XVI del Libro IV del CC». [...] SÉPTIMO. Bastaría con la acogida del motivo anterior para que se tuviera por concluido el examen del recurso ya que el segundo motivo se formula con carácter subsidiario respecto del anterior, denunciando la infracción del 

art. 1903, pfo. 4.º del CC, bajo el ordinal 5.º, igual que el primero. Sin embargo, la circunstancia de que esta Sala 1.ª en alguna sentencia relativamente reciente no cierra la compatibilidad entre el art. 22 del Código Penal y el art. 1903 del CC, lo que pudiera sugerir la posibilidad de una acumulación de acciones por parte del actor -aunque no se diga- y el deseo de despejar cualquier incertidumbre al respecto, nos conducen al estudio del motivo. En efecto, la S. 11-10-1990 sostuvo: la infracción del principio general que contiene el deber de no dañar a nadie («neminen laedere») proporciona a los perjudicados diversas vías de actuación para resarcirse de los daños sufridos; cuando la acción causante está tipificada y se reúnen los requisitos para ser calificada de infracción penal, la obligación de ella recaída se rige como dice el art. 1092 del CC por las normas del Código Penal y ello comporta, normalmente, el ejercicio conjunto de la acción civil y la penal y, en todo caso, la subordinación de la vía civil, solo ejercitable separadamente cuando se produce la terminación o archivo de las actuaciones penales; cuando la sentencia penal es condenatoria como la que origina el presente pleito, se condena al resarcimiento de los daños y perjuicios de todo tipo sufridos por el perjudicado, se establece, en su caso, la responsabilidad civil subsidiaria y se agota la vía civil, pero cuando las circunstancias personales del autor no permiten encontrar un responsable civil subsidiario por no existir personas de las comprendidas en el art. 22 del Código Penal, y el autor está en alguna de las relaciones intersubjetivas contempladas en el art. 1903 del CC es posible que el perjudicado ejercite la acción civil directa no subsidiaria, derivada de la responsabilidad extracontractual por hechos ajenos que contempla dicho artículo; su contenido podía haber sido satisfecho por el Juez penal si hubieran concurrido los requisitos del art. 22, pero si éstos no concurren y sí los del art. 1903 del CC queda expedito este cauce de restauración del orden patrimonial alterado por violación del deber «neminen laedere» y que tiene su fundamento en la culpa «in vigilando» o «in eligendo».

S. 4 de noviembre de 1991.

Recurso 2206/1989.

Ponente: Excmo. Sr. Fernández-Cid de Temes.

El art. 1907 no excluye la responsabilidad del director de un hotel fundada en el art. 1902 por una omisión a él imputable, y precisamente por ser responsable también lo es la empresa hotelera con base en el art. 1903.


SEGUNDO. El único motivo del recurso se ampara procesalmente en el núm. 5.º del art. 1692 de la LECiv. y denuncia infracción del art. 1903 del CCiv., entendiendo que al establecer dicho precepto que «La obligación que impone el artículo anterior es exigible, no solo por los actos u omisiones propios, sino por los de aquellas personas de quienes se debe responder» y, en su párrafo cuarto, que «lo son igualmente los dueños o directores de un establecimiento o empresa respecto de los perjuicios causados por sus dependientes en el servicio de los ramos en que los tuvieren empleados, o con ocasión de sus funciones», está proclamando la responsabilidad por hechos ajenos, utilizando en su redacción la conjunción disyuntiva «o» y no la copulativa «y», por lo que se puede concluir que si responden los propietarios no responden los directores, y si son éstos los que responden, aquéllos quedan exonerados de responsabilidad, por lo que habiéndose condenado a A... S.A., propietaria del Hotel y aquietada con el fallo, procede -sigue diciendo- absolver a don J., por aquel entonces Director del Hotel, aparte de que «un Director del Hotel es responsable de la organización y funcionamiento de la actividad que en el mismo se desarrolla, respondiendo de aquellas personas que de él dependen en cuanto que asume la autoridad respecto al personal a su servicio», pero es ajeno a posibles vicios, deficiencias o instalaciones insuficientes en que no ha participado y que cuando es contratado se encuentran ya realizadas, de lo que debe responder el propietario, con interpretación extensiva del art. 1907, a más de que el precepto mencionado no establece la solidaridad, que no se puede presumir si no existe precepto que expresamente la establezca. El motivo tiene que perecer, porque en la sentencia recurrida no se dice que se condene al director por aplicación del art. 1903 y realmente la omisión o abstención, el non facere, la contravención del principio «alterum non laedere», el no actuar con la diligencia que exigía su cargo, el no prever lo que debió ser previsto, el no ordenar la oportuna señalización en las cristaleras, constituye conducta plenamente incardinable en el art. 1902, y así hubo de entenderlo la sentencia recurrida, que, por lo mismo, aplicaría a las entidades mercantiles el art. 1903, por lo que en modo alguno cabe la aplicación extensiva del art. 1907, pues lo pretendido no se encuentra ni en la letra ni en el espíritu del precepto, extremo este último necesario para una interpretación de tal clase; por otra parte, se tratan de introducir hechos nuevos, cuales que las instalaciones se montaron en su día por otras personas (técnicos) y que cuando se le contrató ya estaba todo realizado, extremos que en modo alguno impedían que ordenase tal señalización inexistente. Por último, si alcanza a las empresas la culpa «in vigilando» o «in eligendo» que, cual tiene repetido esta Sala, no es subsidiaria, sino directa y, en consecuencia, hay concurrencia de ilícitos culposos, procede la solidaridad, como medio de protección a los perjudicados, según tiene reiterado esta Sala [Sentencias, por ejemplo, de 3-1-1979, 6-11-1980, 30-12-1981, 28-5-1982, 13-9-1985, 7 y 17-2-1986]; y téngase en cuenta que también hubo compensación de culpas por la falta de vigilancia achacable a los padres de la menor.

S. 1 de diciembre de 1987.

Ponente: Excmo. Sr. Carretero Pérez.

El art. 1902 es compatible con el 1903, de modo que el perjudicado puede dirigirse solo contra el causante del daño, solo contra quien responda con él o conjuntamente contra los dos.


TERCERO. El primer motivo, con base en el artículo mil seiscientos noventa y dos-cuarto de la LEC, acusa error en la apreciación de la prueba, no por mala captación de datos reveladores de la culpabilidad, sino porque, los documentos que invoca como ignorados, revelan que la paciente no era paciente del médico, sino de la Seguridad Social, a la cual, por consiguiente, habría de atribuirse la responsabilidad, pero esta tesis es indefendible, no solamente por los precedentes existentes en la doctrina legal -Sentencias de esta Sala de veinte de febrero de mil novecientos ochenta y uno y veintiocho de marzo de mil novecientos ochenta y tres, entre otras- sino porque el artículo mil novecientos tres del Código Civil, no es incompatible con el mil novecientos dos, de modo que la actora pudo haberse dirigido también o solamente contra la Seguridad Social, como personalidad que usaba los servicios del médico, pero nada le impedía que se dirigiera únicamente contra éste, como uno de los responsables solidarios -Sentencias de esta Sala de treinta de enero de mil novecientos ochenta y seis, siete de febrero de mil novecientos ochenta y seis, diecisiete de febrero de mil novecientos ochenta y seis, dos de abril de mil novecientos ochenta y seis y dos de febrero de mil novecientos ochenta y siete, entre otras-, porque fue él quie,n con su conducta negligente en la comprobación de la aplicación de las sesiones radioterápicas, incurrió en la base de la culpa extracontractual al omitir un deber general y especial de cuidado que le afectaba y concurrió decisivamente al resultado.

S. 4 de octubre de 1980.

Ponente: Excmo. Sr. Seijas Martínez.

Las responsabilidades fundadas en los arts. 1902 y 1903 pueden exigirse en un mismo juicio, y la segunda de ellas con carácter solidario pero siendo también posible hacerlo con carácter subsidiario.


CDO. Que esta responsabilidad extracontractual prevista en el art. 1902 del CC, y que es exigible al autor de un daño ocasionado por culpa o negligencia, no excluye la que el art. 1903 del mismo Cuerpo legal impone, entre otras personas, a los dueños o directores de un establecimiento o empresa respecto de los perjuicios causados por sus dependientes en el servicio de los ramos en que los tuvieran empleados, o con ocasión de sus funciones, circunstancias éstas que concurren en el caso enjuiciado en el procedimiento del que el presente recurso dimana, según la apreciación de la prueba hecha por el Tribunal «a quo», y ambas responsabilidades pueden ser exigidas conjuntamente y en un mismo juicio, pues el perjudicado tiene acción tanto contra el autor material del daño como contra la persona o empresa a cuyo servicio aquél se encontraba cuando el daño se produjo y hubiere tenido lugar con ocasión del desempeño de su cometido, para exigir el resarcimiento de los perjuicios que el acto culposo o negligente causante del daño le haya ocasionado, y si bien la acción del art. 1903 es directa, en cuanto puede ejercitarse contra la empresa sin demandar también al dependiente, no hay ningún obstáculo para que se haga la condena con el carácter subsidiario que viene a reconocer el siguiente art. 1904, como así lo declara la sentencia de esta Sala de 12 mayo 1960, aunque también la reiterada y constante jurisprudencia haya definido, con el carácter directo de la obligación que pesa sobre las personas señaladas en el citado art. 1903 la naturaleza solidaria de dicha obligación respecto a la del autor del daño -sentencias, entre otras, de 24 marzo 1953, 14 febrero 1964, y 26 marzo 1977-, si bien esta doctrina no supone la incompatibilidad entre las acciones que el perjudicado tiene contra el causante del daño y las que puede dirigir contra la empresa de la que éste sea empleado o dependiente, ya que puede perfectamente ejercitar ambas conjuntamente y en el mismo proceso, conforme al art. 156 de la Ley Procesal y, concretamente, por lo que se refiere al caso controvertido en autos, al ejercitarse una acción directa contra el autor material del daño y otra subsidiaria contra la empresa a cuyo servicio estaba, es indudable la obligación de traer a ambos al pleito, porque la declaración de responsabilidad subsidiaria no podría obtenerse sin declarar a la vez la principal del demandado recurrente, porque no puede darse nacimiento a lo accesorio sin que antes, o a la vez, se diese nacimiento a lo principal, y así lo tiene declarado la sentencia de esta Sala de 16 abril 1963, doctrina que se reitera en la de 23 febrero 1966, según la cual la obligación que el art. 1903 impone a las personas que determina, en razón a su vinculación familiar o laboral con la que realiza un acto dañoso que ha de ser reparado, parte como premisa indispensable de la que el art. 1902 declara de manera directa contra esta última, basada en la ejecución de un acto en el que intervino culpa o negligencia, constituyendo esta inicial declaración el soporte fáctico y legal necesario para dar lugar, en segundo grado, a la responsabilidad de aquellas personas que están directamente obligadas a responder por las directamente culpables del acto negligente dañoso, de todo lo cual se infiere que por la Sala sentenciadora no han sido violados los arts. 1903 y 1904 del CC que, como infringidos por tal concepto, por el recurrente se indican.

2.  Fundamento de la responsabilidad por actos ajenos (art. 1903)

2.1.  Dependencia o jerarquía

La jurisprudencia encuentra en el art. 1903 un fundamento común consistente en la relación de dependencia del autor material del daño con el sujeto que la norma declara responsable o en la jerarquía que éste tiene sobre aquél.

La interpretación del concepto de dependencia varía en función de las circunstancias del caso concreto, pero en líneas generales la jurisprudencia tiende a una interpretación amplia. No obstante, por amplia que sea la interpretación hay relaciones, como las del facultativo perteneciente al cuadro de una aseguradora médica, que pueden no encajar en el párrafo cuarto del art. 1903.

Por otra parte, el fundamento de la dependencia o jerarquía debe ponerse en relación con el de la culpa «in vigilando», ya que puede existir relación de dependencia, e incluso relación laboral, y sin embargo no incurrir la empresa en responsabilidad del art. 1903 por haber actuado su dependiente fuera del ámbito de control de la empresa. También debe ponerse en relación con la culpa «in eligendo», porque el encargo a una empresa especializada puede poner a cargo de éstas todas las consecuencias de su actuación, excluyendo la responsabilidad del comitente. En ocasiones, pese a faltar la relación de dependencia se ha apreciado la responsabilidad fundada en el art. 1903 por el «férreo control» que una empresa ejercía sobre la causante directa del daño; en otras, como es el caso de la importante sentencia de 19 de junio de 2000 (rec. 3651/1996), la especial cualificación técnica del profesional contratado por la empresa demandada aconseja prescindir de la culpa «in vigilando» o «in eligendo» y acudir, en cambio, a criterios objetivistas.

S. 5 de enero de 2010.

Recurso 1609/2005.

Ponente: Excmo. Sr. Marín Castán.

La responsabilidad de una empresa hotelera por la caída de una persona en una habitación del hotel, fundada en el art. 1902, no puede determinar la del director del hotel fundada en el art. 1903, al ser éste empleado de aquélla y no a la inversa.


OCTAVO. Desestimados todos los motivos del recurso extraordinario por infracción procesal y entrando a conocer por tanto del recurso de casación, su motivo primero, fundado en infracción del art. 1903 CC y del art. 6 de la Orden del Ministerio de Información y Turismo de 25 de septiembre de 1979 (publicada en el BOE de 20 de octubre de 1979), impugna la exoneración de responsabilidad de la persona demandada como director del hotel porque, según el alegato del motivo, la sentencia recurrida habría realizado una interpretación «deficiente, por literalista», del párrafo cuarto del citado art. 1903, ya que en el caso examinado el director del hotel debe ser considerado como un dependiente del empresario y por ello, una vez declarada la culpa de la empresa hotelera, «entiende esta parte que dicha responsabilidad se halla indisolublemente unida a la culpa “in operando” del director del hotel, que en el caso de la presente litis reviste los caracteres de una culpa “in ommittendo”, transgresora de la “lex artis” que rige su profesión, pues a nadie escapa que la obligación fundamental de dicho dependiente es velar por el buen régimen de gobierno y funcionamiento del hotel» como se lo exige la citada Orden Ministerial.

Así planteado, el motivo ha de ser desestimado porque la sentencia recurrida absuelve de la demanda al director del hotel «por no encontrarse comprendido el mismo en el supuesto del párrafo 4.º del art. 1903 C.Civil» e, incomprensiblemente, el propio alegato del motivo, lejos de desvirtuar este razonamiento, no viene sino a corroborarlo, hasta el punto de que el motivo podría tener cierto fundamento si sostuviera la responsabilidad del director del hotel con base en el art. 1902 CC, como por demás señala la jurisprudencia sobre la posibilidad de simultáneo ejercicio de las acciones respectivamente fundadas en los arts. 1902 y 1903 que cita la recurrente, pero no cuando se pretende lo contrario de lo que dispone el art. 1903, porque si ciertamente, como se aduce en el motivo, el director del hotel es un empleado de la empresa hotelera, y ciertamente, como igualmente se aduce en el motivo y declara la sentencia recurrida, la empresa hotelera es responsable por culpa o negligencia propia, difícilmente puede derivar de ello la responsabilidad de su empleado, que en ningún pasaje del alegato del motivo es considerado «director del establecimiento» que deba responder de los perjuicios causados por sus dependientes sino, muy al contrario, dependiente él mismo que incurrió en negligencia propia por incumplimiento de las funciones que le impone la citada Orden Ministerial.

S. 6 de mayo de 2009.

Recurso 2019/2004.

Ponente: Excmo. Sr. Seijas Quintana.

El titular de un vehículo de motor no responde por el simple hecho de serlo, sino por ceder o autorizar la conducción por otro. La relación de dependencia o subordinación no se limita al ámbito jurídico-formal ni a las relaciones de naturaleza laboral, sino que requiere una interpretación amplia. Ahora bien, si el hecho dañoso imputable al empleado con el vehículo de la empresa se produce fuera del ámbito propio de la actividad empresarial, la empresa no responde frente al perjudicado. Vid. infra STS 30-12-92, rec. 2127/1990. Sobre la exención de la empresa por no tener el control sobre los causantes directos del daño, STS 26-2-96 (rec. 2589/1992).


TERCERO. Se estima. Dice el art. 1 de la Ley 30/1995 (mantenido en las sucesivas reformas) que «el propietario no conductor responderá de los daños a las personas y en los bienes ocasionados por el conductor cuando esté vinculado con éste por alguna de las relaciones que regulan los arts. 1903 del CC», añadiendo que «esta responsabilidad cesará cuando el mencionado propietario pruebe que empleó toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño». En lo que aquí interesa supone que el titular del vehículo de motor no responde por el simple hecho de serlo, sino por ceder o autorizar la conducción por otro en los términos del art. 1903 del CC, lo que implica que los requisitos determinantes del nacimiento de responsabilidad se producen a partir de la existencia de una relación de dependencia o subordinación del conductor con el propietario valorada en los términos flexibles que viene acogiendo la jurisprudencia de esta Sala en la interpretación de la norma, en el sentido de que «no es de carácter estricto, ni se limita al ámbito jurídico-formal ni a las relaciones de naturaleza laboral, sino que requiere una interpretación amplia, en la que suele ser decisiva la apreciación de un elemento del control, vigilancia y dirección de las labores encargadas» (SSTS 3 de abril de 2006), en la que no tiene encaje una vigilancia férrea e ininterrumpida de cada uno de los empleados, impropia de lo que debe considerarse razonable entre trabajadores (STS 31 de diciembre 2003), que le obligue a asegurarse de que cada uno de ellos cumple la normativa impuesta.

Tiene, por tanto, razón la recurrente, cuando manifiesta que al tiempo de sobrevenir el accidente, el conductor accidentado utilizaba el vehículo de su propiedad para uso particular, fuera de las horas de trabajo, contraviniendo la prohibición que le imponía la empresa, que no le había autorizado expresamente su uso privado, como reconoce la sentencia, pues ello impide establecer una relación de dependencia entre uno y otra, como presupuesto inexcusable del art. 1903 del CC, aunque se acudiese a la responsabilidad por riesgo, puesto que el vehículo se hallaba cedido exclusivamente para el desempeño de su trabajo, constituyendo un acto individual completamente desvinculado de la Empresa con la que estaba ligado laboralmente, desde la idea de que toda responsabilidad ha de conectarse con el servicio asignado al autor directo y que la conducta negligente del empleado se debe producir en el ámbito propio de la actividad empresarial quedando fuera de la misma los supuestos en que los comportamientos o conductas del agente se sitúan de manera totalmente ajena a la relación que lo liga con el principal, pues el hilo de la dependencia personal no puede justificar un vínculo de responsabilidad si los actos del sujeto no guardan conexión alguna con la función o servicio encomendado (STS 30 de diciembre 1992). Fundamentar, por ello, como hace la sentencia recurrida, la responsabilidad de la empresa por la acción de su empleado, basándose en la supuesta falta de un sistema de control del uso que hacia del vehículo de forma particular, supone desconocer la doctrina de esta Sala en cuanto extiende la responsabilidad más allá de lo que autoriza la norma desde el momento en que se pone a cargo de la empresa una falta de vigilancia sobre una actuación de su trabajador que viene determinada no tanto por el hecho de no guardar el vehículo en alguno de sus garajes, como por utilizarlo para usos propios, transportando a familiares no autorizados, en clara contravención de las normas de obligado cumplimiento establecidas, sin lo cual el principio culpabilístico, origen del deber de responder por hechos ajenos, no puede hacerse efectivo.

S. 4 de diciembre de 2007.

Recurso 4051/2000.

Ponente: Excmo. Sr. Xiol Ríos.

Responsabilidad de las compañías aseguradoras de asistencia médica. Aunque el título de responsabilidad más frecuentemente invocado es el del art. 1903, por relación de dependencia del facultativo, la naturaleza contractual de la relación asegurador-asegurado y la condición de profesional independiente del médico pueden excluir la aplicación de aquella norma y determinar la aplicación de otros criterios, como el principio de apariencia y los actos de publicidad que integren el contenido normativo del contrato según la legislación de consumo, o como el art. 105 de la Ley de Contrato de Seguro desde la consideración de los médicos como auxiliares contractuales para la realización de las prestaciones.


DECIMOTERCERO. Responsabilidad de la entidad aseguradora de la asistencia médica.

A) Doctrinalmente se ha afirmado que la jurisprudencia de esta Sala imputa automáticamente responsabilidad a las entidades aseguradoras de la asistencia médica. El examen de las resoluciones dictadas en esta materia, sin embargo, revela que la expresada responsabilidad ha venido reconociéndose o rechazándose en función de diversos criterios aplicados, alternativa o combinadamente, en atención a las circunstancias de cada caso:

a) El título más frecuentemente invocado ha sido el de la responsabilidad por hecho de otro dimanante de la existencia de una relación de dependencia contemplada en el art. 1903 I y IV CC. Este título ofrece la dificultad de conciliarlo con la naturaleza contractual que reviste la relación del asegurado con la aseguradora, la cual ha sido salvada, implícita o explícitamente, mediante la doctrina de la llamada unidad de la culpa civil o mediante la aplicación analógica de normas reguladoras de la responsabilidad extracontractual a la extracontractual (v. gr., STS núm. 922/1999, de 2 noviembre, recurso de casación núm. 742/1995).

La existencia de una relación de dependencia no parece ofrecer duda en aquellos casos en los cuales la relación de los médicos con la aseguradora de asistencia médica es una relación de naturaleza laboral. Sin embargo, en la mayoría de los casos esta relación es la propia de un arrendamiento de servicios, según la califica habitualmente la jurisprudencia. Algunas sentencias de esta Sala han fundado la dependencia en la existencia de este tipo de relación (STS de 12 febrero 1990, y STS núm. 923/1999, de 10 noviembre). Para llegar a esta conclusión debe salvarse el escollo de que el médico es un profesional independiente, el cual, en principio, responde por sí mismo -siempre que reúna las cualidades adecuadas y por ello deba estimarse correctamente seleccionado por parte del empresario; y siempre que éste no ejerza una función de control sobre su actividad-, por lo que en alguna de estas sentencias se contempla algún elemento adicional (v. gr., la STS 923 /1999 parece apuntar a la elección directa del médico por la aseguradora, al afirmar que «[...] la resolución recurrida no ha tenido en cuenta que el facultativo demandado no pertenecía a la plantilla de médicos adscritos a la recurrente»).

La STS núm. 836/1994, de 27 septiembre, recurso núm. 3696/1992, no considera probada la relación de dependencia en un caso de asistencia del asegurado en un centro concertado con la aseguradora.

b) En otras ocasiones, cuando el criterio de la dependencia se revela como insuficiente, la jurisprudencia ha puesto el acento en la naturaleza contractual de la responsabilidad que contrae la entidad aseguradora de la asistencia médica. Este criterio, en puridad, embebe el anterior. Las consideraciones para su aplicación se basan normalmente en asumir, más o menos explícitamente, que la aseguradora garantiza o asume el deber de prestación directa de la asistencia médica (SSTS de 4 de octubre de 2004 y núm. 1108/2004, de 17 noviembre). Esta orientación jurisprudencial tiene su apoyo en los precedentes históricos del contrato de seguro de asistencia médica, pues en las mutuas e igualas no existía separación entre la gestión del seguro y la prestación de la asistencia médica, y en el hecho de que el art. 105 de la Ley de Contrato de Seguro [LCS] establece como característica del seguro de asistencia sanitaria, frente al seguro de enfermedad o de reembolso, la circunstancia de que «el asegurador asume directamente la prestación de servicios médicos y quirúrgicos». Otra cosa es el alcance que deba darse a esta expresión para conciliarla con la prohibición de que las aseguradoras desempeñen funciones ajenas a los cometidos propios del seguro.

Dado que la aseguradora, en la modalidad llamada de reembolso, puede obligarse únicamente «al pago de ciertas sumas y de los gastos de asistencia médica y farmacéutica» (art. 105 LCS, inciso primero), la asunción de la prestación de servicios médicos por la aseguradora no puede inferirse de la mera existencia del aseguramiento, sino que, por lo general, para estimarla existente, la jurisprudencia se funda en la interpretación de la póliza del seguro. Por otra parte, el ámbito de la responsabilidad de la entidad aseguradora se produce con el límite de lo pactado y el empleo de un auxiliar en el cumplimiento no altera el ámbito de la responsabilidad contractual. Por esta razón, la STS de 18 de mayo de 2006 excluye la responsabilidad de la aseguradora fundándose en que la amniocentesis no estaba cubierta por la póliza, aun cuando fue autorizada por un médico del cuadro clínico.

c) En otras ocasiones, este deber de prestación se infiere de la forma de actuación de los facultativos, en virtud del principio de apariencia, o de los actos de publicidad que se integran en el contenido normativo del contrato con arreglo a la legislación de consumidores (caso contemplado en la STS núm. 922/1999, de 2 noviembre, en la cual se afirma que «[e]l seguro se contrató en atención a la “garantía de la calidad de los servicios que representa el prestigio de la compañía”, con lo que sus obligaciones abarcan más allá de la simple gestión asistencial», y también en la STS de 4 de octubre de 2004, en la que se toma en consideración que se garantizaba expresamente una correcta atención al enfermo).

En todos estos casos, los médicos actúan como auxiliares de la aseguradora y en consecuencia corresponde a ésta la responsabilidad de la adecuada prestación a que se obliga como consecuencia del contrato frente al asegurado, dado que la actividad de los auxiliares se encuentra comprometida por el deudor según la naturaleza misma de la prestación. La garantía de la prestación contractual se tiene en cuenta, pues, como criterio de imputación objetiva, cuando aparece que la posición de la compañía no es la de mero intermediario, sino la de garante del servicio.

Desde esta perspectiva, la responsabilidad de la aseguradora tiene carácter contractual, pero no excluye la posible responsabilidad del profesional sanitario frente al paciente con carácter solidario respecto a la aseguradora y sin perjuicio de la acción de regreso de ésta contra su auxiliar contractual.

d) La actuación de los médicos como auxiliares de la aseguradora en el ámbito de la prestación contractualmente convenida por ésta se infiere también por la jurisprudencia, en ocasiones, de la existencia de una intervención directa de la aseguradora en la elección de los facultativos o en su actuación. Puede hablarse también, en estos casos, en el marco del criterio de la dependencia, de culpa «in eligendo» o «in operando». V. gr., la STS núm. 922/1999, de 2 noviembre, contempla la culpa «in operando» de la aseguradora, al declarar que «[...] los órganos directivos superiores de “SA” tuvieron conocimiento del alcance de la gravedad de la operación y autorizaron y recomendaron expresamente al doctor codemandado para su asistencia al actor».

Este tipo de responsabilidad opera en el marco de la relación contractual determinante de una responsabilidad directa de la aseguradora, pero no es infrecuente la referencia a las disposiciones del CC que regulan la responsabilidad por hecho de otro en el marco de la extracontractual.

Podría argumentarse que la simple inclusión de un médico en el cuadro sanitario de una compañía no es suficiente para entender que ésta ha procedido a la elección del facultativo, que ha impuesto al asegurado acudir a él, o que ha asumido una obligación de garantía de la calidad de la prestación, puesto que dicha oferta parece compatible con la libertad de elección del médico. Sin embargo, la STS núm. 653/2006, de 21 junio, que parece partir del hecho de que la comadrona estaba incluida en el cuadro facultativo de la aseguradora, y otras, más numerosas, de las audiencias provinciales, suelen considerar suficiente la inclusión del facultativo en el cuadro médico de la aseguradora para inferir la existencia de responsabilidad por parte de ésta derivada de la culpa «in eligendo». Resulta indudable que el examen de las circunstancias de cada caso concreto es ineludible para concretar si la inclusión en el cuadro médico comporta el establecimiento de una relación de dependencia o auxilio contractual con la aseguradora.

e) Como se ha visto anteriormente, la LCU establece la responsabilidad de quienes suministran o facilitan servicios a los consumidores o usuarios cuando no se acredite que han cumplido las exigencias reglamentarias y los cuidados exigidos por la naturaleza del servicio (art. 26 LCU), y la responsabilidad por los daños originados por el uso de servicios que por su propia naturaleza o por disposición reglamentaria incluyan necesariamente la garantía de niveles determinados de pureza, eficacia o seguridad en condiciones objetivas de determinación y supongan controles técnicos, profesionales o sistemáticos de calidad (art. 28 LCU), a cuyo régimen se consideran sometidos, entre otros, los servicios sanitarios.

Según la más reciente jurisprudencia, dada su específica naturaleza, este tipo de responsabilidad no afecta a los actos médicos propiamente dichos, dado que es inherente a los mismos la aplicación de criterios de responsabilidad fundados en la negligencia por incumplimiento de la “lex artis ad hoc” [reglas del oficio según las circunstancias del caso]. Por consiguiente, la responsabilidad establecida por la legislación de consumidores únicamente es aplicable en relación con los aspectos organizativos o de prestación de servicios sanitarios, ajenos a la actividad médica propiamente dicha (STS de 5 de febrero de 2001, 26 de marzo de 2004, 17 de noviembre de 2004 y, más recientemente, STS de 5 de enero de 2007 y 26 de abril de 2007).

Por lo demás, este criterio parece irrelevante, pues en el caso de que la aseguradora contractualmente haya asumido la prestación médica, o su responsabilidad dimane de otros criterios relacionados, como los de dependencia, garantía contractual de la prestación, garantía de la calidad de la misma, o intervención directa en la elección o actuación del facultativo, su responsabilidad dependerá de la existencia o no de responsabilidad médica con arreglo a los criterios subjetivos u objetivos mediante los cuales debe apreciarse la existencia de este tipo de responsabilidad médica o sanitaria. En la mayoría de las sentencias de esta Sala la cita de la LCU, en consonancia con estos principios, se ofrece como un argumento auxiliar (v. gr., en la STS núm. 642/2001, de 19 junio, recurso de casación núm. 1282/1996, en la que se asocia a la apreciación de que la aseguradora asumió la efectiva prestación de la asistencia).

C) La aplicación de los anteriores criterios conduce en el presente supuesto a declarar la existencia de responsabilidad de la aseguradora, pues al menos dos de los criterios anteriormente reseñados ofrecen un resultado positivo, según resulta del siguiente análisis:

a) El criterio de responsabilidad por hecho de otro en virtud de la relación de dependencia contemplado en el art. 1903.4 CC, no resulta aplicable en el caso examinado, pues no se ha alegado la existencia de relación laboral (y ni siquiera de arrendamiento de servicios, que por sí mismo podría resultar insuficiente) entre los responsables del laboratorio que suministró las bolsas de plasma para la transfusión o quienes la realizaron y la aseguradora. La sentencia recurrida funda la responsabilidad en el hecho, admitido por las partes litigantes, de que el centro en el que se practicó la transfusión estaba concertado con la aseguradora; sin embargo, según se ha visto, la jurisprudencia considera este hecho, en sí mismo, como insuficiente para la apreciación de una situación de dependencia, y no se ha demostrado que el centro esté gestionado de manera directa o indirecta por la aseguradora. Por ello es menester atender a otras circunstancias de la relación de aseguramiento, algunas de ellas destacadas en la sentencia recurrida, y otras susceptibles de ser apreciadas por esta Sala en virtud de la doctrina que faculta al Tribunal de casación para la integración del «factum» [hechos].

b) El examen de la póliza de aseguramiento permite establecer que en el caso examinado la obligación de la aseguradora, en los términos que autoriza el art. 105.2 LCS, comprendía no solamente la asunción del coste económico de las operaciones médicas, sino también su prestación por medio de médicos o establecimientos que actuaban como auxiliares contractuales para la realización de las prestaciones. En el art. 1 de la póliza se hace referencia, como cometido de la aseguradora, a las prestaciones de asistencia médica; en el art. 16 de la póliza se atribuye, al incluir las transfusiones de sangre, «[a] cargo del aseguradora el acto médico de la transfusión en todos los casos, así como la sangre y/o plasma a transfundir dentro del sanatorio». Esta expresión -como arguye la aseguradora en su recurso- sería insuficiente para sostener que la aseguradora asumía la prestación (pues solo hace referencia a su cargo), pero es suficiente para despejar las dudas que puedan suscitarse contemplar lo que se dispone en el núm. 37 del mismo artículo respecto de las transfusiones de sangre a domicilio, pues respecto de ellas, que guardan una indudable relación lógica con las realizadas en el sanatorio, se prescribe que la transfusión será «[p]rescrita por médicos del asegurador y realizadas por transfusores del mismo [...]». En las cláusulas del contrato se hace referencia en diversos lugares a los médicos o especialistas «del asegurador», o al internamiento en sanatorios o centros «designados por el asegurador».

c) Desde el punto de vista del principio de apariencia y de los actos de publicidad que integran el contenido normativo del contrato según la legislación de consumo se confirma y refuerza la conclusión anterior.

En efecto, se advierte la existencia en autos de cartas dirigidas al asegurado en una de las cuales se hace referencia a la introducción de especialistas de alta cualificación y a la incorporación al Cuadro médico de médicos consultores de gran prestigio y profesionalidad, y en otra de ellas se hace referencia a la oferta por parte de la aseguradora de cuadros médicos amplios y seleccionados, servicio y atención de calidad permanente, y, se afirma que la aseguradora es una de las compañías líderes del mercado de seguros de asistencia sanitaria fundándose, entre otros extremos, en la existencia de cuadros médicos y clínicas «a su servicio». Estos antecedentes revelan que la aseguradora no se limitó a asumir una simple posición de aseguramiento de los costos de la asistencia, sino que su garantía se extendía contractualmente a la calidad de los servicios prestados mediante cuadros médicos objeto de una especial selección y clínicas a su servicio.

d) El criterio de intervención directa de la aseguradora en la elección o en la actuación de los facultativos no añade elemento alguno relevante a lo que acaba de razonarse, pues no constan circunstancias concretas en torno a este punto.

e) Los criterios de responsabilidad objetiva contemplados en la LCU únicamente son relevantes, según se ha dicho, para determinar la existencia de responsabilidad por parte de los servicios médicos, pero ésta, por sí, no predetermina la responsabilidad de la aseguradora.

S. 11 de julio de 2007.

Recurso 2971/2000.

Ponente: Excmo. Sr. Seijas Quintana.

Es presupuesto indispensable del párrafo cuarto del art. 1903 la relación jerárquica o de dependencia, que no se da entre empresas vinculadas por contratos no determinantes de relaciones de subordinación. En el mismo sentido STS 6-3-2006 (rec. 2466/1999), 22-7-2003 (rec. 3796/1997) y 20-12-1996 (rec. 917/1993).


TERCERO. En el segundo acusa infracción errónea del art. 1903 del CC en cuanto a la absolución de C. La Sentencia de la Audiencia fundamenta en este particular la desestimación de la demanda porque entre C. y D. «no existía una relación laboral, sin la derivada de un contrato de naturaleza civil, atípico o innominado, y que consistía» en que D. se comprometía a limpiar la balsa existente en la granja propiedad de la sociedad demandada, a cambio de llevarse los purines o excrementos de los cerdos para destinarlos como abono en las tierras que cultivaba, teniendo la consideración el demandado D. de empresa autónoma en su organización y medios, asumiendo, por tanto, sus propios riesgos, no habiéndose reservado la sociedad demandada ninguna clase de vigilancia o participación en los trabajos a realizar, ni en la dirección de los mismos al tratase de un empresario autónomo; declaración que no ha sido objeto de impugnación mediante el planteamiento en forma del error en la valoración de la prueba, como tampoco a través de una defectuosa interpretación de las relaciones mantenidas entre una y otra parte para la ejecución de los trabajos, por lo que el motivo debe ser desestimado, puesto que la responsabilidad del párrafo 4.º del mencionado art. 1903 requiere como presupuesto indispensable una relación jerárquica o de dependencia entre el ejecutor causante del daño y la expresada demandada, sin olvidar que cuando se trata de contratos entre empresas no determinantes de relaciones de subordinación entre ellas, falta toda razón esencial para aplicar la norma.

S. 7 de diciembre de 2006.

Recurso 272/2000.

Ponente: Excmo. Sr. Xiol Ríos.

El concepto de dependencia requiere una interpretación amplia, pero fundada en el elemento de control, vigilancia y dirección de las labores encargadas, y también en la elección de la empresa a la que se confía el encargo. En los casos de subcontratación habrá dependencia si el subcontratista no es autónomo porque el contratista se reserva la vigilancia o la participación en los trabajos, pero si éstos se encargan a una empresa especializada que se responsabiliza de la dirección de la obra, entonces resulta improcedente apurar el regreso de la cadena causal hasta el concedente de la obra. Sobre el concepto amplio de relación de dependencia, STS 26 de septiembre de 2007.


SÉPTIMO. a) La argumentación de la sentencia sobre la autonomía de actuación por el subcontratista y la prevalencia de su conducta, fundada en su competencia para la adopción de las medidas de seguridad y en su experiencia y especialización en obras de vaciado de inmuebles, implica un enjuiciamiento acerca de la imposibilidad de imputar al contratista el resultado dañoso producido por ausencia de medidas de seguridad, cosa que implica una valoración, en el terreno jurídico, del nexo causal, susceptible de ser revisada en casación. No comporta, sin embargo, como supone la parte recurrente, un enjuiciamiento sobre la existencia de negligencia como fundamento de la imputación subjetiva del daño acaecido al contratista, pues el juicio de la Sala de instancia sobre la imputación del daño se refiere a aspectos jurídicos de la imputación relacionados con la concurrencia del nexo causal y, por tanto, de carácter objetivo y previo al juicio sobre la existencia de una imputación subjetiva por negligencia.

b) En los casos en los que la realización de la obra se encarga a un contratista, la jurisprudencia entiende que la responsabilidad corresponde exclusivamente a éste, como contratista independiente, siempre que dicho contrato no sea determinante de una relación de subordinación o dependencia entre la empresa promotora y la contratista (SSTS de 4 de enero de 1982 y 8 de mayo de 1999). Este concepto de dependencia requiere una interpretación amplia, en la que suele ser decisiva la apreciación de un elemento del control, vigilancia y dirección de las labores encargadas. En este supuesto concurrirá culpa «in vigilando» [en la vigilancia] en el comitente (apreciada por lo general como responsabilidad por hecho de otro en aplicación del art. 1903 CC) si se omiten las debidas medidas de seguridad y si, como consecuencia de ello, en virtud de la concurrencia de un nexo causal entre ambos elementos, se produce el resultado dañoso.

Cabe, también, incorporar al vínculo de responsabilidad extracontractual a la empresa comitente en aquellos supuestos en los cuales se demuestre la existencia de culpa «in eligendo» [en la elección], cuya concurrencia depende de que las características de la empresa contratada para la realización de la obra no sean las adecuadas para las debidas garantías de seguridad, caso en el que podrá apreciarse la existencia de responsabilidad (que la más moderna doctrina y jurisprudencia no consideran como una responsabilidad por hecho de otro amparada en el art. 1903 CC, sino como una responsabilidad derivada del art. 1902 CC por incumplimiento del deber de diligencia en la selección del contratista: STS de 18 de julio de 2005).

c) Esta misma doctrina se aplica a los casos de subcontratación. Según la STS de 18 de julio de 2005, para apreciar la responsabilidad por hecho de otro, la jurisprudencia exige de forma expresa que se pruebe que entre el contratista y el subcontratista ha existido dependencia, de forma que este último no era autónomo porque el contratista se reservó la vigilancia (dirección, supervisión o inspección) o la participación en los trabajos encargados al subcontratista (SSTS de 20 de diciembre de 1996, 12 de marzo de 2001, 16 de mayo de 2003 y 22 de julio de 2003, entre muchas otras).

La sentencia citada, acogiendo el planteamiento antes expuesto con carácter general para el propietario comitente, exige además, para apreciar la inexistencia de responsabilidad por hecho propio ligada a la obtención de provecho por actividades de riesgo, que el contratista obre con la diligencia propia de un empresario comprobando, al elegir al subcontratista, su capacidad y aptitud para llevar a cabo de forma adecuada y segura las actividades que se había comprometido a ejecutar en virtud del contrato. En el supuesto contemplado en la sentencia citada se exime de responsabilidad al primer comitente, y al contratista, pero no al subcontratista contratado por éste y a su vez último comitente, pues en él se aprecia, a diferencia de los anteriores, responsabilidad, por cuanto incumplió su obligación «in eligendo» al elegir para una obra de riesgo a un subcontratista que ni tal solo tenía asegurados a sus empleados y era insolvente.

d) En el caso examinado, la aplicación de esta doctrina conduce a la desestimación del motivo, puesto que la sentencia recurrida pone de manifiesto que la subcontratación se hizo en favor de una empresa especializada en las labores de vaciado que llevaba años realizando dichos trabajos y que contaba con número suficiente de trabajadores para ello, la cual asumió la realización de la obra con autonomía plena y respecto de la cual no constaba que no reuniera los mínimos necesarios para hacerse cargo de la obra. El subcontratista se había responsabilizado directamente de la dirección de la obra, como titular de una empresa especializada en la materia, por lo que asumía una posición prevalente respecto de la adopción o promoción de las medidas de seguridad suficiente para desplazar a su cargo, en función de criterios de causalidad adecuada, la imputación por la falta de medidas respecto de quien le encargó la realización de la obra, pues resulta improcedente apurar el regreso de la cadena causal hasta el concedente de la obra si la conducta omisiva del subcontratista no se demuestra que se ha visto significativamente favorecida por la actuación de aquél. Frente a la situación prevalente del subcontratista nacida de su acreditada experiencia y especialización, no puede atribuirse relevancia a la conducta omisiva de quien, como contratista no especializado y sin experiencia, confiaba la realización de la obra a quien en virtud de estas circunstancias estaba llamado a asumir una situación de dominio de la actividad potencialmente dañosa.

e) A estas consideraciones es cierto que la sentencia impugnada añade la argumentación de que no puede existir concurrencia causal de un agente en la producción del daño si éste es sufrido directamente por otro de los agentes en un plano de concurrencia en la omisión de cautelas. Pero se trata de una argumentación que, aun cuando puede entrar en contradicción con la jurisprudencia de esta Sala que cita la parte recurrente, en el caso enjuiciado resulta indiferente para la conclusión que se infiere del conjunto del razonamiento, cifrada en la ausencia de condiciones hábiles para imputar objetivamente el daño causado al contratista por hallarse el subcontratista en una situación de dominio prevalente de la actividad dañosa derivada de su autonomía de dirección, de su experiencia y de su especialización.

En suma, el posible desacierto de este razonamiento auxiliar que la parte recurrente combate no afecta al razonamiento operativo de la sentencia ni al contenido del fallo, y, en función de la teoría de equivalencia de resultados o falta de efecto útil de la casación, que esta Sala viene aplicando en casos semejantes, no puede dar lugar a la estimación del motivo.

S. 7 de septiembre de 2006.

Recurso 4442/1996.

Ponente: Excmo. Sr. Xiol Ríos.

«Con ocasión de sus funciones»: Comprende al jefe de seguridad de una empresa que dirige unas prácticas de tiro durante las cuales revienta un revólver por defectos de la munición.


VIGESIMOPRIMERO. a) Tiene razón la parte recurrente cuando afirma que el arma se encontraba bajo la vigilancia del jefe de seguridad de la empresa y que, por ello, no puede considerarse que la misma estuviera fuera del control de ésta.

Sin embargo, el relato fáctico de hechos que resulta de la sentencia impugnada, en cuanto acepta la sentencia de primera instancia, pone de manifiesto que el accidente se produjo como consecuencia de una negligencia en la que tuvo directa participación el jefe de seguridad de la empresa, que actuaba de hecho bajo su dependencia al concertar el desarrollo de prácticas de tiro con personas que aspiraban a prestar servicios en la empresa y participar en esas prácticas interviniendo y aportando un arma propiedad de la empresa cuya vigilancia le correspondía como trabajador a su servicio.

La situación fáctica descrita conduce a la conclusión de la existencia de responsabilidad directa respecto del accidente ocurrido por falta de la debida vigilancia acerca de las actividades de su jefe de seguridad, dada la negligencia de éste, la relación de dependencia en que se encontraba con la empresa, la conexión de la actividad en que se produjo el accidente con actividades preparatorias de la incorporación de trabajadores a la empresa en el ramo de la seguridad (que permite considerar que la actividad se realizaba «con ocasión de sus funciones»: art. 1903 IV CC, puesto que esta expresión comprende las actuaciones de los trabajadores que presenten una conexión preliminar o accesoria con la actividad de la empresa «en el servicio de los ramos en que los tuvieran empleados») y la falta de prueba de que ésta haya empleado toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño, apreciada rigurosamente por la jurisprudencia (art. 1903 VI CC y STS de 31 de diciembre de 2002).

Por ello concurren los presupuestos para la apreciación de culpa «in vigilando» que establece el art. 1903 CC, aunque -respetando estrictamente los hechos declarados probados en la sentencia de instancia- en virtud de razones que divergen en parte de las que hace constar ésta. Este hecho, según reiterada jurisprudencia, conduce a la desestimación del motivo, dada la equivalencia de la conclusión jurídica que se alcanza mediante el nuevo razonamiento (doctrina de la equivalencia de resultados o falta de efecto útil de la casación: SSTS, entre las más recientes, de 31 de enero de 2006, 15 de diciembre 2005, recurso núm. 1556/1999, 15 de diciembre 2005, recurso núm. 1797/1999, 25 de octubre de 2005 y 4 de octubre de 2005).

b) Ante el relato fáctico de la sentencia recurrida resulta indiferente, a los efectos de apreciar la responsabilidad de la empresa recurrente, que la explosión fuera originada por una munición defectuosa, dada la indiscutible relevancia de la participación del jefe de seguridad de la empresa en las prácticas de tiro mediante la aportación del arma y la utilización de la misma en condiciones inaceptables.

S. 3 de abril de 2006.

Recurso 3100/1999.

Ponente: Excmo. Sr. Xiol Ríos.

El pacto por el cual el contratista asume su responsabilidad civil exonera normalmente al comitente, pero la cláusula de exención no opera si la relación de dependencia se ha mantenido de hecho.


TERCERO. La responsabilidad por hecho de otro a que se refiere el art. 1903.4.º CC requiere, según reiterada jurisprudencia, la existencia de una relación jerárquica de dependencia entre el causante del daño y la empresa demandada, ya que dicha responsabilidad se funda en la existencia de culpa «in eligendo» [en la elección] o «in vigilando» [en la vigilancia] (SSTS de 20 de diciembre de 1996, 20 de septiembre de 1997, 8 de mayo de 1999, 24 de junio de 2000 y 13 de mayo de 2005, entre otras muchas), la cual, según la más moderna doctrina, es una responsabilidad directa que tiene como presupuesto la culpa «in operando» [en la actividad] por parte del causante del daño.

En los casos en los que la realización de la obra se encarga a un contratista, la jurisprudencia entiende que la responsabilidad corresponde exclusivamente a éste, como contratista independiente, siempre que dicho contrato no sea determinante de una relación de subordinación o dependencia entre la empresa promotora y la contratista (SSTS de 4 de enero de 1982 y 8 de mayo de 1999). Este concepto de dependencia, en contra de lo que parece defender la parte recurrente, no es de carácter estricto, ni se limita al ámbito jurídico-formal ni a las relaciones de naturaleza laboral, sino que requiere una interpretación amplia, en la que suele ser decisiva la apreciación de un elemento del control, vigilancia y dirección de las labores encargadas. No se considera, pues, contratista independiente, como ha subrayado la doctrina científica, a quien actúe formalmente como autónomo si, de hecho, está sujeto al control del demandado o se encuentra incardinado en su organización.

Cabe, pues, incorporar al vínculo de responsabilidad extracontractual a la empresa comitente en aquellos supuestos en los cuales se demuestre la existencia de culpa «in eligendo» o culpa «in vigilando» en la selección o respecto de la actuación del contratista, cuya concurrencia depende, en el primer caso, de que las características de la empresa contratada para la realización de la obra no sean las adecuadas para las debidas garantías de seguridad, caso en el que podrá apreciarse la existencia de culpa «in eligendo» (que la más moderna doctrina y jurisprudencia consideran no como una responsabilidad por hecho de otro amparada en el art. 1903 CC, sino como una responsabilidad derivada del art. 1902 CC por incumplimiento del deber de diligencia en la selección del contratista: STS de 18 de julio de 2005), o, en el segundo caso, de que el contratista no actúe con carácter autónomo, sino sometido a la vigilancia, dirección o intervención en su actividad por parte de la empresa promotora, caso en el que concurrirá culpa «in vigilando» si se omiten las debidas medidas de seguridad y, como consecuencia de ello, en virtud de la concurrencia de un nexo causal entre ambos elementos, se produce el resultado dañoso.

En resolución, y respecto de este segundo caso, que interesa particularmente para examinar el motivo de casación planteado, como declaran las SSTS de 9 de julio de 1994, 11 de junio de 1998, 18 de marzo de 2000, 29 de septiembre de 2000 y 12 de marzo de 2001, cuando se trata de contratos entre empresas no determinantes de relaciones de subordinación entre ellas no resulta aplicable el art. 1903 CC, salvo en aquellos casos en los que el comitente se reserva funciones de vigilancia y de control. En estos casos, en efecto, se aprecia por la jurisprudencia que entre el contratista (o subcontratista) y su comitente ha existido dependencia, de forma que aquél no es autónomo cuando el dueño de la obra se ha reservado la vigilancia o la participación en los trabajos encargados al subcontratista (SSTS de 20 de diciembre de 1996, 25 de mayo de 1999, 12 de marzo de 2001, 16 de mayo de 2003, 22 de julio de 2003, entre muchas otras). El fundamento de ello radica en que solo debe entenderse inexistente la relación de dependencia cuando el contratista es una empresa autónoma en su organización y medios y asume de manera exclusiva sus propios riesgos.

Normalmente, la jurisprudencia -al margen de que pueda apreciarse la ya expresada responsabilidad directa en el caso de culpa «in eligendo»- entiende que resulta excluida la relación de dependencia, y con ello la responsabilidad por hecho de otro, cuando en el contrato celebrado entre el comitente y el contratista se contiene una cláusula en virtud de la cual este último se hace cargo de la responsabilidad que puede dimanar de la causación del evento dañoso. Así se decide, entre las más recientes, en la STS 18 de julio de 2005, que cuenta con un importante antecedente en la STS de 12 de marzo de 2001, según la cual, si existe pacto por el cual el contratista asume su responsabilidad civil, dicho acuerdo lo configura como entidad independiente, quedando exonerado de responsabilidad el comitente.

Sin embargo, la inclusión de una cláusula de exención de esta naturaleza no es por sí suficiente para eliminar la relación de dependencia determinante de la responsabilidad por hecho de otro en los casos en los cuales la prueba practicada es suficiente para demostrar que, independientemente de lo pactado, dicha relación de dependencia ha existido de facto por haberse reservado el dueño de la obra funciones de suficiente relevancia de vigilancia o participación en los trabajos, especialmente si tienen relación con la adopción y cumplimiento de las medidas de seguridad.

La responsabilidad por hecho de otro, en efecto, deriva de la existencia de una relación material de dependencia entre el dueño de la obra y el contratista según la interpretación jurisprudencial del art. 1903 CC, y ésta no puede ser enervada por la existencia de un pacto en contrario entre los responsables, que no puede producir efectos en perjuicio de terceros ajenos al ámbito contractual en virtud del principio de relatividad del contrato. S. 15 de noviembre de 2005.

Recurso 1244/1999.

Ponente: Excmo. Sr. Corbal Fernández.

La relación de dependencia no se circunscribe a la laboral, pues también es aplicable al arrendamiento de servicios profesionales.


OCTAVO. En el motivo séptimo, por el cauce del ordinal cuarto del art. 1692 de la LEC, se denuncia como infringido el art. 1903, párrafos 1.º y 4.º, porque -se afirma- «no existe ninguna responsabilidad de la entidad recurrente por hecho de otro por lo que respecta a la conducta del Arquitecto Técnico o Aparejador don C...». Y en el cuerpo del motivo se añade que «el arquitecto técnico o aparejador es un profesional autónomo ligado con la recurrente por la clásica relación de arrendamiento de servicios profesionales, no un empleado o dependiente, sin que se haya alegado o conste su situación laboral, en definitiva es otra empresa sin que la responsabilidad aquiliana en que haya podido incurrir el mismo sea atribuible a un tercero como es B... S.A. vía 1903 del CC».

El motivo se desestima por lo que se dijo en el fundamento cuarto a propósito del motivo segundo, y que cabe resumir diciendo que la alusión de la resolución recurrida al arquitecto técnico no es «ratio decidendi», sino meramente hipotética o dialéctica. En cualquier caso, y «ad omnen eventum», también procede decir que, aún en el caso de que aquélla hubiera sido razón decisiva o determinante del fallo, no cabe circunscribir la relación de dependencia de los párrafos primero y cuarto del art. 1903, para la perspectiva de la responsabilidad por hecho ajeno por culpa «in vigilando» o «in eligendo», a la relación laboral, pues también es aplicable al arrendamiento de servicios profesionales como la del arquitecto técnico contratado por el empresario.

S. 14 de octubre de 2004.

Recurso 2635/1998.

Ponente: Excmo. Sr. Martínez-Calcerrada y Gómez.

No responde el comitente si encarga la obra a contratista y técnicos cualificados. En el mismo sentido STS 18 de julio de 2002, rec. 238/1997.


CUARTO. Los Motivos (salvo el Primero, en lo referido al vicio de incongruencia denunciado que, no se comparte, ya que, en su «ratio decidendi» inexiste ese desajuste entre el «petitum» y el «dictum» judicial pronunciado) han de aceptarse, porque, en efecto, no es posible, siguiendo abundante jurisprudencia (SS. 24-3-03, 16-6-03, 16-1-03, entre otras varias), imputar una responsabilidad a quien, como la recurrente, se limita en su objetivo de que se realicen unos trabajos en su propiedad, al encargar ese cometido a una empresa como es la contratista y, con los debidos asesoramientos técnicos del Arquitecto y Aparejador, limitándose, pues, tras efectuar ese encargo, a cumplir con sus obligaciones de pago de la prestación conferida, sin que, en absoluto, intervenga o actúe dentro del campo estricto de esa ejecución, por lo que, cuando, como en autos, el siniestro se produce por esas negligencias, tanto en el manejo de la grúa como en la falta de vigilancia en su operación, nada de ello puede afectar a quien, se repite, se ha limitado a una actuación por completo al margen de esa ejecución, dentro de la cual se produjo el evento dañoso y, sin que sea vinculante en este orden civil, que ha de actuar dentro del campo estricto de la responsabilidad aquiliana ex art. 1902 CC (sería ocioso recordar la distinción en materia o afines de la responsabilidad civil aquiliana de este art. 1902 de ineludible exigencia, entre otros, del nexo causal de causalidad en el ilícito, con la de ubicación en el Derecho Laboral e, incluso, con la del art. 1591 CC en donde la empresa, si además actúa como promotora, responde en su caso «in solidum» con los demás intervinientes), las posibles extensiones de una responsabilidad derivadas de superadas relaciones entre las partes dentro del contrato de trabajo, superándose los moldes ordenancistas que solo privarían en el campo laboral, por el objetivo conocido de tutela de los trabajadores, por lo que, en consecuencia, con la acogida de los Motivos, se estima el recurso y, actuando ex art. 1715.1.3 LEC, se comparte la recta tesis en ese particular de la Sentencia del Juzgado, cuando afirma en su F.J. 5.º: «Por lo que respecta a la llamada al pleito a la empresa comitente, hay que señalar que se limitó a contratar la ejecución de la edificación con personas que se suponían capacitadas y, con la titulación profesional adecuada al efecto -como fueron un arquitecto, un aparejador y diversos encargados parciales de la obra- sin que aquélla tuviera ningún tipo de intervención en la dirección y ejecución de los trabajos, ni consta tuviese conocimiento de la situación de riesgo que, en definitiva, provocó el siniestro. Por ello, no puede exigírsele ningún tipo de responsabilidad. En tal sentido, la STS de 9-8-1984, expresa que “no puede decirse que quien encarga cierta obra a una empresa autónoma en su organización y medios, y con asunción de los riesgos inherentes al cometido que desempeña, deba responder de los daños ocasionados por los empleados de ésta, a menos que el comitente se hubiera reservado participación en los trabajos o parte de ellos, sometiéndolos a su vigilancia”; reserva que en el presente caso no se dio».

S. 19 de junio de 2003.

Recurso 3265/1997.

Ponente: Excmo. Sr. Martínez-Calcerrada y Gómez.

Accidente de circulación provocado por vehículo llevado a un taller para su reparación y que salió a carretera para pruebas, conducido por un empleado del taller acompañado del dueño del vehículo. Responde la empresa titular del taller aunque su empleado fuera mecánico-electricista, entre cuyas funciones no estaba salir del taller con los vehículos para probarlos, pues la distinta calificación profesional no elude la sanción del art. 1903.


CUARTO. En el MOTIVO TERCERO se denuncia al amparo del ordinal 4.º del art. 1692 LEC que el Fallo infringe el art. 1903 párrafo cuarto «in fine» del CC que expone: «Lo son igualmente los dueños o directores de un establecimiento o empresa respecto de los perjuicios causados por sus dependientes en el servicio de los ramos en que le tuvieran empleados, o con ocasión de sus funciones, así como la doctrina jurisprudencial que lo interpreta»; y se agrega que, en la presente litis, es un hecho indiscutido y probado que el mecánico que acompañaba al conductor habitual del vehículo, empleado este último como ha quedado dicho de la propietaria del vehículo, era electricista, y así lo reconoce expresamente la Sentencia recurrida, que aunque reconoce que el mecánico era electricista, le quita toda importancia, para concluir, en una clara infracción del art. 1903 párrafo cuarto «in fine» y su Jurisprudencia, que se trata de un dato irrelevante. Y que resulta evidente que, si se trataba de un mecánico electricista, que si además no salió del taller conduciendo el vehículo, sino que subió de acompañante a requerimiento del chófer habitual del mismo (textualmente la Sentencia de la Audiencia «se lleva el vehículo a reparar y quien lo lleva sale para probarlo con empleado de la empresa reparadora a fin de constatar la avería padecida») y si además la avería era de tipo eléctrico (del electroventilador), la conclusión inexorable es que en el hipotético y más que dudoso caso de que el empleado de mi poderdante condujera el vehículo en el momento del accidente (sobre este extremo ya se ha expuesto lo pertinente con amplitud en el Motivo Primero del presente recurso), lo estaba haciendo claramente al margen de sus funciones de mecánico-electricista, pues, siendo reconocido y probado que su categoría era de electricista, que la avería era de tipo eléctrico y que subió al vehículo a requerimiento del conductor del mismo, forzoso es concluir, que en el hipotético caso que durante el trayecto hubiera conducido el vehículo, actuaba claramente fuera de las funciones mecánico-electricista, siendo de aplicación la exoneración que de la responsabilidad del empresario hace el art. 1903 párrafo cuarto «in fine» del Código Sustantivo y la Jurisprudencia que lo desarrolla. De este modo, es unánime la Jurisprudencia que exonera de responsabilidad al empresario cuando se demuestra que la persona de quién se debe responder actúa fuera del ámbito de las funciones que tiene encomendadas, en aplicación de lo dispuesto en el art. 1903 cuarto párrafo «in fine».

En respuesta al Motivo, se subraya que se aspira en el mismo, a la exoneración de responsabilidad del recurrente, porque el conductor del vehículo no era el especialmente encargado de la conducción, sino que era el electricista de la recurrente. La distinta calificación profesional del interesado no elude la sanción del art. 1903 aplicado, pues, deviene relevante para la responsabilidad acordada, el hecho de que fue un empleado suyo quien conducía y, por ello al provenir esa tarea de una comprobación del previo arreglo del vehículo y, no existir persona/s especializada, ha de confirmarse así lo argumentado por la Sala «a quo» en su 

F.J. 3.º «in fine».

En el MOTIVO CUARTO, se denuncia al amparo del ordinal 4.º del art. 1692 LEC. El Fallo infringe el párrafo último del art. 1903 del CC, que determina que «La responsabilidad de que trata este artículo cesará cuando las personas en él mencionadas prueben que emplearon toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño», así como la doctrina jurisprudencial que lo interpreta; razonando que, la Sentencia recurrida sostiene la falta de diligencia de mi mandante en base a unos presupuestos erróneos, y que han sido fundamentadores de este recurso en sus motivos primero y segundo. Dice la Sentencia de la Audiencia en escasamente tres líneas que «cuanto antecede evidencia al propio tiempo la indemostrada diligencia impetrada por la impugnante a iguales fines liberatorios». Parece ser que ese «cuanto antecede», se refiere a la nula importancia que da la Sentencia recurrida a que el empleado fuera electricista, y parte de la premisa, por una inversión inapropiada de la carga de la prueba, como ha quedado expuesto, de que el empleado de mi principal era el conductor del coche en el momento del accidente.

Tampoco se acepta el Motivo, porque la imprudencia apreciada en el siniestro por parte del conductor o su falta de diligencia, no proviene de que no fuera el conductor profesional del vehículo, sino por su autoría sin más, en el desgraciado evento con efectos letales tan impresionantes.

S. 16 de mayo de 2003

Recurso 2802/1997.

Ponente: Excmo. Sr. Auger Liñán.

Frente a una interpretación estricta de la condición de empleado, la jurisprudencia ha contemplado de modo muy liberal la relación personal entre el causante de un daño y la persona relacionada con él, de quien se le puede hacer responsable.


CUARTO. [...] El primer párrafo del art. 1903 del CC establece un sistema de inversión de la carga de la prueba, ya que corresponde al responsable por el hecho u omisión de otro, acreditar que no tiene responsabilidad por haber obrado de acuerdo con la diligencia de un buen padre de familia para prevenirlo; si no lo acredita, demuestra su culpabilidad y por ello se le sanciona. El empresario, en virtud del mismo art. 1902, parece que ha de responder de los actos de su dependiente cuando y en cuanto éste obra como instrumento o pieza indispensable para el funcionamiento de la empresa. Y frente a una interpretación estricta de la condición de empleado, la jurisprudencia ha contemplado de modo muy liberal la relación personal entre el causante de un daño y la persona relacionada con él, de quien se le puede hacer responsable. La más reciente doctrina, y la jurisprudencia, vienen proclamando que la responsabilidad impuesta por este artículo a los que deben responder por otras personas que de algún modo les están sometidas, no es subsidiaria, sino directa, ya que se establece por incumplimiento de los deberes que imponen las relaciones de convivencia social, de vigilar a las personas y a las cosas que están bajo la dependencia de determinadas personas y de emplear la debida cautela en la elección de servidores y en la vigilancia de sus actos (Sentencia de 16 de abril de 1973). La sentencia de 26 de junio de 1984, declara que la responsabilidad del empresario es de naturaleza autónoma, distinta e independiente de la que el art. 1902 atribuye al autor material del daño.

S. 16 de enero de 2003.

Recurso 3345/1997.

Ponente: Excmo. Sr. Asís Garrote.

Si no hay subcontrato de obra sino arrendamiento de los servicios de una máquina, ésta, con su conductor, se incorpora a la empresa que ejecuta la obra.


SEXTO. [...] Por otra parte, se da la dependencia directa del trabajador imprudente y la entidad recurrente, porque la relación que se da entre esta y la propietaria de la maquina no es debida a un subcontrato de obra, sino pura y simplemente un arrendamiento de servicio, en virtud del cual es incorpora a la maquina y a su conductor a la realización de la obra llevada a cabo por Construcciones A... S.A., bajo su dirección y responsabilidad, que es la que lleva a efecto el dragado y limpieza del cauce del río Segura en el lugar donde se produjo el accidente, por lo que no hay duda que se da la subordinación del maquinista exigida en el art. 1903 del CC, para llevar a efecto la indemnización que se reclama.

S. 2 de noviembre de 2001.

Recurso 2104/1996.

Ponente: Excmo. Sr. Corbal Fernández.

La relación de dependencia no ha de ser necesariamente laboral, pues puede derivar de otros vínculos jurídicos como los de arrendamiento de obras y servicios y de bienes.


TERCERO. Examinadas las argumentaciones anteriores, y a la vista de la disciplina jurídica recogida en el art. 1903 CC y doctrina jurisprudencial dictada en su aplicación resulta incuestionable la improcedencia del motivo, y, por ende, del recurso, con base en las razones siguientes: 1.ª. La afirmación relativa a que «existía proyecto técnico» contradice la base fáctica de la resolución recurrida, la cual no cabe poner en entredicho al no haber sido impugnada en forma adecuada en el recurso por lo que deviene incólume y vinculante en casación; 2.ª. La alegación consistente en que no existía ninguna obligación de inspección y vigilancia de las obras porque no se reservó la dirección o control de las mismas se halla en clara contradicción con la relación fáctica de la Sentencia recurrida sin que haya sido objeto de impugnación mediante el planteamiento en forma del error en la valoración de la prueba, ni tampoco, por otro lado, se haya cuestionado debidamente el alcance de la cláusula quinta del Convenio de Cooperación Urbanística en sede de una hipotética defectuosa hermenéutica contractual (art. 1281 y ss. CC). 3.ª. Por último, en lo que se refiere a la negativa de la relación de dependencia entre las empresas que realizaban las obras y el Ayuntamiento recurrente igualmente se contradice la base fáctica de la resolución impugnada incurriendo en petición de principio o supuesto de la cuestión, lo que está vedado en este recurso extraordinario; y, por otro lado, debe significarse que la relación de dependencia, presupuesto del art. 1903 CC, no ha de ser necesariamente laboral pudiendo derivarse de otros vínculos jurídicos cuales los de arrendamiento de obras y servicios y de bienes (S. 3 octubre 1997), y concurre siempre que se haya reservado o le corresponda a la entidad a quién se atribuye la culpa «in vigilando», la vigilancia, intervención, control, o cierta dirección en los trabajos efectuados o a efectuar por el agente causante del daño, o empresa a que éste pertenece o para quién actúa, y que el acto lesivo haya sido realizado en la esfera de actividad del responsable.

S. 9 de julio de 2001.

Recurso 1694/2996.

Ponente: Excmo. Sr. Gullón Ballesteros.

Sobre la dependencia laboral en abstracto prevalece el dato concreto de a quién incumbe el control de la actividad. Por eso no responde la sociedad estatal que proporciona trabajadores a una empresa estibadora por los daños o terceros causado por uno de esos trabajadores, aunque sí pueda responder frente a la empresa estibadora por la deficiente formación del trabajador. En parecido sentido SSTS 2-7-2001 (rec. 1475/1996), 29-3-2006 (rec. 2592/1992) y 21-9-1987. En sentido contrario, STS 28-2-1983.


PRIMERO. El motivo primero, al amparo del art. 1692.4.º LEC (de 1881), acusa infracción del art. 1903, párrafo 4.º, Cód. civ., y de la jurisprudencia que lo interpreta, en relación con supuestos semejantes al litigioso.

En su fundamentación se resalta que esta Sala ha entendido, cuando la demandada era la Organización de Trabajos Portuarios (precedente inmediato de las S...), que no responden, con fundamento en el precepto que se dice infringido, del daño causado por sus trabajadores, sino la empresa en concreto para la que trabajaban. Se citan en apoyo de esta doctrina las sentencias de esta Sala de 20 de mayo de 1986, 21 de septiembre de 1987 y 28 de octubre de 1994.

El motivo se estima. La jurisprudencia de esta Sala ha declarado uniforme y reiteradamente, que la empresa responda en virtud de lo dispuesto en el art. 1903, párrafo 4.º, Cód. civ., del daño causado a terceros por sus trabajadores en virtud de una culpa «in vigilando» o «in eligendo», siempre que el trabajador esté sometido a las órdenes, o instrucciones de dicha empresa, o vigilancia de su actividad laboral, y que tal responsabilidad es directa, no subsidiaria de la del trabajador.

En este litigio sucede que tal trabajador actuaba dentro del círculo de actividad de la demandada T..., empresa estibadora concesionaria de la terminal del muelle Sur del Puerto de Barcelona. La sentencia recurrida condena a la misma por el daño producido en las labores de estiba y desestiba. También condena solidariamente a la recurrente S... (E...).

Sin embargo, E... carecía de las facultades de dirección y control de la actividad a desempeñar por el trabajador. De acuerdo con las disposiciones legales sobre estas sociedades (Real Decreto Ley 1/1986, de 23 de mayo, Real Decreto 371/1987, de 13 de marzo y Ley 27/1992, de 24 de noviembre), su misión se limita, en los aspectos que aquí interesan, a proporcionar personal a a las empresas estibadoras o desestibadoras que lo necesitan en el desarrollo de su actividad, que se realiza, sobre el personal susodicho, bajo la dirección y control de las mismas.

Así las cosas, no es razonable imponer a E... una responsabilidad civil extracontractual basada en el art. 1903, párrafo 4.º, Cód. civ. La misma recae en la empresa que utiliza al trabajador Ciertamente no por culpa «in eligendo» sino «in vigilando».

La responsabilidad de E. frente a Terminal de Contenedores habrá de fundarse en su incumplimiento, si no hubo, de la obligación legal de formación y preparación de los trabajadores de su plantilla, que ha de cederlos instruidos a las empresas que los necesiten obligatoriamente. Pero ello nada tiene que ver con la responsabilidad civil extracontractual por daños producidos a un tercero (la actora) por el trabajador, y aquella primera responsabilidad no es la que se ha ventilado en este pleito.

Por todo ello es de aplicación la doctrina de esta Sala recogida en las sentencias citadas por la recurrente, porque si bien se refieren a la Organización de Trabajos Portuarios, su sustitución por las S... no afecta a la esencia de su actividad en lo que interesa a su responsabilidad frente a terceros por daños de los trabajadores que suministra a las empresas que realizan esas labores.

S. 24 de junio de 2000.

Recurso 2465/1995.

Ponente: Excmo. Sr. Almagro Nosete.

La culpa «in operando» del autor material del daño determina la responsabilidad de la entidad de la que aquél depende por culpa «in vigilando» o «in eligendo», basándose el párrafo cuarto del art. 1903 en la relación de dependencia o subordinación entre el causante material del daño y el empresario demandado, siempre que el acto antijurídico y lesivo se haya realizado en la esfera del actividad del responsable.


SÉPTIMO. En cambio, no cabe llegar a solución pareja, sobre la empresa demandada «S.A.». En efecto, los causantes concurrentes del daño son los empleados de la empresa minera, entibador y obrero no identificado, que deben ser reprochados culpabilísticamente de la situación producida, por cuanto que, al margen de las instrucciones recibidas, por elementales reglas de prudencia, habida las consecuencias que se originaban de la interdependencia entre cabestrante y puesta en marcha del motor, debieron cerciorarse con antelación de que se habían adoptado todas las precauciones necesarias para evitar un posible accidente, como el que desgraciadamente ocurrió. De esta responsabilidad de los dependientes es responsable, conforme al art. 1903 del CC la empresa S.A.

OCTAVO. Según la jurisprudencia de esta Sala tal atribución de responsabilidad resulta plausible, pues hubo una conducta culposa evidente en los autores materiales del daño, una clara «culpa in operando», suficiente por imponer al amparo, del art. 1903, número cuarto, del Código civil y constante jurisprudencia de esta Sala, la condigna responsabilidad civil por «culpa in vigilando» o «in eligendo» a la entidad, ya sea pública o ya sea privada, de quienes aquellos causantes materiales del daño dependían; relación de dependencia que no se ha discutido, sino dado por presupuesta y admitida a lo largo de toda esta litis. Sin que sea necesario estudiar en este caso, por darse una precisa responsabilidad culposa, si aquella responsabilidad pudo darse también por mero riesgo a cargo de la entidad recurrente. (sentencia del Tribunal Supremo de 21 de septiembre de 1988). Destaca, asimismo la jurisprudencia que la responsabilidad por hecho ajeno tipificada en el párrafo cuarto del art. 1903 del CC se basa en una relación de dependencia o subordinación entre el causante material del daño y el empresario demandado, además de que el acto antijurídico y lesivo haya sido realizado en la esfera de actividad del responsable, siempre con posibilidad de acción directa contra el titular de la empresa (sentencias de 18 de junio de 1979, 4 de enero de 1982, 28 de febrero de 1983 y 26 de junio de 1984, entre otras); y ya se la funde en la intervención de culpa «in eligendo» o «in vigilando», por infracción del deber de cuidado reprochable al segundo en la selección del dependiente o en el control de la actividad por éste desarrollada, bien se prescinda de tales presunciones y se acuda a la responsabilidad por riesgo, siguiendo el criterio mayoritario (sentencias de 4 de enero de 1982 y 3 de julio de 1984), ciertamente será indispensable una actuación culposa del dependiente o empleado (sentencia de 9 de julio de 1984), como se desprende del fundamento mismo de tal responsabilidad y del párrafo primero del propio art. 1903 (sentencia del Tribunal Supremo de 7 de noviembre de 1985). En similares términos las sentencias del Tribunal Supremo de 20 de diciembre de 1996, 13 de octubre de 1995 y 31 de octubre de 1985).

S. 19 de junio de 2000.

Recurso 3651/1996.

Ponente: Excmo. Sr. Corbal Fernández.

Contratación de profesionales de alta cualificación técnica: piloto instructor de vuelo. La empresa que lo contrató responde de la muerte del alumno porque la capacitación profesional del instructor y su autonomía para tomar decisiones inmediatas no implica que sea un profesional autónomo y solo deba rendir cuentas a sí mismo. En actividades que entrañan ciertos riesgos, como el pilotaje de aviones, no cabe exigir a los demandantes una prueba de la culpa del instructor de vuelo. En la aplicación del art. 1903 cabe advertir tendencias objetivadoras, y la tesis subjetivista resulta insatisfactoria cuando el empleado presenta un alto grado de cualificación técnica, pues entonces resulta difícil imaginar culpa «in vigilando» o «in eligendo».


QUINTO. En el motivo quinto del recurso se aduce, en su enunciado, la infracción de diversos preceptos -art. 1903.4.º CC, 60 Ley 48/1960, de 21 de julio, y 6.1.1, 6.1.2 y 6.1.3 del Reglamento de Circulación Aérea de 18 de octubre de 1971- por cuanto no existe en el piloto (se refiere al piloto instructor, o profesor) la subordinación o dependencia requeridas, según las circunstancias, para estimar concurrente la culpa «in vigilando» de la recurrente.

En el contenido del motivo hay que distinguir dos partes. En la primera (concretando una amplia argumentación ya desarrollada en los antecedentes del recurso) se interesa la integración del factum (previo examen de los autos por esta Sala), y se reprocha a la resolución recurrida deficiencia en la exposición fáctica, por ser incompleta la relación del antecedente segundo, y dispersas y poco explícitas las restantes referencias. La alegación efectuada no merecería especial atención, dado que no se corresponde con el enunciado del motivo y no ha sido adecuadamente fundamentada desde el punto de vista jurídico, ni tendría mayor interés que el de una mera disquisición dialéctica preparatoria del verdadero motivo del recurso, si no fuera porque la parte recurrente desliza una afirmación que, de ser fundada, podría tener alcance constitucional, al señalar que la deficiencia aludida «coloca a la parte en una evidente dificultad procesal para la formulación del presente recurso, constitutiva de indefensión que expresamente se denuncia a los efectos procedentes».

La alegación de la parte, en términos benévolos, y aparte el interés parcial que puede motivar el planteamiento formulado, carece de consistencia alguna. La denominada «integración del “factum”» es una facultad (integrativa) del Tribunal de Casación para complementar una relación histórica incompleta o insuficiente a fin de explicitar la respuesta casacional, pero en modo alguno permite efectuar valoraciones probatorias, ni menos que pueda ser postulada por la parte para la configuración del supuesto fáctico de un motivo. De considerarse defectuosa la motivación fáctica o jurídica de una Sentencia, su planteamiento casacional debe realizarse mediante el planteamiento directo del vicio procesal. Por otro lado, resulta injusto el reproche que se hace a la Sentencia recurrida. Esta resolución, con exquisitez procesal, formula un rigoroso esquema fáctico, y desarrolla los aspectos concretos al tiempo de la motivación jurídica, y lo hace con claridad y con precisión (salvo el «lapsus calami» de las fechas de algunas de las Sentencias de esta Sala que cita). No hay dispersión, y la posibilidad, e incluso oportunidad y exigibilidad, de que la consignación fáctica se haga a propósito de la motivación jurídica viene siendo recogida en copiosa doctrina jurisprudencial.

La segunda parte del motivo desarrolla la denuncia de que no se da la relación de dependencia o subordinación jerárquica entre el agente (piloto Sr. C.) y el empresario (S.A.) que, con carácter indefectible, viene exigiendo la Jurisprudencia, para que se pueda aplicar la responsabilidad extracontractual por hecho ajeno con fundamento en el párrafo cuarto del art. 1903 del CC. Se citan las Sentencias de 17 noviembre 1980, 7 noviembre 1985, 10 mayo 1986, 21 septiembre 1987, 26 noviembre 1990, y 5 y 13 octubre 1995. Se argumenta que: el piloto Sr. C no tenía la condición de simple operario; era independiente y autónomo en su ámbito y decisiones; y con arreglo a la legislación en materia de navegación aérea tiene el carácter de autoridad en el ejercicio de su mando, por lo que es el responsable de todas las maniobras que efectúe. Por consiguiente, habida cuenta las especiales circunstancias y situación del agente, y la autonomía de sus decisiones, no puede ser considerado empleado, ni dependiente, y cualesquiera instrucciones sobre medidas de control y vigilancia que se les pudiera dar resultarían ociosas e inoperantes.

La doctrina jurisprudencial citada es la procedente (con independencia de matizaciones casuísticas acerca de lo que cabe entender por dependencia -las Sentencias de 8 de abril de 1996, y 7 abril 1997, núm. 295/1997, comprenden el colaborador-), y solo cabe añadir, por razones temporales, otras Sentencias posteriores, como las de 12 de febrero y 29 marzo 1996, 7 abril 1997 (núm. 295/1997) y 3 julio 1998. Sin embargo el motivo no puede ser estimado porque el supuesto fáctico aparece claramente sentado en la resolución recurrida («se reconoce, desde un principio, que el instructor era un empleado de A., contratado precisamente para impartir clases prácticas de vuelo para la obtención del título de piloto»), permaneciendo incólume en casación, y la argumentación que se hace en el motivo no afecta a la existencia de la relación de dependencia empresarial a los efectos del art. 1903, tanto más si se tiene en cuenta que situaciones similares a la que se comenta se dan en todos los casos en que el empleado contratado desarrolla una labor de alta cualificación técnica. Por otra parte no cabe desconocer que existe una importante intervención de la empresa en la selección del personal y en el ámbito de actuación del mismo, que debe traducirse en una vigilancia y control acerca de su desenvolvimiento, precisamente porque compromete los intereses de la entidad; y, además la autonomía en la toma de decisiones inmediatas no implica que se trate de un profesional autónomo que solo deba rendir cuenta a si mismo y a cargo de su exclusivo patrimonio. Y todo ello sin perjuicio asimismo de lo que se dirá sobre el carácter cuasi-objetivo de la responsabilidad extracontractual por hecho ajeno empresarial.

Por todo ello el motivo no es estimable.

SEXTO. Siguiendo el orden lógico expresado en el fundamento jurídico segundo «in fine» de esta Sentencia procede examinar los motivos sexto y séptimo del recurso, los que se analizan conjuntamente por ser factible la unidad de respuesta, obviando repeticiones innecesarias. El motivo sexto, formulado como subsidiario del quinto se apoya en la infracción del art. 1903.4.º CC, en relación con los arts. 1104.1.º, 1105 y 1214 del mismo Cuerpo Legal, y el motivo séptimo se sustenta en la infracción del art. 1249, en relación con los arts. 1903.4.º y 1214, todos ellos del citado Texto Legal. En el encabezamiento del sexto se aduce que la sentencia recurrida ha calificado indebidamente de culposa la conducta del piloto del avión siniestrado para de ello derivar incorrectamente la responsabilidad de la recurrente; y en el enunciado del séptimo se afirma que la sentencia recurrida establece indebidamente una presunción de culpa en S.A., por supuesta actuación culposa del piloto, causante del daño, cuando dicha culpa no concurría en el mismo.

En el desarrollo de los motivos se parte de la base de que para declarar la culpa del art. 1903.4.º es preciso la existencia de culpa del agente dependiente (se citan las Sentencias de 25 octubre 1980, 27 enero 1983, 9 enero 1984, 7 noviembre 1985, 15 julio 1993, 13 octubre 1995 y 11 marzo 1996). Se añade que para exigir la responsabilidad por hecho ajeno es necesario acreditar la específica culpa del agente. Y se concluye que, con arreglo a la doctrina jurisprudencial que cita, para declarar la culpa de éste debe concurrir la previsibilidad. Con base en dichas apreciaciones se sostiene que no hay culpa del piloto instructor, por lo que debe decaer la responsabilidad por hecho ajeno de la empresa. Como la Sentencia recurrida razona sobre la culpabilidad del piloto instructor, el recurso sostiene que tal estimación no es correcta de modo alguno, discrepando de su contenido por basarse en una alegación extemporánea (sobre la altitud de vuelo del avión), fundarse en meras hipótesis en relación con la entrada en barrena del avión (intencionada, o no intencionada), sin considerar que la entrada en barrena no fue la causa, sino la consecuencia, y no tomar en consideración que la imprevisibilidad del hecho fue admitida en la demanda, por lo que la calificación de culpabilidad está en clara contradicción con los hechos reconocidos expresamente por la actora.

Los motivos que se examinan no pueden ser acogidos.

En primer lugar, para que se pueda producir la infracción del art. 1249 CC (falta de acreditamento del hecho base) es preciso que por el cauce adecuado -error en la valoración de la prueba- se haya obtenido la modificación fáctica correspondiente. En segundo lugar, no se puede producir infracción del art. 1214 CC cuando se valora la prueba en su conjunto (dice la resolución recurrida: «de ahí que la cuestión se reduzca a determinar si el instructor fue el causante culposo del accidente. Y de la prueba practicada, valorada en su conjunto, se desprende una respuesta afirmativa»). En tercer lugar, no es dable sustituir una apreciación, supuestamente hipotética de la Sala de instancia, por lo demás razonable y nada carente de sentido, por otra no menos hipotética de la parte recurrente. En cuarto lugar el nexo causal que sirve de engarce a los otros dos elementos de la culpa extracontractual -acción u omisión del agente y daño para la víctima o perjudicados- no plantea cuestión, ni en el ámbito de la causalidad material, ni en el de la causalidad jurídica -juicio de imputación objetiva-. El razonamiento de la sentencia de instancia sobre la forma de acontecer el accidente no es ilógico o carente de buen sentido, e impensable pueda tildarse de arbitrario o irracional, lo que es suficiente para excluir cualquier debate en casación, acerca de si caben hipótesis alternativas meramente especulativas. Además en situaciones como las de autos, cuando se trata de actividades con singulares circunstancias de riesgo, incluso sin necesidad de especular sobre riesgo especiales derivados de hipotéticas enseñanzas prácticas relativas a situaciones difíciles, maniobras comprometidas o similares, no cabe exigir a los que accionan, en virtud de un derecho de una víctima, o dimanante de ésta, que no puede esclarecer lo acontecido, una completa aportación probatoria para explicar totalmente el «cómo y por qué» de lo acontecido, porque ello supondría colocarlos las más de las veces en situaciones de gran dificultad o imposibilidad («probatio diabólica»), y ello tanto más si se tiene en cuenta que el entorno del agente acumula el total control de la esfera de actividad desplegada, y de la información sobre su desarrollo, a la que por cierto debe atender con el mayor celo y máximas posibilidades mientras la misma tiene lugar. Ello conlleva a que en tales casos se haya de mantener un criterio de menor exigencia probatoria, menor rigor en la dosis de prueba precisa (coeficiente de elasticidad), pudiendo tomarse en consideración perspectivas de verosimilitud, mayor probabilidad cualificada, e incluso cabe desplazar a quien tiene más facilidad para probar lo acontecido las consecuencias desvaforables de la falta de prueba, debiendo contemplarse esta posibilidad solo como una regla especial a considerar según las circunstancias concretas de cada caso. Por otra parte, en el terreno del juicio de imputación objetiva, la asunción voluntaria del riesgo por la víctima no puede entenderse vaya más allá del caso fortuito, fuerza mayor e imprevisible intervención de un tercero en el desencadenamiento causal. Y, por último, la Sentencia recurrida, y ello es especialmente plausible, realiza una esfuerzo argumentativo para explicar la culpabilidad del piloto (imputación subjetiva), y en cambio la parte demandada aquí recurrente no ha justificado el haberse producido el evento por caso fortuito o fuerza mayor, o culpa exclusiva de la víctima o de tercero, sin que en modo alguno quepa admitir que la parte actora reconoce en la demanda la falta del culpabilidad del piloto instructor.

SÉPTIMO. En los motivos segundo y tercero, que también resulta oportuno analizar conjuntamente, se cuestiona la responsabilidad por hecho ajeno de la entidad recurrente negando la omisión de deberes de vigilancia y control del piloto del avión siniestrado, ni de la diligencia exigible. En el motivo segundo se alega infracción del art. 1903.4.º CC en relación con los arts. 1104.1.º del mismo Texto Legal, 60 de la Ley 48/1960, de 21 de julio, y 6.1.1, 6.1.2 y 6.1.3 del Reglamento de Circulación Aérea de 18 de octubre de 1971, y en el motivo tercero se aduce la infracción del art. 1903, párrafo último, del CC en relación con el art. 1214 del CC.

La responsabilidad por hecho ajeno que cabe exigir de los empresarios está regulada en los párrafos primero, cuarto y sexto del art. 1903 del CC. En el primero se establece la vinculación con el art. 1902 y la relación de dependencia («la obligación que impone el artículo anterior es exigible, no solo por los actos u omisiones propios, sino por los de aquellas personas de que se debe responder»). En el párrafo cuarto se recoge la alusión específica (son responsables «los dueños o directores de un establecimiento o empresa respecto de los perjuicios causados por sus dependientes en el servicio de los ramos en que los tuvieran empleados, o con ocasión de sus funciones»). Y en el párrafo sexto se establece la exoneración de responsabilidad («la responsabilidad de que trata este artículo cesará cuando las personas en él mencionadas prueben que emplearon toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño»). El régimen jurídico se complementa con la posibilidad de repetición que prevé el art. 1904 del mismo Cuerpo Legal.

La doctrina jurisprudencial exige, para que se pueda declarar la responsabilidad de que se trata de conformidad con dicha normativa, la existencia de una relación de dependencia entre el sujeto agente y que el evento se produzca dentro del ámbito de la misma o con su ocasión, la culpabilidad (culpa «in operando» o «in omittendo») del mismo, y la falta de prueba por parte del empresario de haber empleado toda la diligencia para evitar el resultado dañoso. Los tres primeros requisitos ya han sido tratados. Se plantea aquí el examen del último, al cual hacen referencia los dos motivos antes expresados.

La aplicación de la preceptiva legal ha sugerido diversas interpretaciones caracterizadas por una evolución hacia posturas que, sin aceptar la responsabilidad objetiva pura, tienden a un marcado matiz objetivo. Si las posturas subjetivistas contemplan fundamentalmente la exigencia de una conducta culposa consistente en la omisión de deberes, singularmente en el campo de la elección del sujeto agente o en el de la adopción de medidas de control y vigilancia (culpa «in eligendo» o «in vigilando»), con una impronta objetivista (no en el sentido técnico, sino en el de menor dificultad para declarar la responsabilidad) cuando se admite la presunción de culpa, o se atribuye la carga probatoria al empresario, las teorías objetivizadoras ponen el acento de la responsabilidad empresarial en la doctrina de la prolongación de la actividad del empresario en el empleado (teoría de la representatividad u orgánica), o en la creación del riesgo, bien en la perspectiva de que quien aprovecha el beneficio, lucro o utilidad de la actividad peligrosa debe sufrir la indemnización del quebranto padecido por el tercero («cuius commoda eius incommoda»; «ubi emolumentum, ibi onus»), o bien desde la óptica de la absorción del riesgo (el riesgo del factor humano se engloba en el riesgo de la empresa). La doctrina jurisprudencial viene sosteniendo; con base en diversos argumentos y, singularmente, por una interpretación sociológica (art. 3.1 CC), que el precepto que se examina contiene un caso de responsabilidad «cuasi-objetiva» (entre otras, SS 28 octubre 1994, 29 marzo 1996, 3 julio y 31 octubre 1998). La aplicación de esta doctrina a los casos concretos se ha movido entre la atribución de la carga de la prueba de la total diligencia (medidas de control y vigilancia, y adecuada elección) a la empresa demandada (SS 4 diciembre 1984, 19 julio 1993 y 29 marzo y 20 diciembre 1996, entre otras), a criterios de admisión de las doctrinas de mayor matiz objetivista de creación del riesgo (SS 10 mayo 1986, 21 septiembre 1987, 28 febrero 1992, 28 octubre 1994, 7 abril 1997). Obviamente la aplicación de un criterio más o menos riguroso depende de las circunstancias del caso concreto, porque, como ha puesto de relieve la doctrina, la tesis subjetivista resulta insatisfactoria cuando el empleado presenta un alto grado de cualificación técnica en la actividad motivadora del daño, por resultar difícil de imaginar, en tal caso, la culpa «in vigilando» o «in eligendo». Por consiguiente el ámbito de rigor del matiz objetivista ha de ponerse en relación, y guardar proporcionalidad, con las circunstancias del supuesto, y tipo y entidad del riesgo creado.

Lo anteriormente razonado es plenamente aplicable al caso que se examina, y de ello es consciente la propia parte que no duda implícitamente en reconocer su dificultad para controlar el riesgo creado, por lo que de mantenerse la consecuencia que postula no cabría la responsabilidad empresarial por aquellos riesgos especiales generados por actividades encomendadas a personas de alto nivel técnico. A lo que aún cabe añadir que no cabe escudarse en la adopción de todas las medidas de seguridad y garantía cuando las previsiones adoptadas se muestran insuficientes en la realidad para evitar eventos lesivos, lo que hace presumir que no se ha producido el agotamiento socialmente adecuado.

Finalmente, «ad omnen eventum», nos hallamos en casación, y ocurre que en la Sentencia de la Audiencia no hay base fáctica que permita apreciar que la parte demandada -aquí recurrente- dio cumplimiento a la exigencia que prevé el último párrafo del art. 1903 CC.

Por todo ello decaen los motivos expuestos planteados desde una óptica puramente subjetivista, dialécticamente admisible, pero que no se corresponde con la que la doctrina jurisprudencial preconiza en la interpretación y aplicación del precepto.

S. 3 de julio de 1999.

Recurso 3535/1994.

Ponente: Excmo. Sr. Martínez-Calcerrada y Gómez.

Procede absolver a la promotora porque el arquitecto no estaba vinculado con ella sino con la contratista de la obra. En parecido sentido STS 26 de noviembre de 1999 y 19 de julio de 1993 (rec. 3358/1990).


SEGUNDO. [...] Incluso en algún supuesto (S. 13-7-87) esta Sala ha dicho que la responsabilidad de la entidad promotora «viene derivada de los contratos de compraventa por los que transmitió las viviendas y locales radicados en el edificio, por lo que, al margen de la responsabilidad decenal que el art. 1591 CC sanciona, corresponde a la demandada aquella otra que por el incumplimiento de sus obligaciones como vendedora le corresponden». Esta absoluta equiparación solo quiebra en aquellos supuestos de la existencia de la figura que hemos llamado promotor-mediador, en la que la ausencia de intención lucrativa en su mediación lo aparta del concepto general de la figura que estudiamos del promotor-constructor, sustrayéndolo del ámbito de aplicación del art. 1591 CC «... incluso, de los técnicos, razones todas ellas que determinaron su vinculación como posible responsable, a susodicho promotor o empresario, profesional y hacedor de tales cometidos»); mas, se subraya, naturalmente esa doctrina no puede, en principio, ser aplicable al caso de autos, en donde se imputa responsabilidad a quien es en exclusiva promotor de las obras en el edificio originario o contiguo, porque, precisamente, de cuya ejecución se derivan las causadas en el edificio colindante objeto del presente litigio, por lo que es preciso, pues, en este supuesto, apartar aquella integración de la figura del promotor como persona que, de modo intermediario, conexiona los intereses de los usuarios, o bienes de las viviendas, con todas la entidades y técnicos intervinientes en la ejecución, por cuanto en este litigio debe estimarse como relevante la esfera de subjetividad en la relación de causalidad productora del daño, y entonces, como bien dice el recurso, siendo el principal causante del daño, básicamente, el arquitecto, por las razones indicadas, es claro que, habida cuenta que la razón de la imputación de responsabilidades se basa en el art. 1903, párrafo 4.º CC, que sanciona que son igualmente responsables los dueños o empresas, respecto de los perjuicios causados por sus dependientes en el servicio de los ramos en los que los tuvieran empleados en ocasión de sus funciones, y sin que se dude ni cuestione que no existe, en absoluto, dependencia alguna entre la susodicha promotora, y el arquitecto responsable (se resalta al punto que emerge con fisonomía propia y decisiva la actuación independiente de tal técnico responsable, cuya posible vinculación al respecto pudiera ser con la figura del contratista, pero, en caso alguno, con la promotora, cuyo foco de responsabilidad debe ceñirse sin más -según la creación jurisprudencial analizada- a cuando se trata de ejercitar la acción por responsabilidad decenal del art. 1591), determina que, sin necesidad de examinar el último de los Motivos, se admitan los citados y actuando a tenor de lo dispuesto en el art. 1715 núm. 1.3 LEC, acoger el recurso y, en consecuencia, desestimar la demanda respecto a la responsabilidad impuesta a la promotora y, por lo tanto, absolviendo asimismo de la condena a la hoy recurrente su aseguradora, con los efectos derivados, sin que a tenor del art. 1715.2.º LEC, proceda imposición de costas en ninguna de las instancias, al hacer uso el Tribunal que juzga de la salvedad que preceptúan los arts. 523, 710, 873 y 896 de dicha Ley, aplicables en su caso, al litigio.

S. 3 de octubre de 1997.

Recurso 1142/1993.

Ponente: Excmo. Sr. Sierra Gil de la Cuesta.

Aunque la relación no sea laboral, cabe aplicar el párrafo cuarto del art. 1903 en casos de arrendamientos de obras y servicios y en casos de arrendamientos de bienes.


PRIMERO. El único motivo del presente recurso de casación lo fundamenta la parte recurrente en el art. 1692.4 de la LEC, puesto que en la sentencia recurrida, sigue afirmando dicha parte, se ha infringido el art. 1903.4 del CC y la jurisprudencia que lo interpreta.

Este motivo debe sufrir el fracaso de la no estimación.

La efectividad del art. 1903.4 del CC está fundamentada en la probabilidad de la culpa «in eligendo-in vigilando», sin embargo, el dato de que entre el acuerdo del presunto responsable civil y el agente del daño no tenga naturaleza laboral no excluye la plena vigencia de la aplicación, con todas sus consecuencias, del mencionado precepto civil.

De dicha relación no laboral, pueden surgir dos vertientes:

a) la que se deriva cuando el agente del daño realiza sus servicios al que puede ser declarado responsable civilmente (arrendamiento de obras y servicios), y

b) la que se deriva cuando el agente del daño actúa con los materiales que le proporciona el que puede ser declarado responsable civilmente (arrendamiento de bienes).

Sin duda, en el presente caso, se encuentra, en principio, léase, solo en principio, la contienda judicial enclavada en el primer supuesto, pero no en su modalidad pura, sino en la que se deriva del dato en el que la empresa posiblemente responsable civil, se ha reservado o le corresponde la vigilancia, intervención o cierta dirección de los trabajos efectuados o a efectuar por el agente causante del daño.

Del «factum» de la sentencia recurrida se infiere inequívocamente, y, como conclusión, de una hermenéutica correcta, que la empresa recurrente en casación «se reservó el control sobre el uso y disponibilidad de su maquinaria, entre la cual se encontraba la grúa empleada por los trabajadores intervinientes en el accidente» y que «se infiere una relación de dependencia entre F. -empresa recurrente en casación- y la empresa contratada en lo que al uso de la grúa se refiere».

Por todo lo cual, es ya materia incuestionable la que determina que existía una relación, más o menos indirecta, entre la empresa posiblemente responsable -ahora recurrente- y la que por contrata efectuaba los trabajos encargados por aquélla, y de la cual dependían directamente, tanto el agente causante del daño como la víctima; sobre todo en el sentido de actuación de vigilancia y dirección de los trabajos, con lo que se excluye totalmente la falta de responsabilidad de la empresa -ahora recurrente- y que pudiera fundamentarse en la teoría interpretativa del art. 1903.4 del CC, ya mencionada, y denominada en cierta área doctrinal como de «relaciones de servicio», y que encuentra su apoyo jurisprudencial en las sentencias de esta Sala, de 28 de noviembre de 1986 y 30 de octubre de 1991, entre otras.

Por lo que excluida tal teoría, surgirá la de responsabilidad civil plena de la empresa, ahora recurrente, sin que la alegación casacional de dicha parte, verdadero caso de «supuesto de la cuestión», pues, la misma, trata de establecer apreciaciones jurídicas partiendo de hechos diferentes de los vinculantes fijados por el Tribunal sentenciador de instancia, o tomando como punto de apoyo apreciaciones fácticas subjetivas, en discrepancia con lo considerado en la sentencia objeto del recurso (S. de 25 de enero de 1992).

S. 2 de julio de 1993.

Recurso 3233/1990.

Ponente: Excmo. Sr. Almagro Nosete.

La relación de dependencia puede ser más o menos intensa, pero tiene que existir. Por eso no responde el Ayuntamiento del deterioro de una escultura cuando ya había terminado la exposición, ya que no le incumbía el embalaje y transporte de las obras.


CUARTO. Finalmente, se aduce como motivo tercero, por el cauce impugnatorio del repetido núm. 5.º, infracción de la aplicación de los arts. 1902 y 1903 del CC y doctrina jurisprudencial concordante. Pero en el caso, conforme a los razonamientos ya expuestos, mal puede llegarse a la responsabilidad por hecho ajeno, que sería la exigible al Ayuntamiento, incluso contemplada desde la perspectiva del riesgo, al margen de aspectos culpabilísticos, pues aquélla se desenvuelve dentro de unos límites normativos que condicionan la labor judicial de subsunción al previo establecimiento del imprescindible «factum» adaptable al supuesto legal. Sumamente ilustrativa resulta, en este orden, la Sentencia de 26 de noviembre de 1990 (que reitera otras de 7 de octubre de 1983 y 10 de mayo de 1986): establece el art. 1903 del CC que la obligación es exigible no solo por los actos u omisiones propios, sino también por los de aquellas personas de quienes se debe responder, responsabilidad por hecho ilícito ajeno que tiene su fundamento en una culpa «in eligendo» o «in vigilando», e incluso en la creación de un riesgo y requiere como presupuesto inexcusable en el supuesto del párrafo 4.º del citado precepto, que existan una relación jerárquica o de dependencia, más o menos intensa, según las situaciones concretas, entre el ejecutor causante del daño y la empresa o entidad a quien se exige la responsabilidad. Por las razones expuestas procede la desestimación del motivo.

S. 30 de diciembre de 1992.

Recurso 2127/1990.

Ponente: Excmo. Sr. Almagro Nosete.

Accidente de tráfico con coche de la empresa conducido por el hijo del empleado. No responde la empresa, porque el conductor no tenía relación de dependencia con ella.


SEXTO. Tiene, por tanto, razón la recurrente, cuando manifiesta que el conjunto de normas aplicable al caso viene determinado por la remisión que efectúa al Código penal el artículo que se invoca como infringido, cita que por sí misma carecería de contenido casacional si no fuera acompañada de la denuncia de violación concreta del art. 22 del Código penal, único fundamento, según entiende -de acuerdo con los preceptos concordantes-, de su posible condena, que, no obstante, considera imposible, ya que los requisitos determinantes del nacimiento de responsabilidad no se producen, puesto que ninguna relación de dependencia existe entre el autor del accidente y la empresa. En efecto, al examinar el relato de hechos probados de la sentencia penal, en este extremo concreto, se comprueba que quien realmente mantenía relación de dependencia con la empresa al tiempo de la ocurrencia de los hechos delictivos era el padre del autor de aquél, constando que aunque el vehículo se hallaba cedido para el desempeño de su trabajo de cobrador no se había autorizado expresamente su utilización por miembros de la familia del trabajador, circunstancias fácticas que si tomamos como valiosa ilustración al efecto la jurisprudencia de la Sala II del Tribunal Supremo, por más que la misma base la responsabilidad civil subsidiaria del art. 22 del Código penal no ya en la culpa «in eligendo», o «in vigilando», o «in educando», sino en el principio de creación de riesgos (Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 2.ª de 18 de noviembre de 1991), no puede prescindir del hecho generador, que se produce, como enseña la citada sentencia, cuando el responsable criminal actúa con la anuencia del presunto responsable civil subsidiario, entendida en sentido general, como «al servicio de» o «bajo la dependencia de», dato que no puede inferirse del relato probatorio, ya que, como establece la sentencia del Tribunal Supremo (Sala II) de 14 de octubre de 1991 (que recoge las sentencias de 18 de octubre de 1984 y 20 de abril de 1985), toda responsabilidad, subsidiaria o defectiva, ha de conectarse con el ámbito de servicio asignado al autor directo y la jurisprudencia ha venido matizando dos áreas: la comprensiva de tal responsabilidad en los casos de simples demasías o extralimitaciones del agente, y excluyendo de la misma los supuestos en que los comportamientos o conductas del agente se sitúan de manera totalmente ajena, al margen de la relación que lo liga con el principal, pues el hilo de la dependencia personal no puede justificar un vínculo de responsabilidad si los actos del sujeto no guardan conexión alguna con la función o servicio encomendado. Al considerarse, por ello, que no existe nexo causal suficiente entre la conducta de la compañía y la actuación del sujeto activo del delito no cabe aplicar el referido supuesto normativo y, consiguientemente, el motivo prospera [...]. OCTAVO. En verdad que la sentencia precedente y los criterios que establece resultan, en principio, de difícil aplicación, si se atiende a la reiterada doctrina de esta Sala que rechaza los intentos por vía civil de suplir supuestas deficiencias u omisiones que se achaquen a los Tribunales del orden penal a la hora de fijar las responsabilidades civiles, mas su constatación obliga a que se considere, si efectivamente, al margen del ya contemplado art. 22 del Código penal, podía entenderse que es de aplicación al caso, con efectos condenatorios, el art. 1903 del CC. Ciertamente que el principio culpabilístico, origen del deber de responder por hechos ajenos, se halla sensiblemente atenuado, a causa, en los supuestos del art. 1903, de la inversión de la carga de la prueba que establece el último párrafo del precepto y que la jurisprudencia civil, prácticamente, ha establecido una interpretación muy cercana a la responsabilidad por riesgos, pero la amplitud y flexibilidad en las razones de atribución de la responsabilidad no se extienden a la transmutación de los módulos legales que la autorizan, pues, concretamente, el párrafo 4.º (que, es en definitiva, el implicado en la cuestión a resolver) no permite una elasticidad tal del concepto de dependencia que anule la «ratio» normativa y a ello equivaldría la desnaturalización de la responsabilidad que cubre el precitado párrafo, y que «requiere como presupuesto indispensable una relación jerárquica o de dependencia entre el ejecutor causante del daño y la empresa (sentencia del Tribunal Supremo de 2 de noviembre de 1989, criterio reiterado por sentencias de 26 de noviembre de 1990 y 16 de abril de 1991 entre otras)», lo que, en atención al caso de autos se traduce en la imposibilidad de alargar el hilo conductor de esta especie de responsabilidad, interferido por la conducta del padre, más allá o fuera del uso privado del vehículo por el propio empleado o cobrador.

Así, cuando la jurisprudencia ha tenido ocasión de pronunciarse sobre casos análogos si bien ha reconocido la responsabilidad del padre, cuando el hijo conducía, con su autorización un vehículo propiedad de aquél (Sentencia de 23 de septiembre de 1988), ha negado tal responsabilidad del titular del vehículo conducido por otra persona, pues «la jurisprudencia requiere la aquiescencia o asentimiento expreso del dueño para que este peche con las consecuencias civiles de un accidente acaecido cuando el empleado actuaba en utilidad, bien material, bien de orden moral, del empresario, añadiendo, en estos supuestos de falta de consentimiento o conocimiento si quiera de la utilización del vehículo, que es claro que tal conducta, absolutamente ajena a la voluntad del coche siniestrante, no puede en modo alguno atraer hacia él, subsidiariamente, las responsabilidades civiles (sentencia de 26 de febrero de 1987). Construir, por ello, como hace la sentencia recurrida, basándose en una supuesta previsión de la empresa sobre el uso por personas distintas de su empleado, una especie de consentimiento tácito por adelantado, una teoría de atribuible culpabilidad o de extensión a supuesto legal no contemplado de la responsabilidad, no se ajusta a los límites del precepto y desborda los contenidos de la apreciación fáctica para convertirse en un error «in indicando» que origina también, según el sentido expuesto, la acogida del motivo.

S. 30 de octubre de 1991.

Recurso 2108/1989.

Ponente: Excmo. Sr. Santos Briz.

El requisito de la dependencia excluye la responsabilidad de RENFE por los actos del conductor de un autocar que transportaba a los viajeros de una línea a otra.


SEXTO. Son de rechazar los motivos séptimo y octavo, que asimismo se formulan por la tan citada entidad «Compañía C Aseguradora S.A.» como apoyo del recurso por ella interpuesto, ambos al amparo del apartado 5.º del art. 1692 de la LEC, con base en alegada infracción, respectivamente, de los arts. 1903 y 1101 del CC, y tiene su razón de ser en que tales motivos se fundamenten en la circunstancia de que el servicio que prestaba don Luis D. V. con el vehículo de su propiedad, conducido en la ocasión de los hechos cuestionados por don Ricardo C. R., era el de transporte de viajeros entre dos puntos de la vía férrea, para efectuar el correspondiente transbordo entre ambos puntos, cumpliendo sus obligaciones bajo las instrucciones de la «Red Nacional de Ferrocarriles Españoles» (RENFE), también demandada y ahora recurrida, y dado que esa circunstancia lo único que revela es la prestación de un servicio encomendado, que parece prestado con autonomía, pero no una situación de relación jerárquica o de dependencia entre el ejecutor causante del daño y la referida entidad Red Nacional de Ferrocarriles Españoles (RENFE), cual se requiere para la aplicación de la responsabilidad pretendida por la aludida entidad recurrente con base en el art. 1903 del CC, y por su derivación en lo normado en el art. 1101 del mismo Cuerpo legal sustantivo, puesto que, como tiene declarado esta Sala en SS. de 7-10-1969, 18-6-1979, 4-1-1982, 2-11-1983 y 3-4-1984, la responsabilidad tipificada en el párrafo 4.º del mencionado art. 1903 requiere como presupuesto indispensable una relación jerárquica o de dependencia entre el ejecutor causante del daño y la expresada demandada, que únicamente se aprecia como existente en los relacionados demandados don Ricardo C. R. y don Luis D. V., y sin olvidar que cuando se trata de contratos entre empresas no determinantes de relaciones de subordinación entre ellas, falta toda razón esencial para aplicar la norma.

S. 8 de mayo de 1990.

Ponente: Excmo. Sr. Barcala Trillo-Figueroa.

Dependencia por «compromisos sociales» como relación cuasinegocial. Responsabilidad de la dueña de un vehículo por daños en accidente de circulación causados por un pariente que lo conducía habitualmente.


SEGUNDO. En cuanto a la responsabilidad de la demandada doña María, propietaria del vehículo que conducía el señor L., su declaración prestada en las diligencias penales (el folio 180) no puede ser más equívoca acerca de las relaciones existentes entre ambos al afirmar que le tenía autorizado para conducirle, ya que habitualmente siempre era el conductor del vehículo, lo que parece indicar la concurrencia de cierta relación de dependencia a los efectos previstos en el art. 1903 del CC, pues la circunstancia del parentesco que mediaba entre ellos, el de primos, no explica suficiente y satisfactoriamente semejante habitualidad en la conducción; además, la complejidad de la vida moderna enseña que se viene creando manifestaciones nuevas en el ámbito social, a las que la doctrina civilista denomina «compromisos sociales», que se caracterizan porque de ellos pueden derivar relaciones contractuales y extracontractuales más o menos típicas, dando lugar a la formalización de una relación de carácter cuasinegocial, entre las que cabe incluir la existente entre la persona titular de un vehículo y la que está autorizada habitualmente para utilizarlo y conducirlo. Lo expuesto, unido a la tendencia que viene manteniendo la jurisprudencia de la Sala acerca de conceder mayor amplitud al contenido del susodicho art. 1903, conduce a considerar a la señora D.ª María como responsable en la obligación de resarcimiento anteriormente expresada, responsabilidad que hay que declarar solidaria entre los tres demandados por lo que procede estimar la demanda formulada contra los mismos, pero en los términos que quedaron razonados en el fundamento que antecede.

S. 9 de julio de 1984.

Ponente: Excmo. Sr. Pérez Gimeno.

La responsabilidad del art. 1903 requiere la culpa «in operando» del dependiente.


CDO. Que si es cierto, como se afirma por el recurrente, que la responsabilidad fundamentada en el art. 1903 del CC es directa, en cuanto puede exigirse de la empresa sin demandar al dependiente, por ser una derivación de la culpa «in eligiendo» o «in vigilando», no es menos cierto que tal responsabilidad directa exige como presupuesto la culpa «in operando» del dependiente o empleado, pues como afirma la sentencia recurrida, si falta ésta ningún reproche puede hacerse al empresario por defecto de elección o vigilancia, y como en el caso de litis, según se sienta en el anterior considerando, se niega tal presupuesto al quedar sentado que ninguna falta de previsión o diligencia podía atribuirse a la actuación del conductor de la máquina excavadora, es manifiesto que no puede actuar el mencionado art. 1903, pfo. 4.º, en relación con el séptimo, frente al dueño de tal máquina y empresario del conductor, sin que sea admisible argumentar en contra de lo expuesto sobre la base de que el contratista de la excavación subcontrató tales trabajos con el dueño de la máquina, pues tal hipótesis no resulta de los hechos que las sentencias de instancia afirman como probados y, en consecuencia, no pueden tenerse en cuenta al no haber sido atacada la apreciación de la prueba por el cauce del núm. 7.º del mencionado art. 1692, procediendo en consecuencia rechazar el segundo motivo en consecuencia rechazar el segundo motivo en el que se acusa la violación por no aplicación del citado art. 1903, pfos. 4.º y 7.º en relación con el art. 1902 y doctrina concordante.

S. 28 de febrero de 1983.

Ponente: Excmo. Sr. De la Vega Benayas.

A diferencia de lo que acordarían sentencias posteriores, indicadas al reseñar más arriba la sentencia de 9 de julio de 2001, ésta sí declara la responsabilidad del organismo autónomo que proporcionaba trabajadores a otras empresas para labores de estiba y desestiba, con base en la culpa «in eligendo».


CDO. Que es sabido que tanto para la aplicación debida o correcta de una norma legal como del precedente normativo de la jurisprudencia (art. 1.º, 6, del CC), se precisa, en el primer caso, que el hecho en cuestión tenga cómodo encaje en el supuesto de hecho legal, y en el segundo que las circunstancias de hecho que fueron básicas para la decisión de los precedentes traídos como vinculantes (dos o más sentencias de esta Sala) coincidan con sustancial analogía con los del caso que se decide, en el sentido, además, de que dichos hechos y circunstancias postulen, por esa semejanza, la misma sanción o conclusión contenida en la norma o en la «ratio decidendi» del precedente, y es claro, a la vista del tema aquí planteado, que esos requisitos no concurren en la medida necesaria para fundar la tesis del recurso, porque si bien es cierto que no se da aquí una relación formal de dependencia entre la empresa «A..., S.A.» y los organismos públicos recurrentes, ni tampoco de los operarios respecto de estos entes, también lo es que en un sentido material, y legal incluso -Ley de Puertos de 28 enero 1966-, dichos organismos -la Junta de Obras del Puerto respecto de la grúa contratada- no están totalmente desligados en cuanto a la vigilancia y control de operaciones portuarias y de un modo especial la Organización de Trabajadores tocante a la selección de los trabajadores que las empresas han de contratar con su mediación, circunstancia ésta integradora de responsabilidad «in eligendo» que la Sala de Instancia apreció correctamente, aun sin discriminar del todo como antes se ha dicho, lo que, en definitiva, viene a constituir la salvedad que ya la Sentencia que se cita de 18 junio 1979 hacía respecto a la vigilancia o participación en los trabajos que la empresa o empresas comitentes (respecto de otra empresa) conservan o se reservan relativamente a los empleados o trabajadores, o a las máquinas que ceden, matiz o salvedad que distingue el caso actual en cuanto a los anteriores citados y que permiten afirmar que la relación de dependencia, más o menos extensa o intensa, permanece viva con referencia a las entidades públicas que ahora recurren y que por eso se cumplen los presupuestos del art. 1903 del C. Civil.

S. 4 de enero de 1982.

Ponente: Excmo. Sr. De Castro García.

Daños en un puente al pasar un camión con remolque que transportaba una central telefónica y superaba la altura máxima permitida. No responde la compañía telefónica por ser autónomo el transportista.


CONSIDERANDO. Que la responsabilidad por hecho ajeno o indirecta (como tal impuesta a persona distinta del autor del hecho dañoso) en el caso concreto del supuesto contemplado por el núm. 2.º del art. 1903 del CC, ya se le fundamente en la intervención de culpa «in eligendo» o «in vigilando» por infracción del deber de cuidado reprochable al empresario en la selección del dependiente o en el control de la actividad por éste desarrollada -SS. de 17 mayo 1977, 5 julio 1979 y 17 marzo y 30 diciembre 1980-, bien se prescinda de tales presunciones y se acuda a la responsabilidad por riesgo, previniendo los que determinadas actividades entrañan para personas y bienes jurídicamente protegidos -S. de 24 noviembre 1980-, requiere como presupuesto indispensable una relación jerárquica o de dependencia entre el ejecutor del acto causante del daño y la empresa demandada -S. de 5 julio 1979-; sin olvidar que, según declaró esta Sala en S. de 18 junio 1979, cuando se trata de contratos entre empresas no determinantes de relaciones de subordinación entre ellas, falta toda razón esencial para aplicar el artículo en cuestión, puesto que por lo general no puede decirse que quien encarga cierta obra o trabajo a una empresa, autónoma en su organización y medios con asunción de los riesgos inherentes al cometido que desempeña, deba responder de los daños ocasionados por los empleados de ésta, a menos que el comitente se hubiera reservado la injerencia o participación en los trabajos o parte de ellos, sometiéndolos a su vigencia o dirección, cual acontecía en la hipótesis resuelta por la S. de 17 noviembre 1980, donde los empleados de una entidad subcontratista trabajaban bajo la supervisión de la contratista y siguiendo las órdenes del encargado de la segunda.

CDO. Que lo expuesto conduce a la desestimación del motivo único del recurso interpuesto por «H.» contra la sentencia que, aun acogiendo la demanda frente a los demandados que se nombrarán, condenándoles al pago de la cantidad de 4.284.412 ptas. en concepto de indemnización por el quebranto patrimonial causado a la sociedad actora con la destrucción del puente elevado del ferrocarril minero, propiedad de la recurrente, derribado por el fuerte golpe que recibió del camión pilotado por don Francisco M. M., empleado de la empresa de transportes cuya titularidad corresponde a don J., absolvió a la Compañía Telefónica de España, sosteniendo la recurrente la tesis de que la Sala de instancia interpretó erróneamente el citado art. 1903 del CC, por cuanto en su criterio al estar acreditado en autos el dominio de dicha Compañía sobre el «semirremolque» y su entrega con la carga a la empresa de transportes para su conducción a Salinas, «se constituyó tácitamente y de modo eventual la recurrida en copropietaria del complejo constituido por aquél y el vehículo tractor en unión de don J.», a manera de «coempresaria durante el viaje», con la posible atribución de culpa «in vigilando» e «in eligendo» e incluso «otra mucho más grave, la de entregar un vehículo cuya altura no le hacía apto para transportar la central telefónica hasta dicha localidad, ya que debió prever que en la carretera M-630, a la altura de Figaredo, por donde necesariamente tenía que pasar, existe un puente de ferrocarril cuya altura es de 4,20 cm, mientras que la del semirremolque con su carga era de 4,40 cm»; alegación que no puede prosperar, por las siguientes razones: 1.ª) La pretendida actuación culposa de la Compañía Telefónica Nacional de España habría de basarse en un hecho no alegado oportunamente ni declarado como cierto por el Tribunal a quo, consistente en que aquélla en su condición de cargadora impuso a la empresa porteadora el seguimiento de una ruta o itinerario invariable y señalado de antemano, ello además de que la responsabilidad sería exigible en tal caso con arreglo al art. 1902, en cuanto derivada de culpa propia, y nunca por la vía del art. 1903, que es el precepto que se dice vulnerado. 2.ª) La sentencia combatida establece el aserto, incólume ya en el recurso, de que el conductor del camión actuaba a las órdenes exclusivas del demandado don J., transportista único, «cualquiera que sea la titularidad de la Telefónica sobre el remolque o incluso la supuesta participación en la carga», y al aceptar el considerando cuarto de la sentencia pronunciada en la primera instancia hace suya la afirmación de que «el transporte de la central telefónica fue encargado por la Compañía “S” al propietario del camión», con lo que se descarta toda posible coautoría imprudente que pudiera ser imputada a la recurrida como factor contribuyente a la causación del resultado dañoso, ni es permitido imponerle indemnización alguna al amparo de las normas que gobiernan la culpa extracontractual, como tampoco es dable al tercero dañado acudir a las reglas del contrato de transporte, máxime cuando hay que partir de que la Compañía Telefónica Nacional de España no fue la cargadora y carecía de todo poder de dirección como empresario cerca del conductor del vehículo. 3.ª) Aun admitiendo que a esta entidad le correspondiera el dominio del vehículo arrastrado por el automóvil tractor y la carga le perteneciera ya igualmente, y no que se hallara pendiente de entrega, es incontrovertible que uno y otra habían sido confiados para su transporte a la nombrada villa asturiana a la empresa del demandado don J. y el vehículo articulado (tractor y remolque) era conducido por un empleado de éste, cuyas órdenes patronales obedecía sin intervención alguna de la Compañía recurrida, sobre la que obviamente no pueden recaer las consecuencias del acto lesivo y culposo realizado por quien carecía de todo vínculo laboral con ella, sino que se hallaba sometido a las facultades organizativas de su empresario.

S. 16 de marzo de 1971.

Ponente: Excmo. Sr. Bonet Ramón.

La responsabilidad del art. 1903 se funda en un vínculo tal que la ley puede presumir fundadamente que si hubo daño éste debe atribuirse, más que al autor material, al descuido o defecto de vigilancia de la otra persona.


CDO. Que en igual sentido se ha pronunciado la jurisprudencia, que con reiteración viene declarando que la responsabilidad civil dimanante de hechos culposos o negligentes realizados por un tercero a las órdenes de una empresa se regula en el art. 1903 del C.Civ., el que la impone cuando entre el autor material del hecho y el que queda responsable hay un vínculo tal que la Ley puede presumir fundadamente que si hubo daño, éste debe atribuirse más que al autor material, al descuido o defecto de vigilancia de la otra persona, por lo que el fundamento de esta responsabilidad es una presunción de culpa «in eligendo» o «in vigilando», distinta e independiente de la que contrae el autor material que responde de culpa «in operando», por lo que dicho precepto establece una responsabilidad directa entre dueño o director del establecimiento o empresa y el perjudicado, engendradora entre ambos de una relación jurídica material que deja a salvo la de la empresa o dueño con su dependiente, solo para que aquélla pueda repetir contra ésta lo que hubiese pagado, responsabilidad directa cuya naturaleza autónoma ha sido proclamada con reiteración por esta Sala, entre otras en las sentencias de 24 marzo de 1953, 9 marzo 1957, 30 de abril 1960, 16 abril 1963, 14 febrero 1964, 11 de mayo y 16 de noviembre 1967, 16 de abril 1968 y 24 de febrero 1969.

2.2.  Culpa «in eligendo» o «in vigilando»

En general la responsabilidad contemplada en el art. 1903 se configura a partir de la culpa «in operando» del causante material del daño, la cual dará lugar a la responsabilidad de la persona física o jurídica de la que aquél dependía por culpa «in eligendo» o «in vigilando».

No obstante, en algunos de los casos del art. 1903 el requisito de la culpa «in operando» del causante material del daño se minimiza, como cuando se trata de un menor por el que deban responder sus padres; en otros el criterio de la culpa «in eligendo» o «in vigilando» del empresario resulta insatisfactorio para justificar su responsabilidad, cual sucede cuando el empleado goza de una especial cualificación técnica (ver STS 19-6-00, rec. 3651/1996, en epígrafe 2.1); y en otros, en fin, la responsabilidad se funda en deficiencias organizativas o asistenciales que resultan probadas aunque no se haya logrado identificar a un concreto causante material, como es el caso de los centros hospitalarios o de los centros docentes.

También se acude a veces a conceptos propios del Derecho penal, como el de posición de garante (así, STS 30-3-07, rec. 4169/1999).

S. 14 de mayo de 2010.

Recurso 1346/2010.

Ponente: Excmo. Sr. Seijas Quintana.

Culpa «in vigilando». Lesiones de un voluntario de la Cruz Roja a causa de una novatada cuando iba a achicar el agua de embarcaciones de la propia organización. Responsabilidad de ésta porque se encontraba bajo su mando.


TERCERO. [...] Por tanto, la resolución del recurso se contrae a verificar la significación jurídica dada por el Tribunal de instancia a los hechos consignados en la sentencia recurrida, para lo cual se debe partir de lo que la doctrina jurisprudencial exige para que se pueda declarar la responsabilidad por hecho ajeno regulada en el art. 1903 del CC: la existencia de una relación de dependencia entre el sujeto agente y aquel a quien se atribuye la responsabilidad, y que el evento se produzca dentro del ámbito de la misma o con ocasión de ella, así como la culpabilidad por acción o por omisión del agente, y la falta de prueba de haberse empleado toda la diligencia para evitar el supuesto dañoso (STS 10 de octubre 2007); dependencia que no es de carácter estricto, ni se limita al ámbito jurídico-formal ni a las relaciones de naturaleza laboral, sino que requiere una interpretación amplia, en la que suele ser decisiva la apreciación de un elemento del control, vigilancia y dirección de las labores que han sido encargadas (SSTS 3 de abril 2006, 6 de mayo 2009, entre otras). Y si bien es cierto que una novatada, en ocasiones, como la enjuiciada, puede causar lesiones o secuelas graves a quien la sufre, no encaja exactamente entre las tareas que fueron encomendadas al agresor por la Cruz Roja (si así fuera estaríamos en el ámbito del art. 1902 CC); también lo es que se ha desconocido por la demandada lo que el art. 6:102 de los Principios de Derecho Europeo de responsabilidad civil denomina «el estándar de conducta que le era exigible en la supervisión», citado en la Sentencia de 6 de marzo de 2007, o, lo que es lo mismo, se ha infringido el deber de vigilancia de las actividades llevadas a cabo por uno de sus voluntarios, militar o no, en el desarrollo y cumplimiento de la función que le había sido encomendada de achicar agua de los botes de la propia Cruz Roja, que estaban en el pantalán listos y a su disposición, puesto que los daños susceptibles de generar una responsabilidad civil no se han de producir necesariamente dentro del ámbito espacial concreto y delimitado del empleador, sino también en lugares donde se proyecten los deberes de vigilancia y atención. Lo cierto es que el menor no pudo realizar su trabajo al haber sido empujado de forma intencionada por el agresor y que esta persona no actuaba de forma autónoma sino sometido al cuidado y dirección de los mandos de la demandada, a cuyo cargo estaba el procurar las medidas apropiadas para que la orden de trabajo se cumplimentara en la forma para la que habían sido instruidos sus empleados, sin riesgo alguno para ellos, lo que no hizo. Como consecuencia de ello y en virtud de la concurrencia de un nexo causal entre ambos elementos, se produjo el resultado dañoso, susceptible de generar una responsabilidad civil por hecho de otro, en aplicación del art. 1903 del CC, que presupone una presunción de culpa que únicamente desaparece cuando las personas en él mencionadas prueben que emplearon toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño, en este caso la diligencia dirigida a evitar sucesos como el acontecido, en un medio previsible como en el que acontece.

S. 29 de noviembre de 2007.

Recurso 4269/2000.

Ponente: Excma. Sra. Roca Trías.

Culpa «in eligendo». Pese a que el patrón de una embarcación disponía de la titulación legalmente exigida y llevaba nueve meses en el puesto, no se ha desvirtuado la presunción de su culpa en el accidente marítimo que costó la vida a varios marineros. Hay otra sentencia sobre el mismo caso, y en idéntico sentido, de 30 de noviembre de 2007, rec. 4453/00.


QUINTO. En el quinto motivo se denuncia la infracción del art. 1248 en relación con 1253 CC, por concurrir error de derecho en la valoración de la prueba. Se pretende que la Sala examine de nuevo la prueba y se dice que la conclusión de que hubo conductas negligentes es una afirmación gratuita de la sentencia recurrida, que contrasta con los hechos probados y con el propio informe emitido por los peritos.

Este motivo debe ser rechazado porque en realidad se pretende que se vuelva a examinar la abundante prueba producida, que ha sido analizada de manera correcta y lógica por la Sala sentenciadora, de manera que al no ser la casación una tercera instancia y correspondiendo la valoración de la prueba al Tribunal de instancia (SSTS de 30 enero y 30 junio 2006, 30 abril y 10 julio 2007, por no citar más que las más recientes), no es posible volver a examinarla.

Estas mismas razones sirven para rechazar el motivo sexto que esta vez denuncia la infracción, por aplicación indebida, del art. 1902, en relación con el art. 1903,4 ambos del CC, así como vulneración por no haber sido aplicado el art. 1903 ultimo párrafo. Insiste en que se examinen las condiciones de navegabilidad del momento que eran muy complejas; que el barco había pasado todas las inspecciones e iba provisto de todos los mecanismos y aparatos necesarios para la seguridad. Además, asegura, no se puede imputar responsabilidad por la elección del patrón, que tenía experiencia y títulos y llevaba nueve meses como patrón de la nave en cuestión. En realidad pretende que se diga que se ha probado la diligencia según art. 1903 CC, por lo que se habría destruido la presunción de culpa en que se basa esta disposición. Para llegar a estimar este motivo, debería volverse a evaluar la prueba, lo que, como ya se ha dicho, no es posible en el recurso de casación.

SEXTO. El motivo séptimo se plantea como exclusivo para los recurrentes D. J. y D. J. y denuncia la infracción por aplicación indebida del art. 1902 CC, en relación con la jurisprudencia aplicable para resolver la cuestión objeto de debate, centrada en las sentencias que citan, relativas todas ellas a la aplicación de la doctrina del levantamiento del velo, puesto que se ha considerado en la sentencia recurrida que existen indicios para concluir que M., S.A. era una sociedad interpuesta, por lo que sus socios, que obtuvieron el resarcimiento del seguro por el accidente de «L.», debían responder ante los perjudicados, los ahora recurridos, de forma solidaria con los demás demandados.

Los recurrentes intentan que se destruyan las conclusiones que han llevado a determinar que hubo una sociedad interpuesta. La doctrina del levantamiento del velo tiene como presupuesto la actuación de uno o varias personas físicas bajo la apariencia formal o la cobertura legal de una persona jurídica, una sociedad (STS 18 mayo 2006); la constatación de la falsedad de la apariencia de una persona jurídica, por tratarse de una situación no pública, resulta siempre compleja y para llegar a precisar si nos hallamos ante una persona jurídica usada para fines distintos de los propios de la personalidad, deben utilizarse los indicios que permitan llegar a la conclusión de que se ha producido un fraude o un abuso de la personalidad, de modo que «[s]olamente está justificada en aquellos supuestos en que aparezca evidente que se ha utilizado, con fines fraudulentos, una confusión de personalidades y de patrimonios entre una persona física y una persona jurídica» (STS de 27 diciembre 1997). La sentencia de 19 abril 2006, con cita de la de 29 julio 2005, señala que esta técnica se utiliza para «[e]vitar que al socaire de esa ficción o forma legal, se puedan perjudicar intereses privados o públicos o pueda utilizarse aquélla [la sociedad] como camino de fraude (art. 6.4 CC) con posibilidad de que los jueces puedan penetrar en el interior de esas personas cuando sea necesario para evitar el abuso de esa independencia (art. 7.2 CC) en daño ajeno o de los derechos de los demás [...]».

Todo ello ha ocurrido en el presente supuesto en que la Sala ha considerado probada la circunstancia del abuso de personalidad, en base a los indicios que se entienden probados y que son la infracapitalización, la apariencia del contrato de arrendamiento de la nave siniestrada a la sociedad siendo los dos socios los propietarios de dicha nave; los patrimonios negativos de la propia sociedad que cuando se produjo el siniestro, no estaba en situación de afrontar su responsabilidad. Todo ello no ha sido rebatido en la debida forma por los ahora recurrentes, por lo que debe rechazarse este motivo de su recurso.

S. 10 de octubre de 2007.

Recurso 4741/2000.

Ponente: Excmo. Sr. Sierra Gil de la Cuesta.

Culpa «in vigilando». Agresión de un jugador de baloncesto al portero del hotel donde se alojaba el equipo. No responde el club porque su deber de no se extiende más allá de su estructura organizativa. Interpretación del art. 1903 según los «principios de derecho europeo de responsabilidad civil».


SEGUNDO. El Club deportivo demandado ha interpuesto recurso de casación contra la sentencia de la Audiencia Provincial, articulado en un único motivo de impugnación, en el que, por la vía del número cuarto del art. 1692 de la LEC, se denuncia la infracción del art. 1903.4 del CC.

Argumenta la entidad recurrente, en síntesis, que no concurren los requisitos establecidos en el indicado precepto para declarar la responsabilidad por hecho ajeno, que requiere que el daño se haya causado en el ejercicio de los ramos en que trabaje el operario o con ocasión de sus funciones, no siendo suficiente, por tanto, acreditar la relación de dependencia, sino que es preciso que el daño haya tenido su origen en el ámbito de actividad conferido al trabajador o asalariado, de tal manera que sea el desempeño de tales funciones la ocasión necesaria para que el daño se produzca. Destaca el Club deportivo recurrente que los hechos se produjeron fuera del espacio donde pudiera existir un deber de vigilancia por parte del empleador, y que, además, el origen del incidente no guarda relación alguna con la actividad o servicio que prestaba el codemandado T.; y concluye que el hecho de que una empresa envíe a uno de sus trabajadores a desempeñar un cometido fuera de su centro de trabajo, asumiendo el coste de manutención y alojamiento, no genera su obligación de responder de todas las acciones del trabajador, pues tal cosa sería tanto como declarar la responsabilidad del empresario con base en criterios puramente objetivos, y como consagrar una responsabilidad sin límites.

El motivo debe ser estimado con las consecuencias que más tarde se dirán.

La resolución del recurso se contrae, pues, a verificar la corrección de la significación jurídica dada por el Tribunal de instancia a los hechos consignados en la sentencia recurrida, para lo cual se debe partir de que la doctrina jurisprudencial exige, para que se pueda declarar la responsabilidad por hecho ajeno regulada en los párrafos primero, cuarto y sexto del art. 1903 del CC, la existencia de una relación de dependencia entre el sujeto agente y aquel a quien se atribuye la responsabilidad, y que el evento se produzca dentro del ámbito de la misma o con ocasión de ella, así como la culpabilidad -culpa «in operando» (en la acción) o «in omittendo» (por omisión)- del agente, y la falta de prueba por parte del empresario de haber empleado toda la diligencia para evitar el supuesto dañoso.

Como se precisa en la Sentencia de esta Sala de 6 de marzo de 2007, la exigencia de que el hecho lesivo se produzca en el servicio de los ramos en que el empresario tuviera empleado al sujeto agente, o con ocasión de sus funciones, requiere la determinación de los límites negativos de esta responsabilidad, como ocurre en aquellos casos en que el empleado realiza actividades que no tienen una conexión funcional, sino solo circunstancial con su trabajo. Esta cuestión se ha presentado en todos los ordenamientos jurídicos, y, en general, se ha concluido que, cuando el trabajador se coloca fuera de las funciones para las que ha sido empleado, sin autorización del empresario y con fines extraños a sus atribuciones, no debe responder el empleador. Se trata, en definitiva, de verificar si se ha desconocido lo que el art. 6:102 de los Principios de derecho europeo de responsabilidad civil denomina «el estandar de conducta que le era exigible en la supervisión» (to the requiered estándar of conduct in supervision), o, lo que es lo mismo, si se ha infringido el deber de vigilancia.

Pues bien, la proyección de esta doctrina al caso de autos pasa por determinar si el hecho lesivo se produjo en el marco de la actividad o funciones encomendada al agente, vinculado -y es pacífica esta relación de dependencia- con la entidad recurrente para el desempeño de una actividad deportiva de carácter profesional, siendo el objeto y carácter de la actividad prestada la que confiere peculiaridades a la relación entre el empresario -el club deportivo- y el empleado -el deportista-, pues ésta, en efecto, se desenvuelve no solo dentro de los límites físicos de las instalaciones deportivas, sino que, trascendiendo éstos, se extiende a determinados aspectos de la vida ordinaria del deportista, imponiendo obligaciones en orden al lugar de residencia o estancia, o a la forma de traslado a los distintos lugares donde han de realizarse los acontecimientos deportivos, e imponiendo incluso restricciones a la libertad ambulatoria, en la medida en que aprovechan al mejor desarrollo de la actividad, que se explican y justifican, por lo tanto, desde una perspectiva funcional o instrumental con relación a dicha finalidad.

Esta actividad, por lo demás, responde no solo a un interés privado, sino que se ve afectada por un interés público que se revela en la inclusión del fomento de la educación física y del deporte entre los principios rectores de la política social -art. 43.3 de la CE-, y en el establecimiento de un régimen y una organización de disciplina deportiva, que ha sido objeto de una específica regulación -Título XI de la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte, y el Real Decreto 1591/1992, de 23 de diciembre, que desarrolla el anterior en materia de disciplina deportiva, así como, en lo que afecta al presente proceso, la Ley 6/1998, de 14 de diciembre, del Parlamento de Andalucía, sobre Normas Reguladoras del Deporte-, y que justifica, de un lado, la atribución y el ejercicio de potestades disciplinarias, y de otro, el sometimiento de las personas físicas o jurídicas organizadoras de cualquier prueba, competición o espectáculo deportivo, así como los Clubes que participen en ellas, a la disciplina deportiva, con la subsiguiente responsabilidad, cuando proceda, por los daños o desórdenes que pudieran producirse en los lugares de desarrollo de la competición, en las condiciones y con el alcance que señalan los Convenios internacionales sobre violencia en el deporte suscritos por España, con independencia de las demás responsabilidades de cualquier tipo en las que pudiera incurrir como dice el art. 63 de la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte.

Tratándose de la responsabilidad de naturaleza civil, ya no por hecho propio, sino por hecho ajeno, la que cabe atribuir al Club como consecuencia de los hechos ilícitos y lesivos de los deportistas pertenecientes al mismo requiere una ineludible conexión con la actividad deportiva que le es propia. En el caso del deportista, ésta puede, ciertamente, identificarse con el ámbito de la disciplina del Club, en la medida en que el sometimiento a dicha disciplina se ha de ver siempre en el desarrollo propiamente de la relación entre aquél y éste para la práctica de las actividades deportivas, como aquí, profesionales; pero el ámbito disciplinario del Club deportivo no ha de servir siempre y en todo caso para delimitar la rama de actividad o las funciones encargadas al agente y correspondientes a dicha relación, en cuyo seno ha de producirse el hecho lesivo realizado por éste para poder atribuir la responsabilidad a aquél por los daños causados como consecuencia del mismo, pues la esfera disciplinaria sirve para otro tipo de responsabilidad, anudada, como se ha dicho, a intereses no meramente privados, y, sí, en cambio, con un neto carácter público. A los efectos de la responsabilidad civil por hecho ajeno, la referencia al sometimiento a la disciplina del Club ha de entenderse como la sumisión a la organización de la entidad, a las órdenes y a las directrices impartidas en el desarrollo de la actividad que le es propia y para la mejor consecución de los fines anudados a la misma; quedan fuera, por tanto, los comportamientos o conductas del agente que se realizan con total independencia de la estructura organizativa del Club, al margen del ámbito de organización, de decisión y, subsiguientemente, de control del mismo, y con absoluta desconexión con sus actividades, o con las funciones encomendadas a su dependiente. Tales comportamientos o conductas pueden dar lugar al ejercicio de las potestades en materia de disciplina deportiva, incluso por parte del Club, y aun eventualmente frente al mismo; pero no por ello se han de imputar civilmente a éste las consecuencias lesivas de actos de esa índole realizados por el deportista.

Así las cosas, se han de destacar, entre los elementos que conforman la base fáctica de la sentencia recurrida, las circunstancias en que se produjeron los hechos, así como el carácter, en términos de valoración jurídica, de la conducta del agente. Entre las primeras, no puede desconocerse el hecho de que el suceso tuvo lugar cuando el jugador, tras haber disputado el partido de baloncesto, abandonaba el hotel en que se había alojado con el resto de sus compañeros, en un taxi, solo, y sin que conste que el traslado se realizaba en el marco de la organización y bajo la supervisión del Club; y en cuanto a lo segundo, es indiscutido que las lesiones se produjeron a resultas de la agresión de aquél al demandante, lo que, sin prejuzgar responsabilidades de otro tipo, desplaza el comportamiento del agente a la esfera del dolo, que se sitúa, de este modo, y de forma evidente, al margen de la función encomendada y de las actividades propias de quien era su empresario, lo cual excluye la posibilidad de imputar a éste las consecuencias lesivas derivadas del actuar de aquél, y, por consiguiente, su responsabilidad por el hecho de su dependiente. Del mismo modo que habría que excluir cualquier responsabilidad, aun considerada ex art. 1902 del CC -lo que se afirma, claro es, a mayor abundamiento, pues no es tal el título de imputación que se esgrime-, en línea con lo expuesto en la Sentencia de 26 de junio de 2006, pues ni la contratación de personas inadecuadas puede considerarse causalmente relevante en relación con el resultado dañoso, habida cuenta, por una parte, del alejamiento fenoménico entre éste y las vicisitudes de la contratación y, por otra, de la naturaleza dolosa de la agresión imputable al agente, ni es exigible a la empresa -el Club deportivo- un determinado grado de previsión respecto de las reacciones agresivas de sus empleados, tanto más cuanto éstas han tenido lugar inopinadamente y al margen de su esfera de organización, dirección, control, y ámbito de actividad.

S. 13 de junio de 2007.

Recurso 1402/2000.

Ponente: Excmo. Sr. Corbal Fernández.

Culpa «in vigilando». De Ayuntamiento sobre instalaciones deportivas cedidas en régimen de concesión. En parecido sentido S. 31 de marzo de 1998 (rec. 709/1994).


QUINTO. En elmotivo cuarto se acusa infracción por aplicación indebida del art. 1903, párrafos 1.º y 4.º del CC, en relación con la doctrina contenida -entre otras- en las Sentencias de 8 mayo 1999, 4 abril 1997, 20 diciembre 1996 y 2 julio 1993, y en relación con los arts. 73 y 76 de la Ley 50/1980, de Contrato de Seguro.

El motivo tiene como finalidad rechazar la existencia de responsabilidad del Ayuntamiento de A. apreciada en la sentencia recurrida, con el efecto de excluir la directa de la recurrente como aseguradora de dicha entidad. En el cuerpo del motivo se argumenta, en síntesis: que no hay relación de dependencia o jerarquía entre el Ayuntamiento y S.A., y que el Sr. B. (condenado como encargado de la vigilancia y control de las instalaciones) no dependía para nada del Ayuntamiento ni recibía instrucciones del mismo. Se añade que la concesionaria S.A. desempeñaba las funciones de «explotación, mantenimiento y vigilancia de las instalaciones en cuestión» con total autonomía de organización y medios, sin estar sometida a directrices, instrucciones y dirección alguna por parte del Ayuntamiento, todo ello de conformidad con el contrato suscrito. Y, finalmente, después de aludir a que el daño no ocurrió con motivo de la propiedad de un bien, sino con motivo de la gestión de la actividad, resalta que del contrato de 30 diciembre 1995 se deduce que el Ayuntamiento cedió a S.A., a cambio de un precio, la gestión de las instalaciones poniendo a disposición de la misma el referido centro deportivo, cuya gestión llevó a cabo S.A. a través de sus empleados y representantes de forma exclusiva con sus propios medios confiando por tanto el Ayuntamiento en una adecuada gestión y quedando al margen de ella.

El motivo debe desestimarse por varias razones.

La primera hace referencia a que el Ayuntamiento es condenado por la falta de la adecuada vigilancia sobre el efectivo cumplimiento de las instrucciones recibidas y obligaciones asumidas por la concesionaria. Por consiguiente, la sentencia recurrida no pudo infringir el art. 1903 CC ya que afirma la existencia de una culpa «in vigilando». La postura de la parte recurrente negando la premisa de existir el deber de vigilancia es un tema que, en cuanto a su realidad, resulta ajeno al art. 1903 CC. Puede formar parte de la hermenéutica contractual, o de la valoración probatoria, pero no es susceptible de ser cuestionado con el fundamento seleccionado por la parte recurrente.

La segunda razón es que nos hallamos ante unas instalaciones públicas respecto de las que la Administración conserva los poderes de policía para asegurar la buena marcha de los servicios de que se trata, como se alegó por la parte recurrida en el escrito de impugnación, y, además, habida cuenta el carácter de instalaciones públicas al servicio de los ciudadanos, los responsables del Ayuntamiento de la Sección o Negociado relativo al correspondiente esparcimiento no quedan excusados de la vigilancia y control, especialmente en relación a concretos aspectos como las de seguridad e higiene, por el hecho de contratar a una empresa privada para que desarrolle la función de mantenimiento y vigilancia inmediata. Además una cosa sería la falta de vigilancia sobre un acto singular y otra distinta es la falta de vigilancia sobre una deficiencia persistente (defectuosa instalación).

Finalmente, y a mayor abundamiento, las porterías no habían sido nunca ancladas, según se ha declarado probado, y con tal circunstancia las instalaciones fueron entregadas por el Ayuntamiento a la concesionaria; y debe observarse al respecto que la diferencia de tiempo entre el contrato (30 diciembre 1995) y el suceso (21 de junio de 1996) fue de menos de seis meses, sin que conste observación o advertencia alguna del Ayuntamiento a S.A. sobre las medidas de seguridad a adoptar en las instalaciones deportivas, y, en concreto, el debido anclaje de las porterías.

S. 30 de marzo de 2007.

Recurso 4169/1999.

Ponente: Excmo. Sr. Auger Liñán.

Culpa «in eligendo» e «in vigilando» y posición de garante. Intoxicación por inhalación de gas. Responsabilidad de la empresa suministradora, pese a no haber llevado a cabo la instalación interior ni la adaptación de los quemadores, porque hizo una oferta incluyendo este servicio.


PRIMERO. El tratamiento lógico del recurso de casación requiere que se estudien de manera conjunta los motivos primero y tercero del mismo, íntimamente relacionados. El primer motivo se formula al amparo de lo dispuesto en el art. 1692, 4.º de la anterior LEC, por infracción del art. 1903 del CC, en relación con el art. 1902, respecto de la responsabilidad no solo por los actos y omisiones propios sino por los de aquellas personas por las que se debe responder. La responsabilidad recogida en el art. 1903, párrafo 4.º, aduce la parte recurrente, se funda en la intervención de culpa «in eligendo» o «in vigilando» por infracción del deber de cuidado reprochable al empresario en la selección de dependientes o en el control de la actividad por estos desarrollada. El motivo tercero se formula al amparo del núm. 4 del art. 1692 de la Ley Procesal, por infracción de la doctrina jurisprudencial.

La línea argumental de ambos motivos descansa de modo esencial en la alegación de que la empresa suministradora N. (absorbida posteriormente por «SOCIEDAD DE GAS»), que es ahora la única demandada tras el desistimiento de la demanda contra la instaladora U., hizo una oferta a la Comunidad de Propietarios del domicilio de la demandante, en la que se incluía la instalación de gas en el edificio, y mandó por su cuenta a la instaladora U., que realizó la instalación y, a su vez, subcontrató a la empresa «Z. S.A.» para que efectuase la adaptación de los quemadores al gas natural, y que por tanto la empresa suministradora N. subcontrató a la instaladora U., de todo lo cual se desprende, según aduce la recurrente, la existencia de una responsabilidad por culpa «in vigilando» o «in eligendo». Asimismo el recurso sostiene que la empresa suministradora no cumplió sus deberes de inspección, y señala que ambas compañías N. y U., han de responder directa y solidariamente, y habiendo desaparecido U. (frente a la que se desistió), la responsabilidad ha de recaer en la entidad N., con quien en definitiva se contrató el servicio de instalación y suministro del gas.

Para un adecuado examen de ambos motivos se hace necesario dejar sentados los siguientes extremos, en relación con el suceso acaecido el 19 de abril de 1991, en el interior del domicilio de la actora, D.ª R., en la calle I., consistente en la intoxicación de dicha demandante por inhalación de gas y de la que dimana su petición de indemnización.

Es cierto, y así se declara en la sentencia impugnada, que las empresas N. (suministradora) y U. (instaladora) son entidades distintas, y que la actora firmó con la empresa instaladora el contrato correspondiente; sin embargo, se omite en la sentencia impugnada analizar un extremo que la parte demandante ha venido alegando como base de su reclamación, en concreto el relativo a que la instalación interior del gas, por la empresa instaladora se hizo por encargo de la suministradora, argumentando la parte actora, recurrente ante esta Sala, que había de tener en cuenta que la oferta, que la suministradora realizó para la prestación del servicio de gas natural, incluía la instalación interior, aspecto que sí se consideró en la Sentencia de Primera Instancia, donde se tuvo por probado que la empresa instaladora, U., realizó la instalación por cuenta de la suministradora N.

Habiéndose prescindido de tales hechos en la sentencia impugnada, no se puede estimar agotado el tratamiento de las circunstancias en que se produce la realización de la oferta por N., aspecto en el que la Sala «a quo» no ha entrado en toda la dimensión precisa resultante de lo actuado, a pesar de su relevancia y acreditada conexión en relación con la «causa petendi», por lo que cabe a esta Sala hacerlo (SSTS 19 de junio de 2000, 22 de noviembre de 2002, 28 de octubre de 2003 y 5 de octubre de 2006), no pudiendo ignorarse que, ya desde la demanda, se sostuvo que U. realizó la instalación por orden de la suministradora N., y que parte de la prueba practicada a instancia de la actora se ha dirigido precisamente a demostrar que la instalación interior del gas se comprendía ya en la oferta hecha por la suministradora.

Así pues, ha de dejarse sentando que, como consta en actuaciones, por N. se realizó oferta para la instalación de gas natural, que se plasmó en un folleto en el que puede leerse, entre otros contenidos, los siguientes: «CONSEJOS ÚTILES. 1.º reciba al técnico de N. que le presentará una oferta conjunta para contratar el suministro del gas y la instalación... 4.º Contrate gas natural en su hogar sin pesados trámites ni desplazamientos, solucionándolo todo con nuestro técnico. 5.º Disponga de gas natural con una instalación realizada por un instalador homologado por N.». Asimismo, en el referido folleto de N. se explica -acompañando croquis- en que consiste la instalación hasta la ventana y la instalación interior, señalando que ésta «incluye la transformación y puesta en funcionamiento de los aparatos multiuso y de la instalación de rejillas de ventilación». Igualmente se contiene una oferta económica, denominada «oferta promocional para instalación de gas natural», en la que se ofrece una comparación entre el precio normal y el precio de oferta, que incluye, en ambos casos, el importe de la instalación interior junto al importe de instalación hasta la ventana, el coste del enganche y el coste de alta de abonado. Varios vecinos del inmueble decidieron aceptar la oferta de instalación de gas natural que les hizo N., sin elegir la empresa que habría de encargarse, de la instalación interior, que fue proporcionada por la suministradora N., como había anunciado y asumido en su oferta promocional.

De tales hechos cabe deducir que existía un acuerdo entre la empresa suministradora y la instaladora para que ésta se encargara de la instalación interior, pues de otro modo no sería posible que la suministradora pudiera indicar el precio normal y el de oferta en el folleto promocional; que la empresa instaladora no fue elegida por los vecinos, sino proporcionada por la suministradora N., que, como igualmente figura en el folleto publicitario, asumió todas las gestiones, y dispuso mandar una empresa instaladora que en el mencionado folleto se decía estar homologada por la propia N. (cuando tal homologación no le correspondía), con el sentido de garantía que ello supone. De hecho, el precio cobrado por la instalación interior (106.848 pesetas) coincide con el que figuraba con la oferta promocional. Frente a los potenciales clientes contratantes es evidente que N. se encargaba de proporcionar una empresa instaladora, por ella «homologada» -con la solvencia que de ello cabe inferir desde el punto de vista del consumidor contratante- que realizaría la instalación interior, y también asumía el compromiso de solucionar todos los trámites relacionados con la instalación del servicio. Asimismo, resulta patente que la oferta promocional lanzada revertía en beneficio de N., que de tal manera captaba clientes a suministrar, y también de la instaladora, que se procuraba la contratación de sucesivas instalaciones interiores, mientras que para los consumidores del servicio es obvio que la oferta promocional tenía un sentido integral, que les facilitaba el acceso al suministro del gas natural en el interior de sus domicilios y la conexión de los aparatos de la vivienda a esa fuente de energía.

En definitiva, U. realizó la instalación, pero no por elección de la parte demandante en este proceso -D.ª R.-, sino por encargo de N., y previa existencia de un acuerdo entre tales empresas, al que fue totalmente ajena esa cliente, necesario para poder presentar la oferta promocional y dar efectividad a tal oferta global de puesta en funcionamiento del servicio.

Por otra parte, la cuestión de la inspección de la instalación interior por la empresa suministradora, tampoco se ha abordado en toda la extensión precisa en la sentencia impugnada. La empresa U. se encargó de la instalación interior, y con fecha 3 de abril de 1991 emitió certificado de instalación individual de gas en edificio habitado, en la que se omite que no se había producido la adaptación del uso de gas butano al uso de gas natural, mediante la transformación de los quemadores del aparato de cocina y del calentador. El 15 de abril de 1991 la empresa suministradora N. realizó la inspección, a la que viene obligada, de la instalación interior, sin que tampoco aparezca indicado estar pendientes de transformación los quemadores de los aparatos de cocina y calentador, que figuran instalados, declarándose, no obstante, que la instalación quedaba en disposición de servicio. El día 16 de abril de 1991 la empresa Z., subcontratada por U., efectuó la transformación de los aparatos electrodomésticos (cocina y calentador) a gas natural, y en la documentación sobre tal intervención no figura que se hiciera trabajo sobre el calentador (fol. 270).

Una vez sentado todo lo anterior, se hace necesario hacer referencia a la doctrina de esta Sala sobre diversos aspectos que atañen al presente supuesto. En primer término, es preciso significar que resulta de plena aplicación al caso la doctrina de la responsabilidad por la creación de riesgo, que obliga a las compañías de gas que se encargan de la implantación del servicio, por una parte, a emplear una diligencia extrema, requerida por el peligro inherente al medio de energía suministrado, y, por ora, supone desplazar a éstas la carga de la prueba de haber obrado con toda la diligencia necesaria, y que, en suma, el resultado dañoso ocurrió no obstante haberse empleado toda la diligencia necesaria. En tal sentido se pronuncia la Sala en Sentencia de 29 de octubre de 2004 (recurso núm. 2842/1998) al declarar que «Para la aplicabilidad de la teoría del riesgo a los daños producidos por una conducta humana, es preciso que los mismos sean producidos en una actividad peligrosa, aplicándose esta doctrina del riesgo por esta Sala con un sentido limitativo (fuera de los supuestos legalmente prevenidos) no a todas las actividades de la vida, sino solo a las que impliquen un riesgo considerablemente anormal con los estándares medios; y como dice la Sentencia de 17 de noviembre de 1998, ello no es, sin embargo, causa ni motivo para que tal responsabilidad surja siempre, dado que también y como tiene proclamado esta Sala, es muy de tener en cuenta la conducta de quien sufrió el daño, de tal modo que cuando ésta sea fundamentalmente determinante de dicho resultado ha de tener influencia manifiesta desde un punto de vista de regulación, lo que indudablemente resulta aplicable por aplicación de los principios de justicia distributiva, conmutativa y social, así como de la seguridad jurídica. Ante supuesto de hecho similar el ahora enjuiciado, dice la Sentencia de 30 de julio de 1998 que ha de tenerse en cuenta la doctrina jurisprudencial sobre el riesgo acreditado, preexistente y concurrente que, en línea cuasi-objetiva minoradora del culpabilismo subjetivo, presupone acción voluntaria que obliga a extremar todas precauciones y con mayor intensidad cuando puede estar en peligro la vida de las personas, lo que obliga a adoptar los medios y medidas de seguridad disponibles, entre las que cabe incluir las que suponen efectiva actividad material, como las de vigilancia control y mantenimiento, a fin de evitar que se transforme en daño efectivo lo que consta como peligroso potencial cierto, por resultar entonces adecuada aplicación del art. 1902 del CC, con la consecuente inversión de la carga de la prueba (sentencias de 13 de diciembre de 1990, 5 de diciembre de 1991, 20 de enero, 11 de febrero, 25 de febrero, 8 de abril y 22 de septiembre de 1992, 10 de marzo y 9 de julio de 1994 y 8 de octubre de 1996), en razón a actividades que notoriamente son peligrosas, como así sucede en el caso que nos ocupa por el uso doméstico del gas butano...».

También se debe traer a colación lo establecido en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, en cuyo art. 25 se establece que «el consumidor y el usuario tienen derecho a ser indemnizados por los daños y perjuicios demostrados que el consumo de bienes o la utilización de productos o servicios les irroguen salvo que aquellos daños y perjuicios estén causados por su culpa exclusiva o por la de las personas de las que deba responder civilmente», disponiendo el art. 26 que «las acciones u omisiones de quienes producen, importan, suministran o facilitan productos o servicios a los consumidores o usuarios, determinantes de daños o perjuicios a los mismos, darán lugar a la responsabilidad de aquéllos, a menos que conste o se acredite que se han cumplido debidamente las exigencias y requisitos reglamentariamente establecidos y los demás cuidados y diligencias que exige la naturaleza del producto, servicio o actividad»; y de específica aplicación al servicio de gas, resulta lo previsto en el art. 28 de la Ley 26/1984, que prevé en sus dos primeros apartados lo siguiente: «1. No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, se responderá de los daños originados en el correcto uso y consumo de bienes y servicios, cuando por su propia naturaleza o estar así reglamentariamente establecido, incluyan necesariamente la garantía de niveles determinados de pureza, eficacia o seguridad, en condiciones objetivas de determinación y supongan controles técnicos, profesionales o sistemáticos de calidad, hasta llegar en debidas condiciones al consumidor o usuario. 2. En todo caso, se consideran sometidos a este régimen de responsabilidad los productos alimenticios, los de higiene y limpieza, cosméticos, especialidades y productos farmacéuticos, servicios sanitarios, de gas y electricidad, electrodomésticos y ascensores, medios de transporte, vehículos a motor y juguetes y productos dirigidos a los niños».

Como se expone en la Sentencia de 25 de octubre de 2000 (recurso núm. 2617/1995), «en el ámbito de la Ley 26/1984 y en su capítulo de garantías y responsabilidades -claramente ajustado al art. 51 de la Constitución según ha determinado la Sentencias de 26 de enero de 1989 del Tribunal Constitucional- de acusada, aunque no absoluta, objetivación del deber indemnizatorio que regula cuando se quebrantan sus previsiones, se encuentra el art. 25 que otorga al consumidor o usuario del derecho a ser indemnizado de los daños y perjuicios probados y derivados del consumo o utilización de productos o servicios con la salvedad de que tales consecuencias sean “causadas por su culpa exclusiva o la de las personas por las que deba responder civilmente, de forma que del total perjuicio, sin posibilidades de compensación, ha de responder el suministrador del servicio en cuyo manejo haya tenido lugar la contingencia siempre que esta no se deba a culpa exclusiva del perjudicado, aunque el comportamiento de este haya tenido cierta incidencia en la producción y esta declaración se enlaza con la excluyente de tal responsabilidad del suministrador en el art. 26 cuando se han cumplido debidamente las exigencias y requisitos reglamentariamente establecidos y los demás cuidados y diligencias que exige la naturaleza del producto servicio o actividad” aportados o prestados, en cuyo caso la responsabilidad había de ser soportada por el propio perjudicado, si alguna negligencia hubo en su hacer o si lo fortuito o la fuerza mayor hubieran sido el origen del daño, con el posible daño a terceros y según los posibles supuestos. Insistiendo en la misma tendencia responsabilizadora, el art. 27 de la Ley presenta diversos supuestos -siempre en “lo que resulte más favorable al consumidor o usuario”- que culminan en el art. 28 descargando esa responsabilidad en el suministrador cuando el daño se origen pese al correcto uso del servicio y cuando se hayan desatendido las medidas de seguridad y las de controles técnicos que garanticen las condiciones con que, en ese orden preventivo, ha de llegar el servicio al usuario precisando que los de gas están, entre otros sometidos a ese régimen precautorio, siendo los propios recurrentes los que avisan de lo definitivo en este campo al hacer cita expresa de lo que previene el art. 29 de la propia Ley».

En vista de todo ello, la compañía suministradora N. debe responder de los perjuicios causados a la demandante D.ª R., puesto que:

a) La inhalación de gas por la actora perjudicada se produjo en el interior de su vivienda, siendo su origen la existencia de defecto en la instalación interior, que produjo una mala combustión en los quemadores de los aparatos (cocina-calentador), que fueron transformados para su adaptación al gas natural el día 16 de abril de 1991 por la empresa Z., subcontratada para tal menester por la instaladora U. Resulta evidente que, si por la instaladora y la empresa que ésta subcontrató se hubiera observado el deber de diligencia que las circunstancias requieren cuando se trata de la puesta en servicio de gas, que lleva aparejado un riesgo indudable para el consumidor, no se hubieran producido defectos en la instalación, ni consecuentemente la inhalación tóxica que aconteció el día 19 de abril de 1991, esto es, días después de emitirse certificado de haberse hecho la instalación interior y de la inspección de la misma, en la que se omitió que no se habían adaptado los aparatos domésticos (cocina y calentador), aunque declarando que la instalación era correcta y quedaba en disposición de servicio, no existiendo ninguna prueba de que la intoxicación se debiera a la negligencia de la parte actora. La inhalación de gas provocó a la demandante una serie de lesiones y trastornos psíquicos a los que más adelante se hará referencia.

b) Ante la parte demandante, usuaria y consumidora del servicio de gas, la empresa N. asumió una posición de garante de la prestación e idoneidad del servicio, y encargó, en el marco de una oferta promocional integral de puesta en marcha y suministro del servicio de gas, la instalación interior a la empresa U., que, aunque formalmente fuera contratada por la actora y su marido para la instalación interior, sin embargo no fue elegida por los mismos, sino que acudió a su domicilio enviada, proporcionada, y por encargo, de la empresa suministradora N., en virtud del vínculo establecido entre tales empresas derivado de un acuerdo previo entre ellas, y en el marco asumido por la suministradora ante el usuario, de realizar integralmente todas las gestiones y trabajos necesarios para la puesta en funcionamiento del servicio, lo que hace que la suministradora deba responder de la actuación de la instaladora conforme al art. 1903 del CC, en virtud de «culpa “in eligendo”» y de «culpa “in vigilando”», por la deficiente o incompleta instalación realizada, y las facultades que tienen atribuidas en relación a la vigilancia de la seguridad de la instalación. Que la transformación de los quemadores correspondiera a la empresa Z. no libera de responsabilidad a la instaladora que la subcontrató (contra la que ya no se dirige la demanda), ni a la suministradora, pues no desvirtúa lo anteriormente expuesto sobre la posición de garantía que N. asumió ante el usuario, el acuerdo que tenía con U. y sus responsabilidades sobre la seguridad de la instalación, que constaba en la póliza de abono y que, como suministradora, se prevén en los arts. 26 y 28.2 de la Ley 26/1984, lo que determina que deba responder por la actuación de la empresa instaladora, en un sentido amplio, comprensivo tanto de su actuar negligente por la deficiente instalación como de la falta de comprobación de la correcta actuación de la empresa subcontratada al transformar los aparatos de utilización.

c) La actuación inspectora de la suministradora N. se ha revelado ineficaz, pues, pese a la proximidad de la inspección al suceso lesivo, no ha servido para prevenir el mismo, cuando en las condiciones generales de la póliza de abono para el suministro del gas natural, de fecha 8 de febrero de 1990, contrato impreso de adhesión, en cuya redacción en modo alguno intervino el cliente contratante, y en concreto en la condición 5.ª, se recogía un compromiso de la instaladora en los términos siguientes: «Condiciones de instalación interior. Todas las instalaciones receptoras en el interior de edificios habitados, para viviendas, comercios u oficinas destinados a suministrar cualquier tipo de gas combustible a uno o más abonados, deberán reunir los requisitos necesarios para que quede garantizada la regularidad y seguridad del servicio y habrán de ajustarse a las “Normas Básicas” de instalaciones de gas en edificios habitados y demás normativa vigente. Dichas instalaciones solo podrán ser realizadas por empresas instaladoras con “Carnet de Empresa con Responsabilidad”, expedido por el Órgano de la Administración competente. Si como resultado de la inspección la instalación no fuera considerada aceptable, por no ajustarse a las “Normas Básicas”, la empresa suministradora de gas señalará a quien la haya construido los defectos de ejecución y de funcionamiento encontrados para que los corrija antes de iniciar el suministro, remitiendo, en caso de discrepancia, comunicación de los reparos formulados a la Delegación Territorial del Departamento de Industria y Comercio del Gobierno Vasco, la cual, previas las actuaciones que estime oportunas, y en todo caso después de oir al instalador, dictará la resolución que proceda en el plazo de ocho días». Desde la perspectiva de la responsabilidad en el ámbito civil, la transcrita «condición general» evidencia el compromiso de garantizar la seguridad de la instalación, y no basta para eliminar tal responsabilidad con que eventualmente se observen las prescripciones reglamentarias administrativas, con el simple cumplimiento de prevenciones legales y reglamentarias, si se revelan insuficientes para evitar el daño, por lo que se exige agotar la «diligencia necesaria», como ya es reiterada doctrina de esta Sala (por todas, la anteriormente citada Sentencia de 29 de octubre de 2004), y resulta de lo establecido en el art. 26 de la Ley 26/1984. Por consiguiente, cabe considerar en este punto que la suministradora no cumplió con la diligencia que las circunstancias demandaban su obligación de vigilancia de la empresa instaladora, que ella mismo eligió para tal menester, incurriendo en «culpa “in vigilando”», por sus propias omisiones, dado el compromiso asumido frente al consumidor y en la labor inspectora, contrayendo una responsabilidad que cabría residenciar tanto en sede de obligaciones contractualmente asumidas en la póliza de abono, como también en los arts. 1902 y 1903 del CC, pues estaba obligada a una eficaz vigilancia de la corrección de la instalación, y no efectuó la misma de modo eficaz, ni con toda la diligencia exigible, siendo así que el suministro debía llegar al consumidor en condiciones de seguridad, después de efectuados controles técnicos de calidad (art. 28 de la Ley 2671984), resultando significativo que ni se recogió en el certificado de inspección la circunstancia de faltar la adaptación de los aparatos de utilización al uso de gas natural, y que el técnico que realizó la inspección para N. el 15 de abril de 1991 (4 días antes del accidente) haya declarado (fol. 339) que en la revisión que se hacía primero se comprobaba la estanqueidad de la tubería del gas hasta los aparatos, «a continuación se transforman los aparatos, luego se les pone en funcionamiento y al calentador se le pone un espejo para ver si revoca y a la cocina se da un poco de aire con la mano para que no se apaguen los quemadores, y una vez efectuado esto y viendo que está correcto se le da el paso del gas, y esta comprobación es la que hicieron y se le dio el alta al estar todo correcto»; cuando lo cierto es que el certificado de la instaladora y las comprobaciones de la suministradora se hicieron cuando no se habían transformado los quemadores de los aparatos de utilización, sin que pusieran la necesaria diligencia en la evitación del daño.

d) En consecuencia, se da la responsabilidad derivada que acoge el art. 1903, en relación con el 1902, del CC, al obligarse no solo por los actos propios sino por las de aquellas personas de las que se debe responder, por existir culpa «in eligendo» e «in vigilando» en la creación del riesgo y que se acredita por un actuar no ajustado a las circunstancias del caso concreto tanto en la empresa instaladora como en la suministradora, que debían haber actuado con toda prudencia, diligencia y extrema atención para evitar la causación de daños y perjuicios, lo que presupone la adopción desde el principio de las garantías y medios precisos y eficaces para prever y eludir situaciones como las que es objeto del pleito y que bien pudo evitarse. En el presente caso, es obvio que la empresa instaladora U. no obraba con total autonomía, pues la suministradora N. tenía facultades de vigilancia y control sobre la seguridad de la instalación interior, que incluso asumió contractualmente frente a los usuarios, por lo que debe responder directa y solidariamente por las acciones y omisiones de la instaladora. El resultado dañoso ha sido causado por la deficiente instalación interior del servicio de gas, y es objetivamente atribuible a la empresa suministradora en función del alcance de sus obligaciones extracontractuales (y también contractuales), e incluso legales (arts. 25 a 28 de la Ley 26/1984), y de la previsibilidad del resultado dañoso con arreglo a las reglas de la experiencia, siendo responsable de inspeccionar eficazmente la correcta instalación, y sin que haya existido conducta alguna atribuible al usuario de la instalación de la que haya resultado su culpa exclusiva en la intoxicación por la inhalación de gas.

Por todo lo cual, los motivos primero y tercero han de ser estimados con las consecuencias indemnizatorias que más adelante se establecerán.

S. 3 de diciembre de 2003.

Recurso 4495/1997.

Ponente: Excmo. Sr. Sierra Gil de la Cuesta.

Culpa «in vigilando». Accidente laboral de empleado de una empresa de desmontaje de material. Responde la empresa que encargó los trabajos a aquélla por haberse reservado en el contrato un «férreo control» sobre sus actividades.


PRIMERO. [...] El único motivo del actual recurso de casación lo formula la parte recurrente en razón el art. 1692.4 de la LEC, ya que en la sentencia recurrida, según afirma dicha parte, se ha infringido el art. 1903 del CC.

Este motivo debe ser desestimado.

La tesis casacional de la parte recurrente se basa en afirmar que como «AE, S.A.» no tenía relación alguna de dependencia o subordinación, sino simples relaciones mercantiles autónomas, con la entidad «H. T.», no puede responsabilizarse el acaecimiento del accidente laboral que más tarde se dirá.

Ante todo hay que determinar que los datos fácticos de la presente contienda judicial, así están determinados: Que J. -sus herederos son parte recurrida en casación-, cuando trabajaba el 24 de mayo de 1990 como empleado de la empresa que gira bajo el nombre comercial de H. T. en tareas de desmontaje de material contratadas con la misma por la empresa pública A. E. -parte recurrente en casación- en la planta que ésta tiene en Cádiz, sufrió un accidente laboral que le causó la muerte.

Y más tarde hay que añadir que de lo actuado y plasmado como factum de la sentencia recurrida se desprende que el contrato suscrito «de venta de chatarra» por una parte por «A. E., S.A.» -parte ahora recurrente- con la firma «H. T.», de fecha 12 de marzo de 1990, se determina expresamente en el punto 8 del mismo lo siguiente: «Con independencia de cualesquiera controles que resulten habituales en la actividad objeto del presente contrato, el Contratista admite expresamente la realización de los que a continuación se indican por parte de la propiedad. a) Los de carácter técnico encaminados a determinar en cualquier momento el cumplimiento de las especificaciones exigibles en función de los trabajos encomendados. b) Los de carácter jurídico, encaminados a comprobar el cumplimiento por parte del contratista, de cuanta normativa vigente le resulta aplicable y específicamente de la relativa a los aspectos laborales, de Seguridad Social y de Seguridad e Higiene, y que, entre otros, podrá ser los siguientes: b.1. Realización de auditorías laborales, encaminadas a comprobar el cumplimiento mensual por el contratista de sus obligaciones de abono de salarios, del reflejo en nómina de la totalidad de los mismos y, de su cotización por ellos a la Seguridad Social, asimismo, del cumplimiento de la normativa general o propia de Seguridad e Higiene».

También en el punto 15 de dicho contrato se dice: «La propiedad queda facultada para proceder a la inmediata rescisión del presente contrato, además de en los supuestos legalmente previstos, en los siguientes: Con carácter general cuando el contratista incumpla cualesquiera de las obligaciones a que se compromete por medio del presente documento o con la aceptación de las CABS-0988». Previendo dichas normas y en concreto la 0806 f) cumplir con la normativa vigente en materia laboral de Seguridad Social y de Seguridad e Higiene en el Trabajo.... h) asimismo «con independencia de cualesquier controles que resulten habituales en la actividad objeto del presente contrato, el suministrador admite expresamente la realización de los que a continuación se indican por parte del adquirente: h.1. Los de carácter jurídico encaminados a comprobar el cumplimiento parte del suministrador de cuanta normativa vigente le resulte aplicable y específicamente de la relativa a los aspectos laborales de Seguridad Social y de Seguridad e Higiene...».

Todo lo cual hace que se tenga que suscribir la tesis mantenida en la sentencia recurrida, y por ende no tener en cuenta la tesis casacional planteada, puesto que aunque entre la firma recurrente y la entidad «H. T.» no existía una relación de dependencia, si había «un férreo control» de vigilancia de la primera entidad sobre la segunda. Sobre todo en temas de seguridad laboral, en la que esta asumía responsabilidades.

Por ello, es lógico que entre en juego para exigir la responsabilidad derivada del accidente laboral en cuestión -hecho incontrovertido- el art. 1903 del CC, en relación a la empresa recurrente, pues dada la relación existente entre ambas empresas, no cabe duda de la existencia de una culpa «in vigilando» e incluso «in eligendo» por haber existido infracción del deber derivado en el control de la actividad desarrollada por la empresa contratada por la entidad recurrente (Sentencia de 24 de junio de 2000).

S. 7 de abril de 2003.

Recurso 2540/1997.

Ponente: Excmo. Sr. Gullón Ballesteros.

Culpa «in vigilando». Lesiones del conductor de un ciclomotor por colisión contra una isleta de una carretera en obras deficientemente iluminada y señalizada. Responde la Administración por sus poderes de dirección y vigilancia sobre el contratista.


SEGUNDO. El motivo primero, al amparo del art. 1692.4.º LEC, acusa infracción por no aplicación de los arts. 1255 y 1258 CC; art. 44 Ley de Contratos del Estado -texto articulado de 8 de abril de 1965, vigente en el momento del accidente-; art. 134 de su Reglamento de 25 de noviembre de 1975 y cláusula 23 del Pliego General de Cláusulas Administrativas Generales para la Contratación del Estado, aprobado por Decreto 3.854/1970, de 31 de diciembre. La tesis que se sustenta es la de que la Administración no responde de los daños imputables a la actividad del contratista como consecuencia del contrato, pues tal actividad no se debe a órdenes o instrucciones directas o inmediatas de la Administración; que la responsabilidad objetiva del Estado por el funcionamiento normal o anormal de un servicio público no resulta aplicable al supuesto de daños producidos en un contrato de obra como consecuencia de la actividad de ejecución del contratista.

Para juzgar este motivo ha de partirse de que la sentencia recurrida, en forma ciertamente confusa, asienta la responsabilidad del Estado en que su responsabilidad es directa, principal y objetiva, trayendo a colación el art. 106.2 Constitución y art. 139.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas; y en que la legislación sobre contratos del Estado desvincule al máximo la Administración del Contratista no quiere decir que frente a terceros no exista vínculo de solidaridad si no se pueden determinar la responsabilidad concreta de cada uno de ellos.

Esta Sala entiende que ha de introducirse un orden en la solución de las cuestiones debatidas, y que la de la responsabilidad del Estado cuanto el daño se produce por el contratista de la obra pública es la principal.

En este sentido, en el motivo se citan los arts. 1255 y 1258 CC como infringidos, pero es desestimable por cuanto los mismos son preceptos generales sobre los que, como ha declarado en numerosas ocasiones esta Sala, no son aptos para que por sí solos, sin relación con otros concretos y específicos, para fundamentar un recurso de casación, pues convertiría a éste en una tercera instancia.

También se citan preceptos concretos de la legislación sobre contratos del Estado, aunque no se señala el párrafo de ellos que se considera infringido. Prescindiendo de este defecto procesal, lo cierto es que los mismos recogen efectivamente la responsabilidad del contratista frente a terceros como consecuencia de las operaciones que requiera la ejecución de las obras.

Sin embargo, el centro de gravedad de este litigio se sitúa en el propio incumplimiento de la Administración de sus poderes de dirección y vigilancia de la actuación del contratista. El Pliego de Condiciones (cláusula 21) establece nítidamente que «incumbe a la Administración ejercer, de una manera continuada y directa, la inspección de la obra durante su ejecución», por lo que la actividad del contratista, cumpliendo lo preceptuado en la cláusula 23 respecto a la señalización de las obras en ejecución, debe ser objeto de inspección y comprobación por la Administración, hasta el punto de que aquél debe cumplir, dice la citada cláusula 23, «las órdenes que reciba por escrito acerca de la instalación de señales complementarias o modificación de las ya instaladas». Así las cosas, no es posible en este punto concluir en un alejamiento al máximo de la Administración del contratista con el objeto de que la responsabilidad de éste no se comunique a aquélla.

Por todo ello el motivo se desestima.

TERCERO. El motivo segundo y último del recurso, acusa la infracción del art. 1903 Cód. civ. Se dice en su defensa que este motivo es complementario del anterior, y se añade que el Estado no responde de la actividad del contratista «como consecuencia de una posible culpa “in vigilando”», solo responde cuando se hubiese reservado el derecho de dar órdenes concretas e inmediatas y hubiese dado tales órdenes. Es entonces cuando tendría el deber de vigilancia de su cumplimiento.

El motivo se desestima. La obligación de vigilancia sobre la señalización de la obra que corresponde al contratista genera responsabilidad, no solo en cuanto al no cumplimiento de las órdenes de la Administración sobre ese punto, sino obviamente, en una fase previa sobre el mismo cumplimiento del deber genérico que legalmente es del contratista por la cláusula 23 del Pliego General de Condiciones para la Contratación del Estado. Con referencia a la contratación de la obra litigiosa, se dice terminantemente en la condición 2.5.1: «La Administración, a través de la dirección de la obra, efectuará la inspección, comprobación y vigilancia para la correcta realización de la obra ejecutada, ajustándose a lo dispuesto en las cláusulas 4 y 21 del Pliego de Cláusulas Administrativas Generales». No es razonable que de estas actividades se quiera excluir la de la señalización, de tanta importancia para terceros, por los daños que pudieran sufrir por el incumplimiento o defectuoso cumplimiento de los preceptos sobre la materia.

S. 15 de julio de 2000.

Recurso 2687/1995.

Ponente: Excmo. Sr. González Poveda.

Culpa «in eligendo». Muerte de un albañil en las obras de una almazara. Responde la Cooperativa dueña de la almazara porque, aun cuando encargó el proyecto y la dirección de la obra a un técnico, asumió la ejecución material de la obra sin poner al frente del grupo de albañiles a un encargado de obras o capataz.


SEGUNDO. El motivo del recurso interpuesto por la Sociedad Cooperativa alega infracción del art. 1903 en relación con el art. 1902 del CC. La argumentación del motivo se basa en que la sentencia recurrida funda su pronunciamiento condenatorio respecto a la recurrente en su «culpa “in vigilando” o “in eligendo” ya que permitió que el Ingeniero Director de las Obras no llevara el preceptivo Libro de Órdenes y Visitas de la obra y no cumpliese con su obligación de estar presente, supervisar y dirigir al menos en los momentos más difíciles o peligrosos las mencionadas obras, omitiéndose aquellas más elementales precauciones como quedan acreditados por el informe de la Inspección de Trabajo, no acreditándose por dicha demandada que se hubiera agotado la diligencia debida de precaver, prevenir y evitar el resultado dañoso por lo que incidió en una absoluta negligencia»; frente a ello, alega la recurrente que su diligencia se basa, precisamente, en la elección de un técnico para el planteamiento y ejecución de las obras. En apoyo de su tesis cita la recurrente las sentencias de esta Sala de 7 de octubre de 1983 y 27 de noviembre de 1993; según esta última «como dice la sentencia de esta Sala de 9 de julio de 1984, con cita de la de 4 de enero de 1982, en relación con el propietario de la obra, cuando se trata de contratos entre empresas no determinantes de relación de subordinación entre ellos, falta toda razón esencial para aplicar el art. 1903, puesto que, por lo general, no puede decirse que quien encarga cierta obra a una empresa autónoma en su organización y medios, y con asunción de los riesgos inherentes al cometido que desempeña, deba responder por los daños ocasionados por los empleados de ésta, a menos que el comitente se hubiera reservado participación en los trabajos, sometiéndolos a su vigilancia y dirección».

Esta doctrina jurisprudencial es plenamente aplicable al caso enjuiciado pero no en el sentido que pretende el recurrente de exonerarle de responsabilidad, sino, por el contrario, de afirmarla dado que el técnico por ella contratado lo fue para la realización del proyecto y la dirección de obra, asumiendo la Cooperativa comitente la ejecución material de la obra con los operarios, entre ellos el fallecido, incorporados a su plantilla. La sentencia recurrida funda la responsabilidad de la recurrente, no solo en esa culpa «in vigilando» o «in eligendo» que se ha dicho, sino, y esto es más transcendente, en «encomendar la ejecución material de obras de gran envergadura, complicadas, dificultosas hasta el punto de precisar de un proyecto redactado por ingeniero superior y de dirección técnica del mismo y peligrosas a un grupo de albañiles (2 peones y 3 oficiales) sin poner al frente de los mismos a un encargado de obras o un capataz, lo que constituye una patente negligencia». Al entenderlo así la Sala «a quo» no se han infringido los preceptos que se citan en el motivo, pues al asumir la Cooperativa propietaria de la obra la ejecución material de la misma lo hizo sin adoptar las medidas necesarias para que esa ejecución se llevase a cabo sin mayores riesgos para el personal que, por su cuenta, la realizaba. En consecuencia, procede desestimar el motivo.

De igual manera procede desestimar el motivo segundo de este recurso en que se alega infracción del art. 1903 del CC, infracción que se hace consistir en haber sido condenada la Cooperativa recurrente en forma solidaria con el otro demandado, siendo así que no existe responsabilidad en la recurrente por el suceso acaecido. Apoyado escuetamente este motivo en el primero ya examinado con el resultado expuesto, la desestimación de este segundo es obligada.

S. 8 de mayo de 1999.

Recurso 3209/1994.

Ponente: Excmo. Sr. Barcala y Trillo-Figueroa.

Fundamento en culpa «in eligendo» o «in vigilando». En el caso, accidente laboral, culpa «in vigilando» de la empresa.


TERCERO. Indudablemente, el primer motivo del recurso incurre en la irregularidad procesal de examinar parte de la prueba practicada, valorándola en sentido contrapuesto al del Tribunal «a quo», para extraer de dicho análisis determinadas consecuencias que difieren en su totalidad de las establecidas en al sentencia recurrida, enfoque el indicado que no es admisible en casación. No cabe duda que la responsabilidad por hecho ajeno -que es la prevista en el art. 1903 del CC- ya se base en intervención de culpa «in eligendo» o «in vigilando», requiere como elemento ineludible una relación jerárquica o de dependencia entre los sujetos, la cual, concurre en el hecho de autos, tanto respecto al accidentado, como respecto al trabajador que, por error, pulsó un botón por otro, en relación con la mercantil demandada-recurrente, y es evidente, también, que la responsabilidad que impone el precepto dicho al empresario no es subsidiaria sino directa, al derivarse del incumplimiento de los deberes impuestos por las relaciones de convivencia social de vigilar a las personas que están bajo la dependencia de otros y de emplear la debida cautela en la elección de servidores y en la vigilancia de sus actos, como así ha venido declarándose de manera constante en la jurisprudencia de la Sala. Proyectando las precedentes consideraciones al caso que nos ocupa, es incuestionable que el error padecido por el otro trabajador al pulsar un botón inadecuado -que fue lo que causó, en definitiva, las lesiones sufridas por su compañero-, incidió en el ámbito de la culpa «in vigilando» que correspondía a la empresa, pues el resultado dañoso no se habría producido de haber prestado aquel trabajador la necesaria atención a su trabajo y a la posición en que se encontraba el accidentado o de haber observado el personal técnico que tuviese encomendadas las funciones de vigilancia y seguridad en el trabajo, la necesaria atención y cuidado acerca del modo y forma en que se desenvolvía el trabajo en las proximidades de la cinta transportadora, por lo que ante la falta de concurrencia en las personas indicadas de una conveniente y exigible conducta de atención y cuidado, se está en presencia de una clara culpa «in vigilando» en la empresa cuestionada, y esto así, no es posible negar que la misma incurrió en la responsabilidad del meritado art. 1903, sin que éste haya sido interpretado erróneamente por el Tribunal «a quo», lo que conduce, por tanto, a desestimar el primer motivo del recurso.

S. 5 de octubre de 1995.

Recurso 1252/1992 .

Ponente: Excmo. Sr. Fernández-Cid de Temes.

Culpa «in vigilando». Muerte de un niño al ahogarse en la piscina de un albergue. Pese a la autonomía de la Asociación que organizaba la actividad y de los monitores del albergue, responde la Diputación provincial por sus facultades de supervisión.


TRES. El recurso de la Diputación Foral de Guipúzcoa se funda en un solo motivo y acusa aplicación indebida del art. 1903, párrafo 4.º del CC, pues entiende que, aunque la sentencia no lo cita, aplica la responsabilidad extracontractual por hecho ajeno de los dueños o directores de un establecimiento o empresa respecto de los perjuicios causados por sus dependientes en el servicio de los ramos en que los tuvieran empleados o con ocasión de sus funciones, siendo improcedente, por ruptura del nexo causal, aplicar la doctrina de la culpa «in vigilando» o «in eligendo», por ser la culpa exclusiva de los monitores y requerir la aplicación del precepto el presupuesto indispensable de una relación jerárquica o de dependencia entre el ejecutor causante del daño y la empresa o entidad a quien se exige la responsabilidad, a cuyo efecto cita multitud de sentencia de esta Sala.

Ciertamente cuando se desempeña o presta un servicio con autonomía y no existe esa relación jerárquica o de dependencia no se traslada la culpa al comitente, pero no lo es menos que en las propias sentencias que cita se hace la siguientes salvedad: «... a menos que el comitente se hubiera reservado la injerencia o participación en los trabajos o parte de ellos, sometiéndolos a su vigilancia o dirección...» o cuándo se reserva la supervisión....; y como la Diputación no puede trasladar los riesgos del cometido de tutela, guarda, custodia y formación del menor que desempeña, es llano que la propia doctrina jurisprudencial que alega se vuelve en su contra, pues tanto la Asociación de Educadores Especiales, como los monitores de la Granja «L...» quedaban en todo momento sometidos a su supervisión instrucciones, vigilancia y dirección, sin que pudiera renunciar a ello por pactos privados dirigidos a modificar su responsabilidad en algo que participa de la naturaleza de orden público por su importancia social, cual ocurre con la patria potestad, de cuyo contenido se le trasladó un haz de facultades y deberes, como tales intransmisibles, ya que en otro caso habría que privar a la Diputación de dichos derechos-deberes, cual se hizo con los propios padres, en bien del menor y dado el carácter tuitivo que les corresponde.

S. 15 de julio de 1993.

Recurso 122/1991.

Ponente: Excmo. Sr. Santos Briz.

Si no hay culpa «in operando» del dependiente o auxiliar, no puede haber culpa «in eligendo» o «in vigilando» de empresario.


TERCERO. La misma suerte desestimatoria cabe el motivo segundo, que con el mismo apoyo procesal acusa la infracción del art. 1902 del CC en relación con el 1137, inciso 2.º, del mismo texto legal y jurisprudencia que se cita; ya que el examen de este motivo presupone la estimación del anterior en cuanto trata de justificar una responsabilidad solidaria de los demandados por los daños y perjuicios irrogados a los demandantes; lo que no es posible vista aquella desestimación. Y, por último, lo mismo puede decirse del tercero y último de los motivos que acusa la infracción del art. 1903, párrafo 1, en relación con el párrafo 4.º del mismo artículo y jurisprudencia que cita; al pretender con este motivo fundamentar la responsabilidad civil de la empresa de ferrocarriles demandada por los daños causados por sus dependientes. Y ello porque no se ha probado la supuesta culpa «in operando» de dichas auxiliares, lo cual sería necesario para declarar la culpa «in vigilando» o «in eligendo» de aquella empresa en concepto de persona jurídica responsable por hecho ajenos. Puesto que en todo caso, como ha declarado esta Sala (sentencia entre otras, de 3 de julio de 1984 y 30 de enero de 1985), la responsabilidad de la empresa demandada requiere indefectiblemente que se pruebe la culpa o negligencia del dependiente; circunstancia que no concurre en el caso ahora discutido.

S. 22 de enero de 1991.

Ponente: Excmo. Sr. Santos Briz.

Lesiones por colisión contra un ciclomotor conducido por un menor de edad. Responsabilidad de sus padres por ser indiferente la imputabilidad penal del autor material del hecho y el que se encontraran o no presentes.


SEGUNDO. Plantea el recurso la cuestión debatida en la doctrina científica, no en la jurisprudencia, acerca de la responsabilidad de los padres por los hechos ilícitos civiles cometidos por sus hijos que se hallen bajo su guarda y vigilancia y que convivan con ellos. El art. 1903, en la redacción vigente en 1979 cuando ocurrió el accidente establecía en su pfo. 2.º que los padres, o sea, «el padre, y por muerte o incapacidad de éste, la madre, son responsables de los perjuicios causados por los hijos menores de edad que viven en su compañía». Y el párrafo último del mismo artículo en redacción vigente, la misma originaria, determina que esta responsabilidad cesará cuando las personas en él mencionadas prueben que emplearon toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño. De estos preceptos legales se deduce claramente que hay una responsabilidad para la viuda en el caso debatido, según hecho admitido en autos, por los daños causados por su hijo menor de edad que vive en su compañia, sin que conste prueba alguna de que haya empleado «toda la diligencia» exigida para prevenir el daño. Tal responsabilidad, si bien se declara en el art. 1903, siguiendo a un artículo que se basa en la responsabilidad por culpa o negligencia, no obstante no menciona tal dato de culpabilidad, por lo que aceptablemente se ha sostenido que es una responsabilidad por riesgo o cuasi objetiva, y este sentido es el que le ha dado la jurisprudencia reiterada de esta Sala. Así en Sentencias, entre otras, de 17 de junio de 1980 y 10 de marzo de 1983 se ha declarado que la responsabilidad civil de los padres dimanantes de los actos ilícitos realizados por los hijos constituidos «in potestate» se justifica por la transgresión del deber de vigilancia que a los primeros incumbe, que el legislador contempla estableciendo una presunción de culpa concurrente en quien desempeña la patria potestad y la inserción de un matiz objetivo en dicha responsabilidad, que prácticamente pasa a obedecer a criterios de riesgo en no menor proporción que los subjetivos de culpabilidad, y es claro que no viene permitido oponer la falta de una verdadera imputabilidad en el autor material del hecho, pues la reponsabilidad dimana de culpa propia del padre, madre o tutor por imisión de aquel deber de vigilancia, sin relación con el grado de discernimiento del constituido en potestad. Tal criterio de responsabilidad por riesgo, con matiz objetivista, fue puesto ya de relieve en sentencias anteriores, como las de 14 de marzo de 1978 y 24 de marzo de 1979; sin que exonere de responsabilidad el dato de no hallarse presente el padre o la madre cuando se comete el hecho ilícito o que aquéllos tengan que trabajar o no puedan, por razón de las circunstancias familiares o sociales estar siempre junto a sus hijos menores de edad, ya que de seguirse otro criterio, como dice la sentencia de 29 de diciembre de 1962, se llegaría a la total irresponsabilidad civil de los hechos realizados por los menores de edad; y, por otro lado, se quebrantaría el criterio de equidad, al dejar sin resarcimiento alguno a quien ha sufrido en su cuerpo y salud importantes daños que le privan de una capacidad laboral plena. De ahí que no pueda seguirse le criterio de equidad que el recurso impetra, y no solo porque, conforme al art. 3.º, pfo. 2, del CC, la equidad solo puede basar una resolución judicial de manera exclusiva «cuando la ley expresamente lo permita»; supuesto que no es el de esta litis. Tampoco es admisible alegar que, el recurrente estaba ya emancipado de hecho al ocurrir el accidente por vivir de su trabajo, puesto que aparte de que esta circunstancia no se ha demostrado, es lo cierto que el Código Civil no permite más medios de emancipación que los señalados en el art. 314 y que no se da en el supuesto debatido la situación que contempla el art. 319, puesto que nada se ha probado acerca de que el hijo menor de edad viviera independiente de su madre. Por todo ello no puede ser estimado el recurso y procede el rechazo del único motivo en que se apoya.

S. 15 de febrero de 1975.

Ponente: Excmo. Sr. Peral García.

Culpa «in vigilando» de padres y tutores. Deber de educar que se extiende a la vigilancia preventiva del daño específico.


CONSIDERANDO: Que la doctrina de este Tribunal, viene declarando que la responsabilidad derivada del art. 1903 del C. Civil., en sus diversos apartados, en cuanto a aquellos que deben responder por otras personas que de algún modo les están sometidas, no es subsidiaria, sino directa, ya que se establece por razón del incumplimiento de los deberes que imponen las relaciones de convivencia social, de vigilar a las personas y a las cosas que están bajo la dependencia de otra determinada, y de emplear la debida cautela en la elección de servidores y en la vigilancia de sus actos, y en este aspecto la sentencia que se recurre, al estimar que uno de los codemandados no ha probado que haya empleado toda la «diligencia» de un buen padre de familia para prevenir el daño originado -y concretamente el causado por aquel menor, ha incurrido en la «culpa «in vigilando»» del art. 1903, ya citado, que atribuye en su párrafos 3.º y 7.º la responsabilidad al «tutor» de los actos realizados por aquel menor que está bajo su autoridad y habita en su compañía, y es esta falta de diligencia declarada la que precisamente origina el planteamiento del primer motivo del recurso, que resulta improsperable, porque según se desprende de la exposición que se hace en el mismo, lo que el recurrente pretende no es otra cosa que afirmar que el tutor demandado empleó toda la diligencia exigible a la que el art. 1903 se refiere, prescindiendo para mantener esta versión de todos aquellos hechos que sirvieron al Tribunal «a quo» para llegar a una apreciación del criterio contrario, pretendiendo sustituirlos con otras consideraciones valorativas que no pueden modificar la conclusión mantenida en la sentencia recurrida, y cuando a mayor abundamiento se apoya ésta en el hecho de no haberse adoptado por el tutor en relación con el menor todas las medidas necesarias para evitar que éste originara un daño por su falta de idoneidad, y como el precepto mencionado, le sitúa a aquél, como un titular subsidiario defectivo de un haz de deberes y derechos igual a los integrantes de la patria potestad, entre los que se halla el deber de «educar» común a los padres y tutores, deber éste que se extiende a la vigilancia preventiva del daño específico, luego producido, es obvio que no se ha infringido en modo alguno el precepto citado, por lo que declina este motivo primero, y como consecuencia de todo lo expuesto también perece el segundo, ya que el acompañante del menor no tenía a su cargo a éste, ni existe circunstancia alguna por la que pueda estimarse que lo tuviera, ya que tampoco estaba bajo su dependencia.
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